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En las Islas Canarias, desde fines de 2019, y tal como 
ha ocurrido en reiteradas ocasiones en las fronteras 
exteriores del sur de Europa a lo largo de las últimas 
dos décadas, se está produciendo una nueva crisis 
migratoria de carácter humanitario. Es decir, un esce-
nario que requiere la protección de los derechos de 
decenas de miles de personas que se han desplazado 
-desde países africanos- en condiciones de vulnerabili-
dad y poniendo en riesgo sus vidas. Debido a factores 
geográficos, una vez más, el destino de este proceso 
migratorio ha sido el de un archipiélago situado frente 
a las aguas territoriales de varios países africanos. Se 
trata de un proceso que sigue produciéndose al mo-
mento de la publicación de este informe, tal como lo 
evidencian las estadísticas de llegadas a Canarias du-
rante el transcurso de 2021. (Ver gráfico 1). 

Un porcentaje considerable de las personas desplaza-
das desde entonces hacia alguna de las Islas Cana-
rias está compuesto por niñas y niños que han 

migrado junto a familiares o al cuidado de otras per-
sonas adultas, o lo han hecho de forma no acompa-
ñada (Ver tabla 1). Se trata de personas y familias 
que han salido de situaciones de desprotección de 
derechos, bien por razones de conflictos armados y 
múltiples formas de violencia, incluyendo diferentes 
tipos de persecución (por motivos de género, origen 
étnico, orientación sexual, entre otras), o bien por la 
imposibilidad de ejercer derechos básicos, los cuales 
son esenciales para el desarrollo humano integral de 
la infancia. 

La creciente presencia de niñas, niños y familias en 
estas crisis humanitarias de movilidad humana es una 
nota distintiva de las numerosas “crisis migratorias” 
desde África y Medio Oriente hacia países como Es-
paña, Grecia, Italia o Malta, especialmente desde co-
mienzos del presente siglo.  La mención de estas 
experiencias previas no es solamente a título descrip-
tivo e introductorio. Se debe a que el presente  

1. INTRODUCCIÓN

2019 2.687 personas 

129 embarcaciones 

2020
23.023 personas (+ 756,8 %)
2.706 (enero-junio)

87 (enero-junio)
745 embarcaciones (+ 477,5 %) 

2021
(enero-junio)

6.952 personas (+ 156,9 %)

185 embarcaciones (+ 112 %) 

Gráfico 1. Número de llegadas de personas y embarcaciones a Canarias (2019-2021)

Fuente: elaboración propia, con datos del Ministerio del Interior
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Informe, aunque está centrado en la situación de la in-
fancia en el contexto actual de migración hacia las 
Islas Canarias, analiza una realidad de índole estructu-
ral. En efecto, sin perjuicio del crecimiento cuantita-
tivo de personas desplazadas en un determinado 
tiempo y espacio, la multiplicidad y recurrencia de 
estas “coyunturas” da cuenta de un fenómeno esta-
ble que, como explicaremos, precisa una multiplicidad 
de respuestas, las cuales, entre otros aspectos, debe-
rían contemplar esas tres características: su condición 
de permanencia, que exige el diseño de políticas pú-
blicas apropiadas; las contingencias, que demanda he-
rramientas adicionales para una reacción oportuna y 

efectiva; y la presencia creciente de niñas, niños y fa-
milias, que conlleva el deber de asegurar una recep-
ción y protección adecuada de sus derechos. 

En una de esas coyunturas, concretamente en 2018, 
UNICEF España decidió realizar una misión en diver-
sas áreas de la frontera sur de España -Andalucía, 
Ceuta y Melilla-, con el objetivo de elaborar un diag-
nóstico sobre los derechos de las niñas y niños mi-
grantes no acompañados que habían migrado en 
números hasta entonces inéditos para el país, con-
densado en un informe acompañado por una serie de 
recomendaciones dirigidas, principalmente, a entida-

CANARIAS

                                  2019          2020       2021*        Total 

Costa de Marfil           77            144        146          367 

Gambia                       59            103         32           194 

Guinea Bissau              -              12          19            31 

Mali                            28            574        171          773 

Marruecos                 251         1.201       270        1.722 

Rep. Guinea                39            112         34           185 

Senegal                      13            445         24           482 

Otras                           22             38          13            73 

Total                          489         2.629       709        3.827

Tabla 1. Niños y niñas llegados a Canarias  

por vía marítima, por año y nacionalidad

Fuente: elaboración propia, con datos del Ministerio del Interior

* Datos al 31 de mayo de 2021

Se trata de personas y familias que han salido de situaciones de 
desprotección de derechos, bien por razones de conflictos armados y 
múltiples formas de violencia, incluyendo diferentes tipos de persecución 
(por motivos de género, origen étnico, orientación sexual, entre otras), o 
bien por la imposibilidad de ejercer derechos básicos.
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des públicas del Estado y gobiernos autonómicos 
(UNICEF, 2019). En 2021, ante la llegada -por vías ma-
rítimas- a las Islas Canarias -desde 2019 en adelante- 
de un importante número de niñas y niños que partie-
ron de diversos puntos de la costa noroccidental afri-
cana (ver tabla 2), UNICEF España consideró 
apropiado realizar otro estudio dirigido a evaluar, 
desde un enfoque de derechos de la infancia, la res-
puesta de las autoridades competentes a esta nueva 
crisis humanitaria. 

En términos metodológicos, el diagnóstico se llevó 
a cabo a través de una combinación de mecanis-
mos de recolección de información, particularmente 
a través de la realización, entre el 31 de mayo y el 
14 de junio de 2021, y por parte de un equipo multi-
disciplinario de UNICEF1, de un trabajo de campo 
en las islas de Tenerife, Gran Canaria y Fuerteven-
tura. Durante esos días se realizaron las siguientes 
acciones: 

• Entrevistas con representantes de numerosas enti-
dades públicas (estatales, autonómicas, provincia-
les y municipales), sociales (ámbitos académicos y 
organizaciones no gubernamentales, incluyendo 
asociaciones de migrantes) e internacionales (agen-
cia de Naciones Unidas).  

• Visita a cerca de 30 centros destinados a la acogida 
y/o integración de personas migrantes y solicitantes 
de asilo, en particular:  

- 18 centros del sistema de protección de infancia 
de la Comunidad Autónoma de Canarias, inclu-
yendo los que dependen de los Cabildos Insula-

res, todos ellos gestionados por diferentes enti-
dades sociales; 

- 8 centros para la recepción de familias y/o per-
sonas adultas, dependientes del Ministerio de In-
clusión, Seguridad Social y Migraciones, y 
gestionados por entidades sociales; 

- 1 CATE, dependiente del Ministerio del Interior.  

A su vez, los días 15 al 17 de junio se realizaron reu-
niones en Madrid con otras organizaciones sociales y 
entidades públicas del Estado. Cabe agregar que, por 
un lado, antes y después de esas fechas, se mantu-
vieron diversos encuentros virtuales con representan-
tes del Estado, de las Comunidades Autónomas de 
Canarias y Andalucía, y de la sociedad civil y, por otro, 
la presencia temporal de un miembro del equipo de la 
Oficina Regional de UNICEF para Europa y Asia Cen-
tral en Ceuta nos ha permitido conocer de primera 
mano la situación actual en Ceuta. 

Complementariamente, el equipo de trabajo realizó un 
análisis exhaustivo de fuentes secundarias producidas 
por actores clave y especialistas en las diferentes ma-
terias que se analizaron en el marco de esta iniciativa. 
Entre otros documentos, se revisaron informes elabo-
rados por numerosas entidades públicas, sociales e 
internacionales, así como instrumentos normativos y 
una variada gama de iniciativas políticas y/o técnicas a 
nivel local, autonómico, estatal, regional y global. Fi-
nalmente, con el objetivo de acceder a la mayor canti-
dad de datos, se presentaron diversas solicitudes de 
información a organismos públicos del Estado espa-
ñol, autonómicos y provinciales.  

AÑO                                 Hombres            Mujeres                       Hombres           Mujeres                    TOTAL  

2019                                       248                        3                                   224                      14                            489 

2020                                      1165                      36                                 1350                     77                           2628 

2021*                                     260                       10                                  367                      76                            713 

TOTAL                                   1673                      49                                 1941                    167                          3830 

Tabla 2: Llegadas de niños y niñas a Canarias, por lugar de partida y género

Fuente: elaboración propia, con datos del Ministerio del Interior

MARRUECOS                              ÁFRICA SUBSAHARIANA

* Datos al 31 de mayo de 2021

1. Integrado por Sara 
Collantes Mateos 
(especialista en políticas 
de infancia y migraciones 
de UNICEF España), 
Rosario Pérez Santana 
(coordinadora de UNICEF 
Comité Canarias), Salud 
Mármol Sancho 
(responsable de políticas 
de infancia de UNICEF 
Comité Andalucía) y Pablo 
Ceriani Cernadas 
(consultor internacional de 
UNICEF). El equipo, 
coordinado por Pablo 
Ceriani Cernadas y Sara 
Collantes Mateos, contó 
con el apoyo de Rosa 
Gloria Suárez López de 
Vergara (presidenta de 
UNICEF Comité Canarias) 
y María Belén Monzón 
Hernández (miembro de la 
junta directiva de UNICEF 
Comité Canarias).  



El presente diagnóstico es el resultado de esta tarea 
de investigación, y está organizado de la siguiente 
manera: en primer lugar, se analizará, desde un enfo-
que de derechos, diversos aspectos relativos a la re-
cepción de la infancia no acompañada en el contexto 
de migración en Canarias. Mediante la descripción de 
las condiciones de los centros de acogida e integra-
ción de la infancia migrante no acompañada, y la ac-
tuación de diversas entidades que inciden en su 
funcionamiento e impacto, se presentarán las princi-
pales características, logros, limitaciones, lagunas y 
desafíos de esa respuesta.   

En particular, se analizarán temáticas como el ejerci-
cio de derechos fundamentales en ese contexto, 
como el derecho a la salud, a la educación, al asilo, 
a que su interés superior sea una consideración pri-
mordial para todas las medidas de protección y para 
guiar un proceso individualizado de integración, a la 
protección contra toda forma de maltrato o violen-
cia, y a gozar de condiciones adecuadas de acogida. 
Complementaria y transversalmente, ya que como 
se verá, impactan de manera directa en esas condi-
ciones de recepción y ejercicio (o no) de derechos, 
se describirán los retos asociados a la reseña poli-
cial de los niños y niñas migrantes no acompañados, 
el proceso administrativo de determinación de la 
edad, el acceso a la documentación y a un permiso 
de residencia y trabajo, y la falta de un sistema unifi-

cado de información sobre infancia en contexto mi-
gratorio. 

Este capítulo, el más extenso del informe, pone el én-
fasis en el desafío ineludible e impostergable de dise-
ñar e implementar un modelo de atención integral de 
la infancia no acompañada en el contexto de una con-
tingencia humanitaria migratoria, sobre la base de un 
principio de corresponsabilidad entre todas las autori-
dades estatales y autonómicas de España. Se descri-
ben los esfuerzos de la Comunidad Autónoma de 
Canarias, los retos existentes para fortalecer el sis-
tema de protección de la infancia del archipiélago, 
para luego visibilizar los límites de un modelo agotado 
que exige a una sola ciudad o comunidad autónoma, 
en el marco de una emergencia humanitaria, asumir 
todas las responsabilidades de protección de los dere-
chos de niños y niñas migrantes no acompañados. 
Las condiciones de acogida en numerosos centros de 
emergencia evidencian objetivamente la saturación de 
todos los actores intervinientes, desde ámbitos de in-
fancia, migración, y otros conexos. Un breve análisis 
sobre Andalucía y Ceuta coadyuvan a dar cuenta de la 
imperiosa necesidad de poner en marcha un nuevo 
modelo de atención integral de la infancia migrante no 
acompañada. 

El diagnóstico sobre la infancia migrante no acompa-
ñada, y en particular los principales límites y desafíos 
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del modelo existente para responder a esta clase de 
contingencias, explica la siguiente sección sobre los 
llamados “jóvenes extutelados”. Es decir, y desde un 
abordaje intergeneracional y basado en la interrelación 
de los derechos humanos, se analiza la situación de 
las personas que, tras ser niños y niñas migrantes 
bajo la tutela (formal o de hecho) de la entidad pública 
competente, llegan a la mayoría de edad y se encuen-
tran con un amplio catálogo de dificultades y trabas 
para su plena integración e inclusión social. Por ello, 
con base en los hallazgos de la investigación, y te-
niendo en miras la Agenda global -y nacional- de desa-
rrollo humano, esta sección aborda temáticas como 
irregularidad migratoria, empleo, políticas de juventud, 
vivienda e inclusión social, así como problemáticas 
como el racismo y la xenofobia.  

Las observaciones de estos dos capítulos sobre infan-
cia no acompañada en el sistema de protección y 
acerca de su transición a la mayoría de edad, tienen 
como objetivo visibilizar -en la misma dirección que 
nuestro informe de 2019, ahora con nuevas eviden-
cias- y por ende, alertar, las serias limitaciones del 
modelo existente en los planos normativo, político e 
institucional. En particular, de un modelo que carece 
de los mecanismos de coordinación y corresponsabili-
dad necesarios para la recepción y protección de la in-
fancia ante una “contingencia estructural” -valga la 
contradicción- de estas características. Ello, a fin de 
destacar el impacto que tienen en el corto y largo 
plazo en los derechos de las niñas, niños y, luego, jó-
venes, así como en los objetivos de múltiples políticas 
públicas sociales y de desarrollo humano a nivel local, 
autonómico, español, y europeo. La crisis sanitaria 
mundial propagada desde comienzos de 2020, nos 
han dejado numeras lecciones sobre la necesidad de 
fortalecer la coordinación intersectorial y entre los di-
ferentes niveles de gobierno, así como sobre la impor-
tancia de la planificación para futuras contingencias. A 
continuación, un capítulo está dedicado a la situación 
de los niños y las niñas que han migrado con sus fa-
milias y han sido acogidos en los diferentes dispositi-
vos habilitados por el Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones, gestionados por di-
versas entidades sociales. La mayoría de estos cen-
tros han sido parte del llamado Plan Canarias, 
adoptado por el ministerio a fines de 2020, y algunos 
han estado focalizados en grupos familiares. Descri-
biremos en esta sección algunos de los aspectos de 
la respuesta de recepción y protección a estas fami-
lias, desde la perspectiva concreta de los derechos 
de la infancia, para cerrar el siguiente capítulo con 

una serie de conclusiones que introduzcan las reco-
mendaciones que se presentarán sobre este tema al 
final del informe.  

El último capítulo “temático” del informe está dedi-
cado a una dramática característica de las rutas mi-
gratorias informales e inseguras por las que se 
desplazan personas que no encuentran canales para 
migrar de manera regular, entre la que se encuentra 
la llamada “ruta canaria”: la muerte y desaparición 
de cientos o miles de personas, año tras año. Al res-
pecto, haremos algunas reflexiones sobre los datos, 
las políticas y prácticas existentes, así como los 
retos y materias pendientes en España, siempre 
desde un enfoque de infancia. 

Finalmente, el informe incluye un capítulo dedicado 
exclusivamente a presentar un catálogo de recomen-
daciones. El diagnóstico aquí presentado, lejos de 
ser una evaluación exhaustiva de una realidad tan 
compleja y multidimensional -ello requeriría una ini-
ciativa sustantivamente mayor en tiempos, alcance y 
recursos-, tiene como finalidad principal contribuir a 
orientar algunas decisiones que, por los fundamen-
tos jurídicos y de políticas públicas, junto a las evi-
dencias recolectadas, resultan imprescindibles e 
ineludibles. Por ser tan preciso el objetivo, el diag-
nóstico tampoco está dirigido a evaluar un determi-
nado centro de acogida de niños/as o familias, o 
examinar la actuación de una entidad pública o social 
en particular. Se busca, cabe reiterar, llamar la aten-
ción -como ya lo han hecho numerosos actores- 
sobre la necesidad de adecuar las políticas y prácti-
cas en materia de infancia en contexto migratorio, 
con el objetivo de garantizar plenamente los dere-
chos de todos los niños y niñas en territorio español 
y, consecuentemente, contribuir a alcanzar las metas 
de desarrollo humano e inclusión social. 

El presente diagnóstico tiene como 
finalidad principal contribuir a orientar 
las políticas y prácti cas de infancia en 
contexto migratorio, para garantizar 
plenamente los dere chos de todos los 
niños y niñas en territorio español.
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FATAMA
(Nombre ficticio)  
17 años

No teníamos para comer. 
Con 8 años empecé a 

trabajar en una casa. Me 
levantaba a las 5 de la mañana y 
lavaba las alfombras, hacía de 
comer… Me trataban fatal y al 
final con 10, los dejé por el 
maltrato. Cuando me monté en 
la patera tenía miedo, se 
estropeó el motor y empecé a 
llorar, pidiéndole a Dios que me 
perdonara por todos los errores 
que cometí en mi vida. Pero 
arreglaron el motor y entonces 
nos cogió Salvamento. Vinimos 
para tener una vida mejor. Yo no 
quiero nada, solo lograr mi 
sueño y ayudar a mi familia a 
construir una casa y mantener a 
mis hermanos. Ser jefa de cocina 
algún día. Solo quiero sentir que 
soy una humana. 
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Esta sección está dedicada a la descripción de la si-
tuación de las niñas y los niños migrantes y solicitan-
tes de asilo no acompañados que han llegado a 
Canarias en los últimos dos años (hasta junio de 
2021), y que han sido acogidos a través del sistema 
de protección de la infancia de la Comunidad Autó-
noma. En particular, se presentarán las principales 
evidencias encontradas e identificadas, principal-
mente, durante el proceso de investigación in situ en 

las islas visitadas. En primer lugar, se presentan de 
manera general algunas de las medidas adoptadas 
por la entidad pública de protección de la infancia, y 
seguidamente, se analizan diferentes aspectos espe-
cíficos relativos a las condiciones concretas de aco-
gida de los niños y niñas migrantes no 
acompañados, y el impacto en sus derechos, para 
cerrar con una serie de conclusiones y propuestas 
preliminares. 

2. NIÑOS Y NIÑAS 
MIGRANTES  
NO ACOMPAÑADOS
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En el capítulo que analizará la recepción y acogida a 
familias migrantes y solicitantes de asilo, haremos 
una evaluación sobre el grado de previsibilidad y pre-
paración de España, y sus diferentes niveles de go-
bierno, ante contingencias migratorias humanitarias 
como la que ha venido desarrollándose en las Islas 
Canarias desde los últimos meses de 2019. Por eso, 
aquí nos enfocaremos a cómo, frente a este escena-
rio, fue respondiendo la entidad pública que -según el 
modelo de protección de infancia vigente- tiene la 
principal responsabilidad en la atención y protección 
de las niñas y niños sin cuidados parentales y en con-
diciones de vulnerabilidad, como es el caso de la in-
fancia no acompañada en contexto migratorio. 

En un lapso de un año y medio aproximadamente, 
más de 3.000 personas presumiblemente menores 
de edad fueron canalizadas al sistema de protección 
de infancia, bien de manera directa una vez llegadas a 
la costa del archipiélago canario, o bien tras haber es-
tado acogidas semanas o meses en uno de los dispo-
sitivos de atención humanitaria destinados a la 
acogida de personas adultas o a familias con niños. 
Este cambio no es una novedad o experiencia inédita 
para el archipiélago. En los años 2006 y 2007, llegaron 
a Canarias, respectivamente, 928 y 752 niños y niñas 
migrantes no acompañados (Fundación Nuevo Sol, 
2009:9), y entre 2006 a 2009, unos 2.727 fueron aco-
gidos en los dispositivos del gobierno canario (Defen-
sor del Pueblo, 2021:44). En aquel momento, un 
número reducido de niños fueron alojados en los re-
cursos pequeños conocidos como CAME (Centros de 
Acogida a Menores Extranjeros), que habían sido 
creados pocos años antes, a partir de las primeras pa-

teras con niños llegadas a las islas (ver Diputado del 
Común, 2001). En cambio, la amplia mayoría de los 
niños estuvo en 3 centros de emergencia que llega-
ron a acoger a cientos de niños no acompañados2.  

En el contexto actual, ante el aumento de llegadas de 
niños y niñas no acompañadas, una de las caracterís-
ticas que surge a primera vista es el paulatino e im-
portante desarrollo de recursos (habitacionales y 
otros) que, desde fines de 2019, fue desplegando el 
gobierno autonómico, junto a las autoridades de los 
cabildos insulares, y con la cooperación de diversas 
entidades sociales. En agosto de ese año, según los 
datos provistos por la Dirección de Protección de la 
Infancia y la Familia del Gobierno de Canarias, había 
únicamente 328 niños no acompañados acogidos por 
el sistema de protección canario. A inicios de julio de 
2021, el sistema de protección autonómico contaba 
con 43 centros de emergencia que fueron habilitados 
para dar acogida a los niños no acompañados. En esa 
fecha -descontando quienes llegaron a la mayoría de 
edad, fueron trasladados a otros recursos, o a la pe-
nínsula, o se han ido de esos recursos hay 1.963 
niñas y niños. A ello cabe sumar otros 565 acogidos 
en los diversos recursos de acogimiento residencial 
gestionados por los Cabildos de cada isla del archipié-
lago. También deben sumarse a esas cifras los niños 
que, habiendo sido acogidos durante ese período, 
han llegado a la mayoría de edad (tema a analizar en 
el siguiente capítulo), y por último, un poco más de 
un centenar que ha sido trasladado a otra Comunidad 
Autónoma.  

Sin perjuicio de los déficits de previsibilidad -que co-
mentaremos más adelante-, se debe destacar este 
considerable esfuerzo que se ha hecho, desde un go-
bierno autonómico, con el objetivo de asegurar una 
primera acogida a los miles de niños y niñas migran-
tes no acompañados. La cantidad de recursos abier-
tos es notablemente superior a los desplegados una 
década y media antes. Es cierto, cabe agregar, que 
esta crisis ha convivido con un contexto inédito: la 
pandemia mundial causada por la propagación del 
virus COVID-19. Aún cuando esta crisis sanitaria glo-
bal ha representado un desafío descomunal para 

2.1. Rasgos generales de la respuesta a la infancia no 
acompañada en tiempos de crisis migratoria: esfuerzos 
del sistema de protección canario y sus límites ante de 
la falta de un modelo integral de corresponsabilidad

2. Centros La Esperanza y 
Tegueste, en Tenerife, y 
Arinaga, en Gran Canaria.

En un lapso de un año y medio 
aproximadamente, más de 3.000 
personas presumiblemente menores de 
edad fueron canalizadas al sistema de 
protección de infancia.
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todos los países y para sectores que integran un sis-
tema de protección integral de la infancia -como el de 
sanidad y el educativo, entre otros-, lo paradójico es 
que las medidas de confinamiento adoptadas por las 
autoridades (de España y otros países) facilitaron la 
disponibilidad de una serie de recursos que fueron uti-
lizados (algunos, hasta el momento de elaboración de 
este informe) para la acogida inmediata de niñas y 
niños no acompañados.   

Ahora bien, más allá de los esfuerzos realizados para 
la identificación y uso de decenas de recursos para la 
acogida de niñas y niños migrantes no acompañados, 
uno de los elementos comunes respecto de la crisis 
de 2006-2008 y otras similares de la frontera sur 
(UNICEF, 2019), es el alto porcentaje de niños alojados 
en centros de emergencia o acogida inmediata y, más 
importante aún, la extensión en el tiempo de la esta-
día en unos recursos que, normativamente, están pre-
vistos para un plazo considerablemente más breve.  

El uso generalizado de estos recursos de emergencia 
se observa claramente en las estadísticas. En noviem-
bre de 2019, había 324 niños migrantes en recursos 
residenciales y 174 en centros de emergencia. Veinte 
meses después, la realidad es bien diferente: a 9 de 
julio de 2021, según los datos provistos por la Direc-
ción de Protección de la Infancia y la Familia, la canti-
dad de niños acogidos en recursos residenciales 

creció moderadamente, llegando a 565. El número de 
niños en centros de acogida inmediata escaló a 1.963 
-sin contar los que llegaron a la mayoría de edad o de-
cidieron irse-, distribuidos en 43 recursos de emer-
gencias que fueron específicamente abiertos en el 
marco de la contingencia3. A su vez, en tanto no cesa 
la llegada de niños no acompañados al archipiélago, la 
entidad de protección canaria continúa abriendo nue-
vos recursos de emergencia, debido a la imposibilidad 
de reducir la ocupación de los existentes ante la falta 
de plazas en los centros de acogimiento residencial, y 
la ausencia de un Mecanismo Nacional de Derivación 
hacia otras CCAA. 

A ello se referirá una importante parte de este capítulo 
y otras secciones del informe, en tanto representa la 
punta del iceberg de un modelo de atención de res-
puesta que, para esta clase de contingencias, es clara-
mente inapropiado, ineficaz y perjudicial para la infancia 
que se debe proteger y para las metas de numerosas 
políticas públicas. Como veremos a continuación, a tra-
vés de datos cuantitativos, pero también de la informa-
ción cualitativa recogida a lo largo de la investigación 
-en especial, en los centros de acogida y en diálogo 
con los menores de edad-, los principales desafíos y 
problemas están, mucho antes que en la actuación, vo-
luntad, eficacia o efectividad de una determinada enti-
dad pública o gobierno autonómico, en un sistema 
que, para responder a esta clase de contingencias, en-

3. Tres centros, cuyas 
condiciones eran 
particularmente 
inadecuadas, fueron 
cerrados en mayo y julio 
2021, entre los que se 
encuentra el cierre -el 15 
de julio- del recurso de 
Puerto Rico, Gran Canaria, 
que tuvo trascendencia 
pública por las denuncias 
presentadas por diversos 
actores, incluyendo 
algunos de los 
trabajadores del 
mencionado dispositivo.
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cuentra límites infranqueables, por fuera de los cuales 
se desborda una diversidad de problemas, quedando 
un alto porcentaje de niños y niñas -en el corto o me-
diano plazo- excluidos del sistema que debe proteger y 
garantizar sus derechos. 

La figura formal que mejor explica estos límites del 
sistema para acoger y proteger como corresponde a 
todos los niños y niñas ante esta clase de crisis hu-
manitarias migratorias, es el Decreto-Ley 23/2020 
adoptado por el gobierno canario4. A través de esta 
medida, presentada como “extraordinaria y de ur-
gente necesidad”, se flexibilizó lo dispuesto en el De-
creto 40/20005, de 15 de marzo, específicamente en 
lo relativo a las condiciones de los recursos de aco-
gida inmediata. Los dos cambios más relevantes in-
troducidos, para cuando “razones de emergencia 
social de alta demanda de acogida de personas meno-
res de edad lo requiriese”, son los siguientes: a) la au-
torización a “sobrepasar” la cantidad de 20 plazas que 
debe tener, como máximo, un centro de acogida in-
mediata, sin fijar un nuevo cupo máximo (art. 2); y b) 
la habilitación a entidades colaboradoras para el uso, 
como centro de acogida inmediata, de “aquellos es-
pacios habitacionales que gestionen, que aun no cum-
pliendo alguno de los requisitos reglamentariamente 
establecidos, se hallaren abiertos y en funciona-
miento, tales como albergues juveniles, residencias 

de estudiantes, establecimientos turísticos alojativos 
u otros establecimientos residenciales de uso colec-
tivo similar” (disposición adicional única). 

En este contexto, con alrededor de 3.000 personas 
migrantes presumiblemente menores de edad que 
han estado en el sistema de protección canario desde 
fines de 2019 (ver gráfico 2), y la imposibilidad casi 
absoluta de recurrir al traslado a otras CCAA como 
una herramienta que facilite su acogida y protección 
oportuna y adecuada, aprovechando el contexto de 
pandemia sanitaria, y con base en la reforma de ur-
gencia mencionada, se multiplicó la apertura de recur-
sos de emergencia (ver gráfico 3). Varios de estos 
centros superan holgadamente la capacidad máxima 
fijada por la normativa vigente hasta diciembre de 
2020. En efecto, de los 43 recursos que se han 
abierto desde inicios de ese año (uno de ellos fue 
abierto en diciembre de 2019), las capacidades son 
las que figuran en el gráfico 3. 

Tal como lo explicaban referentes del sistema canario 
de protección de la infancia, en el caso de no haber 
hecho esa reforma normativa, hubieran necesitado, al 
menos, alrededor de 135 centros de acogida inme-
diata -con una capacidad máxima de 20 plazas- para 
ubicar a la totalidad de niños y niñas que han migrado 
a las islas desde fines de 2019. En esa dirección, y 

Gráfico 2: Evolución del número de niños y niñas migrantes no acompañados  

en los recursos del sistema de protección de Canarias (2019-2021)

Fuente: Elaboración propia, con datos de la Dirección General de Infancia y Familia del Gobierno de Canarias

* A esa fecha, 188 presuntos menores de edad habían salido de los centros de emergencia (registrado como “fuga”), y entre abril y junio, 132 fueron 
trasladados a otras CCAA (ver más abajo)

NOV 19      ENE 20      MAR 20      MAY 20       AGO 20       OCT 20      NOV 20      DIC 20      ENE 21       MAR 21      MAY 21       JUL 21 

432 540
671

731
887

1.202

2.012

2.488
2.652 2.705 2.573 2.528*

4. Decreto-ley 23/2020,  
de 23 de diciembre, por  
el que se modifica la 
normativa de atención  
a la infancia para adaptar 
los centros de atención 
inmediata como 
dispositivos de emergencia 
para el acogimiento de 
menores extranjeros no 
acompañados.  
Disponible en 
https://www.boe.es/busca
r/doc.php?id=BOE-A-2021-
4398.  

5. Decreto 40/2000, de 15 
de marzo, por el que se 
aprueba el Reglamento de 
organización y 
funcionamiento de los 
centros de atención a 
menores en el ámbito de 
la Comunidad Autónoma 
Canaria. 
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con base en las capacidades del sistema de protec-
ción, estimaban que la capacidad real, e ideal, de ab-
sorción del sistema de la Comunidad Autónoma 
-incluyendo los recursos de los Cabildos insulares- es-
taría aproximadamente en unos 600 niños y niñas mi-
grantes -es decir, sin contar a los niños y niñas de 
nacionalidad española que ya se encuentran en acogi-
miento-.  

Sobre estas cuestiones, el Defensor del Pueblo 
(2021:8), ante la cifra de 2.666 niños bajo la guarda de 
la entidad de protección de Canarias (a 12 de febrero 
de 2021), reconoció “el esfuerzo realizado por las dis-
tintas administraciones para ofrecer a estos niños y 
niñas la atención inmediata que precisan. Sin em-
bargo, a la vista de las cifras proporcionadas, no es ra-
zonable que los servicios de protección canarios 
asuman en solitario el reto que esto supone, por lo 
que habría que disponer de un plan estratégico para la 
integración de los menores, impulsado por la Adminis-
tración General del Estado. También es necesario su 
reparto equitativo y solidario entre el resto de las co-
munidades autónomas, y muy conveniente la suscrip-
ción de convenios con fundaciones y otras entidades 
para que asuman su atención y cuidado.” Más ade-
lante retomaremos estas dos propuestas. 

Por otra parte, en el marco de esta contingencia, cabe 
agregar que el Estado brindó un apoyo financiero a la 
Comunidad Autónoma de Canarias. A través del Real 
Decreto 1059/2020, del 1 de diciembre. En particular, 
le otorgó una subvención de 10.000.000 de euros 
“con carácter excepcional y por razones de interés 
público, social y humanitario, (…) para financiar los 
gastos derivados de la atención y acogida a niños, 
niñas y adolescentes migrantes no acompañados”. 
Entre las acciones subvencionables, se incluyen las 

“destinadas a la atención inmediata y acogida de 
niños, niñas y adolescentes migrantes no acompaña-
dos y, en particular, al mantenimiento y mejora de los 
servicios de atención y acogida, información, asisten-
cia social, protección y formación (…)  y en concreto: 
a) La atención inmediata y acogida de estos menores 
(…) La información, orientación y apoyo psicosocial, 
su escolarización, su inclusión social o su formación e 
inserción profesional”. 

Al respecto, cabe hacer dos breves comentarios. 
En primer lugar, y sin perjuicio de la importancia de 
esta clase de medidas, a la luz de la cantidad y 
magnitud de las actividades subvencionables, el 
monto parece ser algo exiguo. De todas maneras, 
es oportuno mencionar que, a fines de abril de 
2021, el Pleno del Consejo Territorial de Servicios 
Sociales y del Sistema para la Autonomía y Aten-
ción a la Dependencia, aprobó un acuerdo para la 
distribución territorial de un crédito a las CCAA, 
Ceuta y Melilla, destinado “a la atención de niños, 
niñas y adolescentes migrantes no acompañados”, 
que alcanza un importe total de 27.700.000€. De 
ese total, 1.803.544€ correspondió a Canarias, 
3.983.275€ a Andalucía, 3.000.000€ a Ceuta, y 
4.500.000€, a Melilla6.  

Gráfico 3: Número de centros de protección abiertos por el Gobierno de Canarias, 

desglosado por cantidad de plazas

Fuente: Elaboración propia con estadísticas oficiales de la Dirección de Protección de la Infancia y la Familia del Gobierno de Canarias
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6. El texto completo del 
Acuerdo está disponible en 
https://www.imserso.es/Int
erPresent1/groups/imserso
/documents/binario/acuerd
ofondoccaa20210430.pdf. 

En abril de 2021 se aprobó un crédito a 
las CCAA, Ceuta y Melilla, destinado “a la 
atención de niños, niñas y adolescentes 
migrantes no acompañados”, que alcanza 
un importe de 27,7 millones de euros.
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En segundo lugar, y como se analizará con mayor de-
talle en varias secciones del informe, la responsabili-
dad del Estado en materia de protección de la infancia 
-en general, pero especialmente en esta clase de con-
tingencias- debe exceder largamente la cuestión fi-
nanciera. Esta responsabilidad debería incluir la 
promoción y coordinación, desde los niveles más 
altos posibles (presidencia o vicepresidencia) la elabo-
ración de un modelo de atención integral de niños mi-
grantes no acompañados en contexto de 
contingencia, junto a todas las Comunidades y Ciuda-
des Autónomas. 

Otra cuestión vinculada a la responsabilidad del sis-
tema de protección autonómica, su (limitada) capaci-
dad, y el rol de la Administración General del Estado y 
los demás gobiernos autonómicos, tiene que ver con 
la cuestión del traslado de niños y niñas a otras 
CCAA. En un informe anterior sobre los niños y niñas 
migrantes en la frontera sur española (UNICEF, 2019) 
señalamos el problema de un enfoque centrado en un 
prisma “territorial” como herramienta clave para res-
ponder a la infancia no acompañada en el contexto de 
esta clase de crisis humanitarias migratorias. En el ac-
tual escenario de Canarias, con las capacidades des-
bordadas mencionadas, la casi inexistencia de 

traslados -ante la falta de un sistema de distribución 
basado en la corresponsabilidad- contribuye a la pro-
longación de todos los problemas que sufren los 
niños en los recursos de acogida inmediata, como 
luego se describirá. Estos traslados (ver gráfico 4), 
recién iniciados en marzo de 2021, se lograron gracias 
a una permanente insistencia de la entidad canaria de 
protección, en busca de respuestas solidarias de aco-
gida de otras CCAA. 

Sobre esta cuestión, es oportuno recordar que, en el 
marco de la anterior contingencia experimentada en 
el archipiélago canario, el Estado y las CCAA acorda-
ron, a fines de 2006, la creación del Programa Espe-
cial para el traslado y atención de menores 
extranjeros no acompañados desplazados desde la 
Comunidad Autónoma de Canarias. Mediante el Real 
Decreto 1515/2006, del 7 de diciembre, el Estado 
emitió una subvención de cerca de 1.000.000 de 
euros a Canarias y otras CCAA para la ejecución de 
los traslados y la atención de los niños trasladados. 
Luego, a través del Real Decreto 294/2009, de 6 de 
marzo, otorgó a la Comunidad de Canarias una sub-
vención de 15.000.000, con el objeto de “financiar los 
gastos derivados del traslado y acogida de menores 
extranjeros no acompañados desplazados desde la 

Gráfico 4: Niños y niñas migrantes no acompañados  

trasladados desde Canarias a otras CCAA

Fuente: Dirección General de Protección a la Infancia y la Familia, Gobierno de Canarias

Niños/as trasladados                          Fechas                             Nº niños/as                          Total (CCAA) 

Castilla La Mancha                                 07/2021                                      6                                              6 

Castilla y León                                        03/2021                                     10                                            25 

                                                                04/2021                                      8                                                

                                                                06/2021                                      7                                                

Cataluña                                                  04/2021                                     43                                            43 

Comunidad Valenciana                           06/2021                                     18                                            18 

Extremadura                                            03/2021                                     14                                            25 

                                                                04/2021                                     11                                               

Navarra                                                   03/2021                                      8                                             15 

                                                                04/2021                                      7                                                

Total                                                                                                                                                          132 
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Comunidad Autónoma de Canarias al resto de Comu-
nidades Autónomas”. El acuerdo de abril de 2021, 
antes mencionado, tiene entre sus principales objeti-
vos apoyar “a las Ciudades y Comunidades autóno-
mas que han atendido a un mayor número” de niños 
migrantes no acompañados, y “la financiación de la 
‘oferta solidaria’ de plazas de las Comunidades Autó-
nomas para acoger a menores llegados a Canarias7”.  

Los datos sobre la aplicación del Programa de trasla-
dos en la anterior contingencia no son del todo pre-
cisos. Sin embargo, mientras Human Rights Watch 
(2007) hacía referencia a que para mayo de 2007 se 
habían trasladado unos 350 niños hacia otras CCAA, 
hay ciertas lagunas de información sobre el número 
de traslados ocurridos con posterioridad, aunque las 
medidas citadas, indicarían la continuidad de esos 
traslados, al menos, hasta 2009. En cualquier caso, 
y aún si no hubiera habido más traslados desde me-
diados de 2007, esas cifras ponen en evidencia una 
tendencia regresiva y preocupante en la materia, 
cuando se ponen a la luz las estadísticas del actual 
contexto de niños no acompañados bajo el sistema 
de protección canario. En efecto, de los datos 
acerca del número de traslados de niños no acom-
pañados llegados al archipiélago desde 2019 en ade-
lante, se extraen al menos 3 conclusiones: primero, 
que a pesar de los esfuerzos de concertación reali-
zados y liderados por la Dirección de Protección de 
la Infancia y la Familia, el número de traslados es ín-
fimo en comparación con los niños y niñas acogi-
dos; segundo, recién comenzaron a producirse más 
de un año después del inicio de la actual crisis mi-
gratoria humanitaria; y tercero, esa cifra contrasta 

con el traslado  de personas adultas y familias llega-
das en el mismo período. 

Se estima que una amplia mayoría de las casi 30 mil 
personas (adultas y familias) llegadas a Canarias 
desde 2019, ya han sido trasladadas a la península, 
bien en el marco del Plan Canarias, bien de forma in-
dividual por obtención de documentación del país de 
origen. Alrededor de 6.000 personas permanecen a 
mediados de julio en dispositivos del Plan Canarias. A 
diferencia de ello, de los casi 3.000 personas que han 
sido acogidas en el sistema de protección de infancia, 
a esa misma fecha, solamente 132 (un 4,6%) fueron 
trasladados a otra CCAA. 

En definitiva, producto -principalmente- de esta serie 
de motivos brevemente expuestos, la respuesta a la 
crisis migratoria humanitaria en Canarias, en lo que 
respecta a la infancia no acompañada, está marcada 
por el uso generalizado de centros de emergencia en 
condiciones que excedían el marco legal autonómico -
que derivó luego en una enmienda de urgencia-. 
Como se ha verificado en otras ocasiones similares 
(Consejo de Europa, 2018; HRW, 2010; UNICEF, 2019), 
la acogida en esta clase de dispositivos, especial-
mente cuando se prolonga en el tiempo y, como vere-
mos, concurre con otros factores que dificultan el 
desarrollo de una serie de acciones ligadas a la pro-
tección e integración (que deben realizarse también 
en los centros de acogida inmediata), las consecuen-
cias y desafíos son múltiples, especialmente para los 
derechos de los niños allí acogidos. A estas cuestio-
nes están dedicadas las siguientes secciones de este 
capítulo. 

7. Aprobación de la 
Distribución territorial del 
crédito destinado a las 
Comunidades Autónomas 
y las Ciudades de Ceuta y 
Melilla para la Atención 
de niños, niñas y 
adolescentes migrantes 
no acompañados, de 30 
de abril de 2021. 
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En la sección anterior, y en mayor detalle, en un in-
forme anterior (UNICEF, 2019), se subrayó que el en-
foque que guía el tratamiento de la infancia migrante 
no acompañada en España es -como debe ser- el de 
los derechos de las niñas y los niños. Ahora bien, allí 
también se advertía el impacto que tenía en el sis-
tema de protección una serie de procedimientos vin-
culados a algunos objetivos de la política migratoria, 
como los relativos a la primera recepción de niños y 
niñas y su identificación y registro por parte de las 
autoridades policiales; la determinación de la edad; y 
por último, la cuestión de acceso a un permiso de re-
sidencia.  

En la presente investigación observamos cómo esos 
procesos, especialmente en un contexto de contin-
gencia, pueden afectar de diversas formas al funcio-
namiento de un sistema de protección que -por las 
razones antes explicadas- tiene unas capacidades 
considerablemente limitadas para cumplir adecuada 
y oportunamente las obligaciones de acogimiento y 
protección de todos los niños y niñas. Algunos de los 
principales retos son los siguientes: 
 

2.2.1. Falta de especialistas  

de infancia en costas 

 
Un problema inicial identificado en la investigación 
es la ausencia de especialistas de protección de la 
infancia en los primeros procedimientos (migrato-
rios, sanitarios, otros) que se realizan en las costas 
donde llegan las embarcaciones (de migrantes o de 
Salvamento Marítimo). Con base en las directrices 
fijadas por la Comisión Europea en su Comunica-
ción sobre menores migrantes (2017), los Estados 
deben garantizar en los procedimientos fronterizos 
la actuación -y con carácter prioritario- de personal 
especializado para la identificación y registro de 
menores de edad. Para precisar qué significa esto 
en términos institucionales, la Comisión subraya 
que “en los primeros momentos de la fase de iden-
tificación y registro debe encontrarse presente una 
persona responsable de la protección del menor. 
(…) Existe una necesidad urgente de integrar la 

protección de menores en los puntos críticos me-
diante la designación, en cada uno de ellos, de un 
funcionario de protección de menores que actúe 
como punto de contacto para todas las cuestiones 
relativas a los menores, con independencia de que 
los niños sean solicitantes o no de protección inter-
nacional.”  

Esta omisión, junto a la ausencia o insuficiencia de 
agentes que -en cantidad, formación y, más impor-
tante, como mandato institucional- tengan todas las 
herramientas necesarias para la identificación, asis-
tencia y atención inmediata de niñas y niños no 
acompañados, contribuye a una serie de problemas 
que luego son trasladados al sistema de protección. 
Nos referimos, en particular, a problemas como: 

• la presencia de personas mayores de edad en cen-
tros de infancia, prolongada por varios meses, 
dadas las demoras de los procedimientos de deter-
minación de la edad; 

• la estancia de niños no acompañados en los recur-
sos de atención humanitaria destinados a adultos 
o a familias con niños (que también se ha dado en 
esta crisis, sobre todo al principio)-o peor aún, en 
recursos de detención. Estas situaciones se po-
drían evitar -muy posiblemente- si se garantizara, 
en costa, la existencia de actores y procedimientos 
especializados en infancia; 

• la falta de asesoramiento e información especiali-
zada sobre los procedimientos y normativas relati-
vas a la infancia no acompañada, incluyendo el 
derecho a solicitar asilo; 

• la menor capacidad para detectar, con la mayor ra-
pidez posible, casos de particular situación de vul-
nerabilidad (por ejemplo, posibles víctimas de trata 
y solicitantes de asilo, o niños con problemas de 
salud mental o con alguna discapacidad); 

• la ausencia, como exigen los estándares internacio-
nales, de un asesor/a independiente que vele, 
desde el primer momento, por el interés superior 
del niño o niña. 

2.2. Varias instituciones saturadas y sin planes 
para actuar ante contingencias, comprometen los 
resultados del sistema de protección
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2.2.2. Casos de inexistencia  

de reseña policial y el  

comienzo de un largo proceso 

La normativa de extranjería, y en particular, el Proto-
colo para Menores No Acompañados (2014), esta-
blece que en el caso de la infancia migrante no 
acompañada, uno de los primeros pasos a seguir con-
siste en la reseña policía en la cual se deja constancia 
de una serie de datos identificativos, como las huellas 
dactilares, una fotografía, y la información sobre su 
identidad, filiación, nacionalidad, entre otros, que 
aporte cada niño o niña. A esta reseña le sigue la ins-
cripción en el Registro de Menores No Acompañados 
(RMENA), también por parte de las autoridades poli-
ciales, derivándose de ello la asignación de un nú-
mero de identidad como extranjero (NIE). 

En contextos de contingencia como la actual crisis hu-
manitaria migratoria en las Islas Canarias, y particular-
mente en ciertos momentos de saturación y 
desborde de los procedimientos de primera recepción 
implementados en áreas costeras, otro de los proble-
mas identificados ha sido el de la no realización de 
ese primer trámite: la reseña policial. La consecuencia 
de esta omisión originaria, en diversos casos, se ex-
tiende en el tiempo, por una serie de motivos que 
luego abordaremos con mayor detalle, tales como: las 
condiciones de saturación en la que se encuentran los 
centros de acogida, así como los diferentes actores 
institucionales involucrados; la ausencia de una herra-
mienta integral y unificada de información del sistema 
de protección de la infancia; la muy limitada actuación 
de los mecanismos de supervisión del sistema, en 
especial los que corresponden a la misma entidad de 
protección y los que están bajo la competencia de las 
Fiscalías de Menores (en su rol de protección).  

En algunos de los centros de acogida inmediata visita-
dos durante la realización del diagnóstico en las Islas 
Canarias, hemos identificado a numerosos niños no 
acompañados que, a pesar de haber llegado varios 
meses antes -en algunas ocasiones, en los últimos 
meses de 2020-, aún no contaban con la reseña poli-
cial. Por lo tanto, siguiendo una suerte de efecto do-
minó perjudicial, no ocurre nada de lo que debería 
suceder con base en la legislación aplicable -inclu-
yendo la de extranjería-. Menos aún, si se aplicara el 
criterio de celeridad que se deriva del principio del in-
terés superior del niño, el cual debe guiar, de forma 
primordial y prioritaria, cada una de las actuaciones -

según lo exige no sólo la Convención sobre los Dere-
chos del Niño, sino también el artículo 2 de la Ley 
1/1996 sobre Protección Jurídica del Menor. 

En concreto, consecuentemente, a la omisión de la 
reseña policial le sigue, en primer lugar, la falta de ins-
cripción en el RMENA, y por ende, la no asignación 
de un NIE. Las estadísticas dan cuenta, efectiva-
mente, de este problema. A finales de junio 2021, 
mientras la Dirección de Protección de la Infancia y la 

Familia  informa que hay 2.528 personas presunta-
mente menores de edad en los recursos del sistema 
de protección (y unas 188 consideradas “fugadas”), 
hay 1.941 niños inscritos en el RMENA, según las es-
tadísticas provistas por el Ministerio del Interior. 

La falta de registro y de NIE, como es sabido, lleva a 
la inacción en otra serie de procedimientos, como la 
determinación de la edad (si es aplicable, en el caso 
que hubiera duda sobre su minoridad, aunque como 
veremos, este principio no se sigue adecuadamente) 
y, más importante aún, una serie de procesos impres-
cindibles para su protección (como la declaración de 
desamparo y la formalización de la tutela), y por ende, 
para la realización de sus derechos y los objetivos de 
su integración social. Siguiendo con ese proceso ne-
gativo, todo ello conduce a la no tramitación (o un ini-
cio muy tardío) del permiso de residencia. En estas 
ocasiones, se pudo constatar también la saturación 
de todos los actores del sistema y los demás proble-
mas mencionados en el párrafo anterior, lo cual expli-
caba que esas situaciones se extendieran en el 
tiempo, sin indicadores de una posible resolución in-
mediata, como debería ocurrir. 

En contextos de contingencia  
como la actual crisis humanitaria  
migratoria en las Islas Canarias,  
y particularmente en ciertos 
momentos de saturación y desborde 
de los procedimientos de primera 
recepción, otro de los problemas 
identificados ha sido el de la no 
realización de la reseña policial. 
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2.2.3. Determinación de la  
edad: práctica generalizada  
y excesivas demoras 

Una de las problemáticas más complejas en la conjun-
ción entre la política migratoria y la de protección inte-
gral de la infancia, radica en la cuestión de la 
determinación de la edad. No vamos a desarrollar aquí 
un análisis detallado de la temática, en tanto ya ha sido 
abordada suficientemente en numerosos documentos 
(Defensor del Pueblo, 2011; Fundación Raíces, 2020; 
UNICEF, 2019), y por lo tanto nos limitaremos a realizar 
una serie de observaciones derivadas de los hallazgos 
de la presente investigación. Ello, más allá de destacar 
un aspecto positivo en la materia -ratificado en lo ob-
servado en Canarias-, que es la presunción de minoría 
de edad -y por ende, el tratamiento de la persona 
como niño o niña no acompañados- hasta que, even-
tualmente, se determine lo contrario, en cumplimiento 
de lo dispuesto en el art. 12.4 de la Ley 1/1996, y todos 
los estándares vigentes en la materia. 

Ahora bien, otros dos aspectos regulados en ese artí-
culo de la ley presentan numerosos retos. Nos referi-
mos al “principio de celeridad” de esos 
procedimientos, y su no uso de manera “indiscrimi-
nada”.  Las estadísticas existentes sobre todas las per-
sonas migrantes que, a junio de 2021,  se encuentran 
en el sistema de protección de infancia de Canarias 
como presuntas menores de edad, son un indicador 
suficiente de los desafíos sobre esas dos cuestiones: 
en primer lugar, que un altísimo porcentaje han sido o 
serán sometidas a un procedimiento de determina-
ción de la edad; en segundo, que la concreción de 
todas las etapas del proceso (espera de las pruebas, 
realización, resultados y notificación de los mismos) 
tiene una extensísima demora, razón por la cual la 
gran mayoría aún no ha finalizado. 

Sobre esta cuestión, el Defensor del Pueblo ha su-
brayado su preocupación por la situación de los 

niños no acompañados, destacando que, según 
“datos facilitados por la entidad de protección de 
menores canaria, entre 2020 y los primeros meses 
de 2021 han llegado 2.776 menores extranjeros no 
acompañados, de los cuales 2.084 están pendientes 
de las pruebas de determinación de la edad8”. En 
este sentido, a inicios de julio de 2021, esas estadís-
ticas indicaban que, de los 2.528 presuntos menores 
de edad que están en el sistema de protección (del 
gobierno canario y los cabildos insulares), aún estaba 
pendiente la determinación de la edad de 1.753 per-
sonas, según los datos provistos por la Dirección de 
Infancia de Canarias. Es oportuno resaltar que esa 
cifra representa cerca del 86% de las personas aco-
gidas en recursos de emergencia (Dirección de In-
fancia), y solo un 13% de los recursos de 
acogimiento residencial (Cabildos insulares), diferen-
cia que refuerza la descripción de las diferentes reali-
dades en los distintos tipos de recursos en los que 
se encuentran los niños no acompañados. 

Sobre el uso de la determinación de la edad, el Síndic 
de Greuges (2018:66) destacó que el “Protocolo marco 
establece que los menores cuya minoría de edad no se 
pone en duda deben ser puestos a disposición del or-
ganismo de protección a la infancia, una vez realizada la 
identificación y la inscripción en el Registro de MENA. 
No se menciona, en cambio, que estos menores ten-
gan que ser sometidos a procesos de determinación 
de la edad”. En el actual contexto en Canarias, si bien 
un porcentaje de las personas acogidas podrían gene-
rar algún tipo de duda sobre su mayoría o minoría de 
edad (lo que no equivale a justificar, necesariamente, la 
realización de las pruebas existentes en España, cues-
tionadas por el Comité de los Derechos del Niño y mu-
chos otros actores especializados), el número de 
personas a la espera de la determinación de la edad 
permite concluir que hay un uso excesivo de esta he-
rramienta de la política migratoria.  

A modo de muestra, vale describir alguno de los ha-
llazgos de la investigación: 

En algunos de los tantos centros de emergencia con 
mayor cantidad de plazas, como el de Puerto Rico, en 
Gran Canaria -abierto en diciembre de 2020-, había a 
principios de junio de 2021 unas 139 personas, y en 
otro centro, Acorán, unas 104 a inicios de julio. En el 
centro El Ortigal, en Tenerife, había 77 niños. En 
ambos centros, según los datos oficiales, el 100% de 
los niños se encontraba a la espera de las pruebas y/o 
los resultados del procedimiento de determinación de 

Un aspecto positivo es la presunción  
de minoría de edad -y por ende, el 
tratamiento de la persona como niño  
o niña no acompañados- hasta que, 
eventualmente, se determine lo contrario.

8. Defensor del Pueblo. El 
Defensor pide a todas las 
administraciones que se 
impliquen en la acogida 
de los cerca de 3.000 
menores extranjeros no 
acompañados llegados a 
Canarias. Comparecencia, 
Madrid, 27 de abril de 
2021. Disponible en 
https://www.defensordelp
ueblo.es/noticias/compare
cencia-informe-canarias/. 
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la edad. Durante la visita a esos centros, y más allá de 
algunas dudas objetivas en otros casos, se pudo veri-
ficar de manera directa la presencia de niños sobre 
los cuales no podía haber ni un resquicio de duda 
sobre su minoría de edad. En otros centros, los repre-
sentantes de las entidades a cargo de su gestión nos 
informaron, por ejemplo, de la realización de estas 
pruebas a chicos de 12 años de edad. 

En cuanto a las demoras de esos procedimientos, el 
Defensor del Pueblo (2021:48-49) destaca, entre las 
principales y recurrentes cuestiones de preocupa-
ción, “el procedimiento que se sigue para la determi-
nación de la edad”, destacando en particular “el 
elevado número de menores que se encontraba pen-
diente del procedimiento de determinación de la 
edad”. En muchos de los centros visitados, los niños 
llevaban muchos meses, o incluso más de un año, a 
la espera de los resultados de las pruebas, o incluso 
en la fase previa, aguardando su realización. Al res-
pecto, el Defensor destacó la necesidad “de que la 
Fiscalía introduzca reformas en el procedimiento de 
determinación de la edad para que se realice lo más 
rápidamente posible9”. 

Es importante subrayar que los datos cuantitativos, ob-
jetivos, sobre la cantidad de pruebas que se realizan, y 
en especial, los tiempos de los procedimientos, se con-
vierten en realidades subjetivas concretas, que profun-
dizan situaciones de vulnerabilidad. Al momento de 

escuchar a los niños en los centros del sistema de pro-
tección, y de manera particular, en los recursos de aco-
gida inmediata más masivos, donde llevan un largo 
tiempo a la espera de la iniciación o finalización de esos 
procedimientos, se constata los niveles de preocupa-
ción que ello genera, así como su efecto en cuanto a lo 
que ocurre (o no) en el centro en el que se encuentra.  

En efecto, así como la ausencia de reseña policial ini-
cia un camino vacío en cuanto a los trámites adminis-
trativos y procesos virtuosos de integración que 
deberían trazarse, de manera individualizada, en el sis-
tema de protección, con estos dilatadísimos plazos en 
materia de determinación de la edad ocurre exacta-
mente lo mismo. Además de los problemas o efectos 
negativos antes mencionados, en muchos casos uno 
de los más graves es la imposibilidad de ser trasla-
dado desde un centro de acogida inmediata a uno re-
sidencial en el cual todas las actividades, dinámicas 
cotidianas, actores y entidades involucradas están 
orientadas a elaborar y/o implementar un proyecto in-
dividualizado de integración. Ello, siempre que se vaya 
generando alguna plaza disponible en los recursos de 
acogida integral, los cuales en estos contextos de 
contingencia, como ya hemos descrito, se encuentran 
absolutamente saturados y desbordados en su capa-
cidad. Como ha dicho el Comité de los Derechos del 
Niño -en varios casos presentados contra España- 
aunque se trate de un proceso de índole “migratorio”, 
“tiene una importancia fundamental, dado que el re-

9. Defensor del Pueblo. El 
Defensor pide a todas las 
administraciones que se 
impliquen en la acogida 
de los cerca de 3.000 
menores extranjeros no 
acompañados llegados a 
Canarias. Comparecencia, 
Madrid, 27 de abril de 
2021. Disponible en 
https://www.defensordelp
ueblo.es/noticias/compare
cencia-informe-canarias/. 
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sultado determina si dicha persona tendrá derecho a 
la protección nacional como niño o será excluido de 
dicha protección (y) el disfrute de los derechos conte-
nidos en la Convención”10. 

En este sentido, el Síndic de Greuges (2018:87) ha ex-
plicado que, cuando “los trámites de determinación 
de la edad se alargan y, como no se declara el desam-
paro(…), esta dilación vulnera el derecho (…) a ser tu-
telados y protegidos por la Administración. (…) Esta 
dilación en la asunción de las funciones tutelares (...) 
genera déficits de protección de los menores durante 
este período, hasta el punto que puede condicionar 
negativamente su proceso de integración social.” 
Continúa explicando el Síndic (2018:88) que las “con-
secuencias (…) son importantes. (…) la dilación podría 
demorar la tramitación de la documentación con efec-
tos negativos para su integración [y] el acceso a deter-
minada formación ocupacional o al mercado de 
trabajo (…) tampoco contribuye a definir un proyecto 
educativo individual (PEI) que dé respuesta a las nece-
sidades de estos jóvenes a medio plazo, con un se-
guimiento por parte de educadores formados y 
especializados en esta materia capaz de acompañar y 
dar apoyo a estos jóvenes”. 

Por otro lado, la demora de estos procesos -junto a 
las ausencias institucionales y procedimentales de 
identificación y atención en costas, ya señaladas-, in-
cide en que errores o problemas iniciales que dieron 
lugar a la presencia de adultos en recursos de infan-
cia, se prolonguen en el tiempo. Ello no contribuye en 
modo alguno a disminuir la saturación del sistema de 
protección en contextos de contingencia y llegadas 
recurrentes, ni -cerrando el mismo círculo- a reducir 
los tiempos de esos procedimientos -en tanto se 
mantiene la situación de crisis y no se hayan refor-
zado, como en el presente caso, los recursos de quie-
nes intervienen en estos trámites, como las fiscalías 
y los especialistas forenses, entre otros. 

Otro aspecto importante a señalar, con base en lo ob-
servado a lo largo de la investigación, y al igual que 
ocurre con las fuerzas policiales (en materia de reseña 
y registro), es que la actuación de todos los actores 
que intervienen en la determinación de la edad evi-
dencia no solamente la falta de preparación para una 
contingencia de estas características, sino también de 
una muy limitada capacidad de reacción y adaptación 
una vez que ocurren. Teniendo en cuenta lo señalado 
anteriormente sobre el (acotado) apoyo financiero del 

10. Entre otros, ver caso 
S.M.A. c. España, decisión 
del 2-11-2020, 
Comunicación 40/2018, 
CRC/C/85/D/40/2018, 
párr. 7.7.
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Gobierno Central al Gobierno de Canarias y los esfuer-
zos realizados por la entidad de protección de la infan-
cia, es apropiado afirmar que poco o nada de ello ha 
ocurrido con las instituciones policiales y del Sistema 
de Administración de Justicia. Al observar que prácti-
camente no se han provisto de refuerzos a las institu-
ciones que tienen un rol central en esta clase de 
procedimientos, se comprende el grado de saturación 
que presentan y, consecuentemente, su directa y ne-
gativa repercusión -como se explicó- en lo que sucede 
dentro del sistema de protección. Sus efectos, vere-
mos, en la cuestión de (la falta de) los permisos de re-
sidencia, y sus consecuencias en los niños tutelados 
(y al llegar a la mayoría de edad)- son sumamente per-
judiciales. 

Finalmente, otros desafíos identificados son los si-
guientes: 

• El seguimiento de los trámites de cada niño lo hace 
la entidad que gestiona el centro respectivo. Por lo 
tanto, en aquellos centros de emergencia caracteri-
zados por su masividad, y el sin número de proble-
mas que se dan allí, más aún cuando la estadía se 
prolonga semana tras semana, mes tras mes (no 
son azarosas las directrices y normativas que esta-
blecen números de plazas y tiempos máximos en 
los centros destinados a una acogida inmediata), se 
explica que el porcentaje de niños a la espera de las 
pruebas y/o sus resultados, sea proporcionalmente 
mucho más elevada que en el caso de los centros 
más pequeños, con una mayor ratio de trabajado-
res/as, y principalmente de acogida integral. 

• La saturación de este sistema se verifica en todos 
los actores, tanto en los encargados de los estudios 
médicos, como de las pruebas forenses, las fisca-
lías de extranjería, y los actores que deben conducir 
las notificaciones de los decretos. 

- En el caso de los encargados de las evaluacio-
nes forenses, al igual que lo señalado respecto 
de los demás actores intervinientes, se debe re-
saltar la necesidad de adecuar todos sus recur-
sos a las necesidades que exige un contexto de 
contingencia como el atravesado en Canarias en 
el último año y medio, especialmente, mientras 
sigue vigente este modelo de determinación de 
la edad, y el uso generalizado del mismo. 

- A ello cabe agregar, por razones evidentes vin-
culadas a la pandemia de COVID-19, la total satu-

ración de todos los actores vinculados al sistema 
sanitario, y por ende, en la realización de las prue-
bas médicas en el marco de este procedimiento. 

• A diferencia de lo dicho por el Comité de los Dere-
chos del Niño, el procedimiento sigue sin hacerse 
sin representación legal cualificada. Para el Comité, 
la representación es una “garantía esencial para el 
respeto de su interés superior y para asegurar su 
derecho a ser escuchado. No hacerlo conlleva una 
violación de los artículos 3 y 12 de la Convención, 
porque el procedimiento de determinación de la 
edad es el punto de entrada para la aplicación de la 
Convención”11. 

• También se han observado prácticas que no siguen 
fielmente los estándares establecidos por el Co-
mité, por los cuales “los documentos disponibles 
deben considerarse auténticos salvo prueba contra-
ria…” y, en palabras del Comité, “de conformidad 

con lo determinado por el propio Tribunal Supremo 
del Estado parte, las dudas generadas sobre la fiabi-
lidad de un certificado de nacimiento oficial emitido 
por un país soberano no pueden prevalecer sin que 
dicho documento no haya sido impugnado oficial-
mente12”. Al respecto, recordamos lo subrayado en 
otra instancia (UNICEF, 2019:35, 128), sobre la ne-
cesidad de reformar el art. 12.4 de la Ley 1/1996, 
por contradecir esos estándares. 

Por último, cabe recordar lo recomendado al Estado 
español por parte del Comité de los Derechos del 
Niño (2018, párr. 45), al instarlo a “elaborar un proto-
colo uniforme sobre los métodos de determinación 
de la edad para todo el territorio del Estado parte, que 
tenga un carácter multidisciplinario y sea respetuoso 
con los derechos humanos y se utilice únicamente en 

La saturación de este sistema se 
verifica en todos los actores, tanto en 
los encargados de los estudios 
médicos, como de las pruebas 
forenses, las fiscalías de extranjería, y 
aquellos que deben conducir las 
notificaciones de los decretos.

11. Comité de Derechos 
del Niño, caso M.A.B. c. 
España, Comunicación 
núm. 24/2017, decisión 
del 24 de marzo de 2020, 
CRC/C/83/D/24/2017, 
párr. 10.8. 

12. Comité de Derechos 
del Niño, caso S.M.A. c. 
España, Comunicación 
núm. 40/2018, decisión 
del 28 de septiembre de 
2020, 
CRC/C/85/D/40/2018, 
párrs. 7.8 y 7.13
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casos de graves dudas acerca de la edad comunicada 
y considerando las pruebas documentales u otros 
tipos de pruebas disponibles”. La jurisprudencia del 
Comité en muchos casos recientes (2019-2021), pre-
cisamente contra España, ha reafirmado y ampliado 
esta recomendación13.  

El Comité, en su Observación General 24 (2019:33-34) 
relativa a los derechos del niño en el sistema de justi-
cia juvenil, especificó algunos estándares que deben 
seguir los Estados para la determinación de la edad: 

• El menor de edad que no disponga de un certificado 
de nacimiento debe recibirlo del Estado sin demora 
y de forma gratuita, siempre que se le exija que de-
muestre su edad.  

• Si no se puede demostrar la edad mediante la pre-
sentación de un certificado de nacimiento, la autori-
dad debe aceptar toda la documentación que pueda 
probarla, como la notificación del nacimiento, ex-
tractos de los registros de nacimiento, documentos 
de bautismo o equivalentes o informes escolares.  

• Los documentos deben considerarse auténticos a 
menos que se demuestre lo contrario.  

• Solo en caso de que esas medidas no den resul-
tado, se puede proceder a una evaluación del desa-
rrollo físico y psicológico del niño o la niña, llevada a 
cabo por pediatras u otros profesionales especiali-
zados que sepan evaluar diferentes aspectos del 
desarrollo.  

• Dichas evaluaciones deben realizarse con rapidez, de 
manera apropiada para el niño o la niña y teniendo 
en cuenta las cuestiones culturales y de género, en-
trevistando a los niños y a los padres o cuidadores 
en un idioma que el niño pueda entender.  

• Los Estados deben abstenerse de utilizar única-
mente métodos médicos basados, entre otras 
cosas, en análisis óseos y exámenes odontológi-
cos, que a menudo son imprecisos, ya que tienen 
amplios márgenes de error, y pueden ser también 
traumáticos.  

• Debe aplicarse el método de evaluación menos in-
vasivo.  

• En caso de pruebas no concluyentes, el niño o el 
joven debe tener el beneficio de la duda. 

2.2.4. La asignación de un 
permiso de residencia: un 
derecho accesible para muy 
pocos 

Al igual que los demás actores clave con competencia 
para responder a esta clase de crisis migratorias, re-
sulta imprescindible que la Delegación del Gobierno, a 
cargo de tramitar y expedir los correspondientes per-
misos de residencia, tenga su propio plan de contin-
gencia. De esta manera, y junto al refuerzo de los 
mecanismos de coordinación con otros actores -como 
la entidad de infancia respectiva-, se pueden prever 
los recursos humanos, técnicos y presupuestarios 
que fueran necesarios, a fin de tramitar en forma 
oportuna y bajo el principio de celeridad, la documen-
tación para los niños no acompañados. 

Sin embargo, una de las conclusiones del Defensor 
del Pueblo (2021:49) en su informe de Canarias, ba-
sada en sus visitas a centros de protección de la in-
fancia, es “el alto número de menores que no 
contaban con autorización de residencia.” En efecto, 
aunque el art. 10.4 de la Ley 1/1996 dispone que 
cuando la Entidad Pública asuma la tutela, “la Admi-
nistración General del Estado le facilitará, si no la tu-
viere, a la mayor celeridad…, la documentación 
acreditativa de su situación y la autorización de resi-
dencia”, la realidad observada en Canarias, y los datos 
existentes al respecto, revela que solamente un por-
centaje mínimo de los niños y niñas migrantes cuenta 
-a junio de 2021- con un permiso de residencia, inclu-
yendo aquellos que ya han alcanzado la mayoría de 
edad.  

Según datos de la Delegación del Gobierno, a esa 
fecha se han emitido alrededor de un centenar de per-
misos, del total aproximado de 3.000 personas pre-
suntamente menores de edad que han ingresado al 
sistema de protección canario en el marco de la ac-
tual contingencia. Es decir, un porcentaje que rondaría 
apenas un 3% del total. En 2019, revelando que la 
falta de permisos de residencia para niños migrantes 
tutelados es un problema en todo España, ese por-
centaje era de alrededor de un 20,1% (2.573 sobre 
12.300)14. 

En buena medida, estas cifras se explican por los pro-
blemas antes señalados, es decir, obstáculos y demo-
ras en cada una de las fases, en cada uno de los 
trámites y gestiones que se llevan a cabo desde que 

13. Ver, al respecto, las 
Comunicaciones No. 
11/2017, 16/2017, 
17/2017; 22/2017; 
24/2017, 27/2017, 
40/2018 y 76/2019, todas 
disponibles en 
https://juris.ohchr.org/en/
search/results?Bodies=5&
sortOrder=Date.  

14. Ver 
https://elpais.com/politica
/2019/11/18/actualidad/1
574096323_979962.html. 
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un niño no acompañado pone un pie en territorio es-
pañol en el marco de esta clase de contingencias. La 
saturación de los procesos, de las entidades intervi-
nientes, y más aún, los recursos de emergencia que 
acogen un número de niños y niñas que rebasa am-
pliamente el que deberían tener, configuran una con-
catenación de ”embudos”. que solamente son 
superados -en cada uno- por un porcentaje mínimo. 

En efecto, en los centros visitados a lo largo de la inves-
tigación realizada en Fuerteventura, Gran Canaria y Tene-
rife, hemos verificado una realidad dual como la descrita 
respecto de los trámites de determinación de la edad. 
Por un lado, en algunos recursos pequeños, especial-
mente de acogida integral -bajo la Dirección de Protec-
ción de la Infancia y la Familia o de un Cabildo Insular-, 
se constata que muchos niños o niñas ya cuentan con 
un permiso de residencia o, en su defecto, el mismo 
está en proceso. Por el otro, en los centros de emer-
gencia -en especial, pero no únicamente, los de mayor 
tamaño-, a la amplia mayoría de los niños allí acogidos 
no se les ha iniciado el trámite. En varias ocasiones, de 
las decenas de niños que se encontraban en un centro, 
o del centenar que había pasado por allí, la información 

era idéntica: ninguno tenía o había salido -al llegar a la 
mayoría de edad- con un permiso de residencia. 

Otra cuestión observada en algunos centros, vincu-
lada a los trámites de residencia y otros procedimien-
tos, revela la falta o insuficiente coordinación entre los 
actores que, aún en contexto de saturación, pudiera 
evitar problemas adicionales. En particular, personas 
de los equipos directivos y de trabajo de esos recur-
sos, y los propios niños, daban cuenta de su preocu-
pación y disconformidad al ver que, mientras unos 
niños -de la misma edad, país de origen y situación 
documental- ya contaban con alguno de esos trámites 
finalizados o en proceso, otros -que habían llegado va-
rios meses antes- se encontraban en el mismo punto 
de partida, es decir, sin permiso de residencia, a la es-
pera de la prueba de determinación de la edad, o in-
cluso sin contar con la reseña policial que debería 
haberse realizado en el momento de llegada al puerto. 

Un aspecto positivo, como informa la Delegación del 
Gobierno en Canarias, es la introducción de la vía tele-
mática para la tramitación de los permisos de residen-
cia. Sin perjuicio de ello, los “cuellos de botella” 

La saturación de los procesos, de las entidades intervi nientes,  
y de los recursos de emergencia configura una concatenación de  
"embudos" superados por un porcentaje mínimo de niños y niñas.
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existentes en cada uno de los procedimientos adminis-
trativos impiden o ralentizan desmedidamente la posi-
bilidad siquiera de empezar ese trámite digitalizado.  A 
ello hay que sumarle otro problema, para los casos que 
estarían en condiciones de comenzar el proceso: la 
falta de documentación de identidad requerida por la 
normativa (art. 196 del Reglamento de Extranjería) y un 
nuevo y extenso trayecto burocrático a superar, esta 
vez para obtener esos documentos desde sus países 
de origen, a través de familiares o por medio de las au-
toridades consulares. Al respecto, cabe señalar una 
serie de desafíos verificados en numerosos casos: 

• la mayoría de los Estados de origen de los niños no 
acompañados no cuentan con representación con-
sular en las Islas Canarias; 

• algunos de esos países tienen prácticas diferentes a 
España u otros países europeos en materia de ex-
pedición de documentación de identidad de niñas y 
niños;  

• también existen dificultades, demoras y fragilidades 
institucionales en los sistemas de provisión de la 
documentación; 

• la tramitación en el Consulado de Marruecos tam-
bién se caracteriza por su preocupante dilatación. 

La gestión para buscar y conseguir esa documentación 
depende casi exclusivamente de lo que haga cada niño 
o niña o, eventualmente, en el mejor de los casos, la 
trabajadora o trabajador social de la entidad que ges-
tiona el centro en el cual está acogido. Cabe subrayar, 
al respecto, la ausencia de iniciativas dirigidas a impul-
sar la cooperación con los Estados de origen para agili-
zar esos procesos, fortalecer los servicios consulares, 
o algún otro mecanismo que coadyuve a que la falta de 
documentación de identidad o la demora en conse-
guirlo no constituya un ”embudo”más de exclusión de 
los niños y niñas que se encuentran en esta situación 
de vulnerabilidad, al quedar desprovistos de algún 
papel que resulta crucial para ejercer, en la práctica, el 
derecho a la identidad garantizado en el artículo 8 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño. 

Asimismo, si, como se subrayó anteriormente, alguna 
documentación -contradiciendo la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo y del Comité de los Derechos del 
Niño- no es aceptada para el procedimiento de deter-
minación de la edad, su validación es aún más remota 
a los efectos de expedir un permiso de residencia. 
Complementariamente, como se ha verificado en 
otras oportunidades (UNICEF, 2019:69), y omitiendo lo 
establecido en el Reglamento de Extranjería (art. 196), 
prácticamente no se utiliza en modo alguno la cédula 
de inscripción para sustituir la documentación de 
identidad del país de origen. 

Por otra parte, y a la espera de que se finalice la anun-
ciada reforma del Reglamento de Extranjería, es pre-
ciso destacar los cambios positivos y esperados 
introducidos recientemente por la Instrucción 1/2020, 
de 6 de marzo, de la Secretaría de Estado de Migra-
ciones, por la cual el permiso de residencia, en el 
caso de mayores de 16 años, incluye automática-
mente un permiso para trabajar. Sin embargo, en el 
caso de los niños no acompañados acogidos en el sis-
tema de protección en contexto de contingencia, 
hasta el momento prácticamente no ha tenido im-
pacto, en tanto es el mismo permiso de residencia el 
que representa un objetivo casi inalcanzable.  

El corolario de esta serie de problemas es el que des-
criben Fanjul y otros (2021:12): “Tras su llegada a 
suelo español, los niños y las niñas extranjeros no 
acompañados son declarados en desamparo y tutela-
dos por los sistemas de protección autonómicos. 
Aunque su situación se considera regular hasta su 
mayoría de edad, las administraciones deben solicitar 
sus papeles para garantizar su acceso a todos sus de-
rechos. En demasiados casos, la regularización no es 
realizada a tiempo, abocándoles a dejar el centro de 
protección como persona adulta en situación adminis-
trativa irregular.” En muchos casos, como se analizará 
en el siguiente capítulo del informe, a partir de allí co-
mienza un -nuevo- camino de exclusión social para 
quienes salen del sistema de protección de infancia 
en condiciones de irregularidad migratoria, con remo-
tas posibilidades de subsanar esa situación en el 
corto o mediano plazo. 

Cabe subrayar la ausencia de iniciativas de cooperación con los Estados de 
origen para agili zar los procesos y evitar que la falta de documentos de identidad 
o las demoras en conseguirlos se conviertan en un ”embudo” más de exclusión. 



HOUSSEIN (Nombre ficticio)  
17 años

Como hablaba idiomas, pensé en emigrar. Inglés y español un 
poco. La cuarentena fue lo más duró que pasé, 25 días muy 

duros y aburridos, pero coincidí con compañeros con los que vine en 
la patera. Por la noches quedábamos para hablar e intentar olvidar el 
día. Me siento muy afortunado de haber llegado aquí. He empezado 
desde cero. Me he encontrado a gente muy buena que me ha 
ayudado. Gracias a Dios he conseguido hacer algo con mi vida. Para 
que el día de mañana pueda decir que estoy mejor que antes y que 
puedo hacer grandes cosas. 



Pocos aspectos de la investigación realizada en Cana-
rias revelan con tanta nitidez, pero también, con tanta 
crudeza, los límites del sistema existente como res-
puesta para la protección de las niñas y los niños no 
acompañados en contexto de crisis humanitaria mi-
gratoria. Al hablar de “límites”, lo hacemos en un 
doble sentido.  

Por un lado, ese “límite” puede entenderse en el sen-
tido de “techo máximo” y expresa la capacidad aco-
tada que puede tener una Comunidad Autónoma que, 
de manera exclusiva, debe ocuparse de todos los 
niños no acompañados que llegan a su jurisdicción en 
el marco de una contingencia humanitaria migratoria. 

Una crisis que debe definirse como española, o mejor 
dicho, europea, y como tal exigir la responsabilidad de 
múltiples actores. Sin embargo, en tanto la respuesta 
está basada únicamente en la distribución de compe-
tencias de un sistema de protección de infancia para 
contextos normalizados, una Comunidad se ve obli-
gada a multiplicar los esfuerzos para intentar asegurar 
la protección de esos niños y niñas. Al no existir un 
modelo de corresponsabilidad que garantice, en una 
contingencia de estas características, una atención in-
tegral a los niños no acompañados, la respuesta 
siempre va a encontrar un “límite”. 

¿Cuándo se llega a ese límite? Como lo explicaba el 
coordinador de varios centros de protección en Tenerife, 
en la práctica, a ese límite se llega cuando no es posi-

ble definir un plan individualizado de atención e integra-
ción para cada niño y niña del sistema de protección.  

Pero ese “límite” puede entenderse también en su 
sentido más literal, como demarcación o “línea diviso-
ria”, que sirve para ilustrar una realidad dividida en dos, 
con características muy diferentes. Dada la marcada he-
terogeneidad que existe entre centros del sistema de 
protección canario, los niños y niñas en acogimiento re-
sidencial se pueden encontrar en circunstancias total-
mente distintas, es decir, pueden estar a un lado o al 
otro lado de esa demarcación. Pertenecen al mismo 
sistema de protección, pero la realidad que viven algu-
nos niños es muy diferente a la que experimentan 
otros. Todo depende del centro en el que estén, ya que 
no todos tienen las condiciones para poder definir un 
plan individualizado de atención e integración. 

Esta es la principal conclusión del diagnóstico sobre la 
situación de los niños y niñas no acompañados que 
están en los recursos del sistema de protección de la 
Comunidad Autónoma y los Cabildos Insulares. Estas 
entidades han tenido que asumir, en solitario, la res-
ponsabilidad en materia de derechos de la infancia, 
como lo establece el vigente andamiaje normativo e 
institucional sobre la competencia en la materia, el 
cual carece de un modelo adecuado para esta clase 
de contingencias que exija -a través de un principio de 
corresponsabilidad y un mecanismo nacional de deri-
vación- una respuesta articulada entre todas las admi-
nistraciones públicas.  

En este capítulo, por lo tanto, describiremos breve-
mente algunos de los principales hallazgos identifica-
dos en los recursos del sistema de protección de 
infancia a los cuales han sido canalizados los niños y 
niñas no acompañados -y por las razones ya explica-
das, algunas personas que podrían ser mayores de 
edad-. La descripción sigue esa realidad dual debido a 
la capacidad limitada, por más y mejores esfuerzos 
que haga una Comunidad Autónoma que debe respon-
der a la contingencia en soledad. Por ello, aún cuando 
todos los niños están de facto dentro del sistema de 
protección, mientras algunos van experimentando pro-
gresivamente un proceso de integración -sobre la 
base de ejercicio de derechos-, otros están fuera de 
esa protección debido a las condiciones de los recur-
sos en donde están.   
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2.3. Las condiciones en los centros  
de protección en tiempos de contingencia

Comemos y dormimos aquí. No 

hacemos otra cosa. Queremos ir a la ciudad a 

aprender como los otros. Hace mucho frío” . 

Niño de Gambia, 16 años 

Pertenecen al mismo sistema de 
protección, pero la realidad que viven 
algunos niños es muy diferente a la 
que experimentan otros. 
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En la misma línea de reflexión, y específicamente con 
relación a los recursos del sistema de protección, se 
observan dos notas distintivas generales del sistema, 
complementarias y contradictorias al mismo tiempo. 
Por un lado, un encomiable esfuerzo por ir identifi-
cando y abriendo, de manera progresiva y perma-
nente, una amplia gama de recursos, es decir, de 
centros destinados a la acogida inmediata y la acogida 
integral de los niños y niñas no acompañados que han 
ido llegando, casi incesantemente, a las costas del ar-
chipiélago. Estos esfuerzos, además, se han hecho en 
tiempos en que aparecía y se extendía a escala plane-
taria una gravísima pandemia.  Por el otro, y por las ra-
zones que analizamos a lo largo de casi todo este 
informe, la preocupante saturación del sistema de 
protección de la infancia no acompañada, como se ex-
plica literalmente a través de la reforma normativa 
que modificó de manera sustancial las condiciones 
mínimas que debe tener un centro de acogida inme-
diata para niños y niñas en condiciones de vulnerabili-
dad y desamparo. 

 

2.3.1. Evaluación del interés 
superior del niño y plan 
individualizado de protección 

Según el artículo 19bis de la Ley 1/1996, cuando “la 
Entidad Pública asuma la tutela o guarda del menor 
elaborará un plan individualizado de protección que 
establecerá los objetivos, la previsión y el plazo de las 
medidas de intervención…”. A su vez, con base en la 
Convención sobre los Derechos del Niño y los están-
dares aplicables a la infancia en contexto de 
migración15, así como las directrices europeas (EASO, 
2018:13), los Estados deben realizar una serie de eva-
luaciones del interés superior del niño, de manera in-
dividualizada, en el marco de las políticas y medidas 
de protección de la infancia no acompañada. 

Uno de los primeros aspectos del sistema de  
protección en el marco de la contingencia humanita-
ria migratoria en Canarias, estriba en las serias limi-
taciones para cumplir en tiempo y forma con estas 
obligaciones centrales del proceso de acogida e inte-
gración. De las mismas se derivan una serie de deci-
siones que van definiendo esa trayectoria, la cual, a 
su vez, permite ir atendiendo de manera adecuada 
las condiciones de vulnerabilidad que llevaron, preci-
samente, al desamparo y la necesidad de proteger 
sus derechos.  

En concreto, una de las imágenes duales del sistema 
en tiempos de contingencia evidencia, por un lado, las 
diferentes fases de integración que están atravesando 
algunos niños y niñas que ya se encuentran en los 
centros de acogida integral. Allí hemos podido cons-
tatar cómo, la entidad de protección autonómica o in-
sular, junto a entidades colaboradoras, y en 
coordinación con otros actores (institutos, colegios, 
sistema canario de salud, ayuntamientos, centros re-
creativos y deportivos, etc.), trabajan en la identifica-
ción y desarrollo de un plan individualizado de 
integración, de garantía -paulatina- de derechos. Es 
decir, se va trazando y transitando un circuito virtuoso, 
en tanto han logrado superar -en primer lugar- los es-
collos descritos en términos de determinación de la 
edad y -tal vez- de documentación, y han ingresado a 
los recursos que debe tener todo sistema de protec-
ción de infancia para asegurar una protección integral. 

Por el otro, están los centros de emergencia, en los 
que se acoge, en cada uno, a decenas o en algunos 
momentos, a casi doscientos niños -incluyendo un 
porcentaje sobre los que se duda sobre su minoría 
de edad-. En este escenario, es prácticamente impo-
sible trazar, o siquiera iniciar, un proceso individuali-
zado de integración. O, más grave aún, es 
considerablemente difícil desarrollar evaluaciones 
que permitan, por ejemplo, identificar situaciones de 
particular vulnerabilidad. A modo de ejemplo, en uno 
de los recursos de emergencia visitados, ubicado en 
una zona alejada de centros urbanos, nos encontra-
mos con un niño que ya llevaba acogido varios 
meses (entre ése y otro dispositivo de primera aco-
gida), que presentaba claros síntomas de vulnerabili-
dad, y que pudimos identificar al poco tiempo de 
estar con él como asociada a una experiencia dramá-
tica y traumática que había sufrido en su viaje en pa-
tera hacia Canarias.  

Llegué aquí y empecé a estudiar y a 

ir al cole y logré aprobar. Estoy muy 

contenta porque, para mí, los estudios son 

lo más importante en la vida. Sé que mi 

sueño es aún lejano, pero estoy trabajando 

mucho para cumplirlo. Sé que si continuo 

así estaré más cerca de lograrlo”. 

Niña saharaui, 16 años 

15. Ver, en particular, las 
Observaciones Generales 
No. 6 (2005) y 23 (2017) 
del Comité de Derechos 
del Niño.
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2.3.2. La extensión de la 
emergencia como síntoma de 
saturación e indicador de 
desprotección 

El artículo 12.5 de la Ley 1/1996 establece que las 
“Entidades Públicas garantizarán los derechos recono-
cidos en esta ley a las personas menores de edad 
desde el momento que accede por primera vez a un 
recurso de protección y proporcionarán una atención 
inmediata integral y adecuada a sus necesidades, evi-
tando la prolongación de las medidas de carácter pro-
visional y de la estancia en los recursos de primera 
acogida.”  

Sobre esta clase de recursos, el Síndic de Greuges 
(2018:23) ha subrayado que es importante recordar 
que se trata de “servicios residenciales de estancia 
temporal para la atención inmediata y el estudio diag-
nóstico de la situación familiar y personal de los niños 
y los adolescentes, y que las instalaciones no están 
pensadas para estancias largas. El alargamiento de la 
estancia en centros de acogimiento es problemático, 
entre otros motivos, porque son recursos pensados 
para una estancia provisional, que no ofrecen las con-
diciones residenciales y educativas más adecuadas 
para estar durante largos períodos de tiempo (centros 
grandes, con habitaciones en ocasiones grandes, con 
espacios pocos personalizados y con una fuerte rota-
ción de residentes, etc.)”. Esta descripción se verifica 
aún más cuando se trata de recursos que no estaban 
destinados siquiera para funcionar como centros de 
acogida inmediata, sino como hoteles turísticos o 
campamentos de verano, a los que se ha tenido que 
recurrir en respuesta a la saturación generada por la 
contingencia y la inexistencia de un modelo integral 
de corresponsabilidad en todo el territorio español. 

Por ello, otra imagen del sistema dual está, por un 
lado, en el trayecto positivo que han podido recorrer 
algunos niños y niñas no acompañados que han lle-
gado a Canarias, trasladados a los pocos días o sema-
nas hacia centros de acogida integral, a recursos 
pequeños orientados hacia su protección e integra-
ción. Por el otro, en la prolongación de la estancia en 
recursos de emergencia en los que se encuentra la 
mayoría de las personas acogidas por el sistema de 
protección del archipiélago. En varios de los centros 
visitados, los niños llevaban allí entre 6 y 12 meses, y 
en muchos casos, ya habían estado semanas o 
meses en otros dispositivos de emergencia. 

La extensión de la acogida de emergencia, a su vez, 
es un rasgo que se verifica de manera mayoritaria -
aunque no exclusiva- en los recursos que tienen más 
cantidad de plazas (como ya se mencionó, algunos 
superan en casi un 1000% la capacidad máxima que 
deberían tener estos recursos, con base en la norma-
tiva autonómica vigente hasta diciembre de 2020). Al 
respecto, cabe destacar que, a inicios de julio de 
2021, aproximadamente 1.500 niños se encontraban 
en centros de emergencia que tenían entre 40 y 200 
plazas ocupadas16. A ello hay que agregar que en al-
gunas ocasiones, a lo largo del desarrollo de la contin-
gencia y en el marco del permanente esfuerzo por 
abrir más recursos para trasladar a los niños que iban 
llegando, algunos dispositivos de emergencia habilita-
ron temporalmente salas comunes para ubicar colcho-
nes en el suelo. 

Otro rasgo que distingue a los recursos existentes 
tiene que ver con los equipos de trabajo, al menos en 
dos aspectos: cantidad y especialidad. En lo cuantita-
tivo, los centros de emergencia presentan una ratio 
de trabajadores/as claramente diferente de los cen-
tros pequeños y/o de acogida integral: mientras que 
en éstos puede llegar a haber una persona por cada 2, 
3 o, como máximo, hasta 5 niños, en algunos recur-
sos de acogida inmediata, por turno, esa ratio puede 
incrementarse a una persona por cada 10 o 15 niños. 
A su vez, en los centros pequeños se desempeñan -a 
tiempo completo o parcial- profesionales de distintas 
disciplinas (trabajo social, salud mental, educación, 
asistencia legal, etc.), y en los centros de emergencia, 
es usual que los niños no gocen de algunos de esos 
servicios profesionales (por ejemplo, asistencia jurí-
dica o acompañamiento psico-social). En tercer lugar, 
en contexto de contingencia y sobresaturación, otro 
desafío evidenciado tiene que ver con la seria dificul-
tad para las entidades colaboradoras en encontrar la 
cantidad de profesionales con la debida formación en 
protección y derechos de la infancia para realizar el 
trabajo necesario en estos centros, más aún en las 
condiciones de los recursos de emergencia17.  

Como es posible imaginar, la combinación de la ex-
tensión de la estadía en los centros de emergencia, 
con la cantidad de plazas ocupadas muy por encima 
de las que deberían tener estos centros de protec-
ción de la infancia, y lo señalado sobre los equipos 
de trabajo, es sumamente difícil desarrollar una serie 
de actividades y procesos que deberían desarrollarse 
en estos espacios. Y, en consecuencia, cumplir con 
algunos objetivos básicos en esta etapa de acogida 

16. Información 
estadística proporcionada 
por la Dirección para la 
Protección de la Infancia y 
la Familia del Gobierno de 
Canarias. 

17. En uno de los centros 
visitados, uno de sus 
coordinadores subrayó: “si 
logramos contratar a 
alguien con formación, 
hacemos una fiesta”.
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de niñas y niños no acompañados. Algunos de estos 
aspectos se abordan brevemente en las secciones 
siguientes (por ejemplo, en materia de educación, 
salud, recreación). Y todo ello es percibido y sentido 
de manera nítida por los niños. Algunas de las expe-
riencias y sensaciones transmitidas eran las siguien-
tes: 

• Ansiedad para que avance el proceso de integra-
ción. 

• Desinformación e incertidumbre, preocupación. 
• Sensación de estancamiento, de estar todo el día 

“durmiendo, comiendo, o estar sentado haciendo 
nada”. 

• Actos de violencia, hacia sí mismos (autolesiones), a 
sus pares o al personal del centro. 

• Frustración por no poder estudiar, y al mismo 
tiempo, desincentivación para hacerlo por las condi-
ciones de acogida. 

• Preocupación por no poder salir a trabajar para ayu-
dar a sus familias. 

• Angustia con el paso del tiempo y la inalterabilidad 
de su situación. 

• Molestia por estar meses en un centro de emergen-
cia en esas condiciones, luego de haber viajado 
meses o años para llegar hasta España o Europa. 

 
En los centros de emergencia, como se ha verificado 
en otras circunstancias similares, esas condiciones 
llevan a registrar un mayor número de “fugas”, es 
decir, de niños que deciden irse del centro de pro-
tección. De todas maneras, las estadísticas indican 
una cantidad considerablemente menor al de contin-
gencias ocurridas, por ejemplo, en Andalucía y en 
menor medida, en Ceuta y Melilla, en 2018 (ver UNI-
CEF, 2019). Posiblemente, esas diferencias se expli-
quen por la posibilidad de trasladarse hacia otras 
CCAA, especialmente en el caso andaluz -como se 
explica en la sección respectiva de este informe. 
También en Ceuta y Melilla, aunque en esos casos, 
las alternativas son la vida en situación de calle o 
asumir el riesgo de cruzar a la península en condicio-
nes sumamente peligrosas. Esta última alternativa, 
en las Islas Canarias, es evidentemente menos plau-
sible, y de ahí el menor número de “fugas”, aunque 
no por ello inexistente (ver cuadro). Igualmente, el 
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cambio hacia condiciones favorables en el acogi-
miento residencial, puede explicar el descenso de 
esas “salidas”, como también se analiza en las pági-
nas sobre las medidas implementadas en Andalucía 
en los últimos años. (Ver gráfico 5). 

Finalmente, las condiciones de acogimiento también 
presentan realidades bien diferentes. En la mayoría de 
los centros de acogida integral visitados, las condiciones 
de infraestructura, de distribución de los niños en habita-
ciones pequeñas, la higiene, o incluso la decoración de 
cada ambiente, así como el lugar donde está ubicado el 
centro, entre muchos otros aspectos, evidencia no sola-
mente los esfuerzos realizados, sino también de cómo 
esas condiciones repercuten positivamente en el pro-
ceso de integración de los niños y niñas.  

Al contrario, las condiciones en diversos recursos de 
emergencia, mostraban una faceta sustancialmente 
diferente: centros con habitaciones compartidas hasta 
por 20 niños, otros con condiciones de higiene con 
importantes deficiencias, o sin espacios comunes 
para alimentarse -los niños comen en sus habitacio-
nes el servicio contratado a una empresa de catering-. 
Algunos recursos están ubicados en zonas alejadas 
de centros urbanos o, también, en lugares caracteriza-
dos por las bajas temperaturas -que pudimos cons-
tatar directamente durante la investigación18-. 
Teniendo en cuenta lo observado en algunos de estos 
recursos, llama mucho la atención la casi total simili-
tud con la descripción hecha, una década antes, por 
Human Rights Watch (2010:14-15) acerca de un centro 
de emergencia utilizado en Tenerife entre 2006 y 
2010. En igual sentido, también algunos de los desa-
fíos identificados por el Diputado del Común 
(2001:200) veinte años atrás. 

A modo de cierre de esta sección, vale la pena repro-
ducir un informe de los defensores y las defensoras 
del pueblo, el cual describe de manera precisa cada 
uno de los aspectos aquí señalados (Defensores del 
Pueblo, 2019:16): 

“La creación de plazas de emergencia en algunas co-
munidades autónomas ha sido exponencial (…) La ur-
gencia en poner en funcionamiento este tipo de 
recursos (acogida y de emergencia) provoca (…) el in-
cumplimiento de la normativa en materia de autoriza-
ción de centros, vigente en las comunidades 
autónomas. (…) Tanto los centros de recepción y pri-
mera acogida de la red ordinaria como los centros de 
emergencia específicos se ven permanentemente so-
brepasados en su nivel de ocupación, lo que genera, 
en ocasiones, problemas de convivencia tanto entre 
menores como entre menores y personal del centro 
(…) impide el normal funcionamiento de los centros y, 
por tanto, que se alcancen los objetivos de trabajo 
(obtener información suficiente sobre los menores 
que permita diseñar el plan de protección individuali-
zado). Todas estas actuaciones tienen repercusiones 
que afectan directamente al interés superior del 
menor. (…) La estancia de los menores en los centros 
de primera acogida tiene una previsión corta en el 
tiempo. Pero la dificultad de derivar estos menores a 
recursos de acogida de la red ordinaria, previstos para 
una acogida más estable, hace que se prolongue su 
estancia en aquéllos más tiempo del inicialmente pre-
visto, lo cual tiene repercusiones negativas sobre los 
niños y niñas (…)” 

Teniendo en cuenta una de las observaciones de los 
defensores del pueblo, es importante notar que en al-
gunos de los recursos de emergencia visitados, los 

Gráfico 5: Salidas (“fugas”) de los centros de protección de 

Canarias (Cabildos insulares y Comunidad Autónoma), 2021

Fuente: elaboración propia, con datos de la Dirección de Infancia del Gobierno de Canarias

102 128 142 188
26-03-2021 23-04-2021 28-05-2021 09-07-2021

18. El Ortigal (Tenerife), 
abierto en octubre de 
2020, estaba ubicado en 
una zona boscosa de La 
Laguna. Junto a otras 
cuestiones que se 
describen sobre los 
recursos de emergencia, 
en este caso una de las 
demandas mayoritarias de 
los niños que llevaban 
meses allí era el intenso 
frío que tenían día y noche 
-situación que pudimos 
verificar in situ a inicios 
de junio, aún en tiempos 
alejados de épocas 
invernales. Las 
autoridades de protección 
decidieron el cierre de 
este recurso a finales del 
mismo mes.
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niños, así como el personal y la dirección del Centro 
coincidían acerca de continuas peleas entre los niños. 
En uno de estos centros, niños de unos 12 años nos 
preguntaban por qué estaban en un recurso de esas 
características en lugar de otro (acogimiento residen-
cial), y transmitían su preocupación por las agresiones 
periódicas que ocurrían allí entre los niños, incluyendo 
autolesiones. A su vez, en algunas ocasiones, los 
niños allí acogidos manifestaron haber sufrido actos 
de violencia por parte de algunos educadores del cen-
tro. En una de esas ocasiones, a su vez, aportaron do-
cumentos audiovisuales que daban cuenta de estos 
hechos. Por lo tanto, la información difundida en los 
medios de comunicación, en junio de 202119, estaría 
corroborando la existencia de hechos graves y preocu-
pantes que exigen, como veremos, una evaluación y 
un refuerzo de los mecanismos de supervisión. Ello, 
sin perjuicio de los cambios estructurales que indican 
la necesidad de un nuevo modelo de atención de la in-
fancia no acompañada en contexto de crisis humani-
tarias migratorias.  

2.3.3. Derecho a la educación  

En los diálogos con los niños no acompañados que se 
encontraban en los centros de protección visitados en 
Canarias, sus palabras eran claras y coincidentes sobre 
una de sus principales motivaciones: estudiar, ir al ins-
tituto, aprender oficios. En definitiva, el interés por ad-
quirir conocimientos, tanto en instituciones escolares 
como a través del aprendizaje de oficios, es un deseo 
unívoco de prácticamente la totalidad de los niños mi-
grantes que han llegado a Canarias. Ello, sin perjuicio 
de que muchos de ellos también tienen la necesidad 
y/o expectativa de trabajar en el corto plazo, con el fin 
de poder ayudar a sus familias en el país de origen. 

La legislación reconoce el derecho a la educación de los 
niños migrantes “en las mismas condiciones que los 
españoles, y las autoridades públicas deben velar por 
los grupos en especial situación de vulnerabilidad, como 
“los menores extranjeros no acompañados” (art. 10.3, 
ley 1/1996). Al respecto, la Comisión Europea (2017) ha 

19. Entre otras fuentes, ver 
https://elpais.com/socieda
d/2021-06-
15/trabajadores-de-un-
centro-de-menores-
migrantes-de-gran-
canaria-denuncian-violacio
nes-y-prostitucion-dentro-
del-recinto.html. 



señalado que un “acceso temprano y eficaz a una edu-
cación formal inclusiva, que abarque la educación y los 
cuidados de primera infancia, constituye una de las he-
rramientas más importantes y potentes para la integra-
ción de los menores, fomentando las competencias 
lingüísticas, la cohesión social y el entendimiento 
mutuo. La formación de profesores destinada a prepa-
rarlos para trabajar con niños de orígenes diversos es 
un factor clave para la integración.”  

La realidad observada en la investigación realizada en 
Canarias evidencia las mismas tendencias y desafíos 
descritos en las secciones anteriores. Es decir, una di-
versidad de situaciones con base en “los límites del 
sistema” en tiempos de contingencia, según se logra 
entrar en los recursos para los cuales el sistema de 
una sola Comunidad Autónoma puede garantizar el pro-
ceso de protección e integración, o al contrario, que-
darse a la espera en centros de emergencia que no 
permiten avanzar en esa dirección. De esta manera, 
mientras que en algunos centros, en particular los pe-
queños de acogida integral, es posible identificar que 
los niños y niñas allí acogidos están en alguna etapa de 
procesos orientados a la educación y/o formación. En 

particular, hay niños que atienden a las diferentes fases 
de la educación obligatoria en diferentes colegios o ins-
titutos relativamente cerca del centro de protección 
(ver gráfico 6), así como otros que están cursando ac-
tividades de formación profesional.  

Sin perjuicio de ello, es importante notar que esta re-
alidad puede variar de centro a centro, dependiendo 
de una serie de factores, tales como: la capacidad y 
energía del equipo directivo de cada entidad colabora-
dora y de cada recurso, para gestionar con los respec-
tivos centros educativos o de formación, el grado de 
voluntad de las entidades educativas para aceptar la 
inscripción de niños o niñas migrantes -por los retos 
pedagógicos que pudiera suponer, entre otros moti-
vos-, o las plazas que hubiera, o no, disponibles. El 
impacto de la escolarización, luego, también variará 
con base, por ejemplo, en la existencia o no -en cada 
centro educativo- de programas de inserción lingüís-
tica, aulas de integración o iniciativas similares. De 
aquí se deducen dos importantes desafíos (entre 
otros ya identificados en UNICEF, 2019:103-105): la 
falta de coordinación entre los sistemas de infancia y 
educación (delegando esa gestión, caso a caso, en las 
entidades colaboradoras y los equipos de cada centro 
de protección); y la ausencia de políticas estandariza-
das a nivel educativo para garantizar la inserción edu-
cativa y proveer puentes de integración intercultural 
para alcanzar las metas. 

Por otro lado, la otra cara de la moneda está en la au-
sencia generalizada de procesos de escolarización y, 
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Gráfico 6: Niños y niñas migrantes escolarizados, menores de 16 años,  

por autoridad a cargo del centro de acogimiento residencial

TENERIFE 
Cabildo: 45 

DGI: 57 
 

GRAN CANARIA 
Cabildo: 196 

DGI: 94 
  

LANZAROTE 
Cabildo: 13  

FUERTEVENTURA 
Cabildo: 11  

Soy un niño, pero quiero utilizar mi 

inteligencia para estudiar y para trabajar”. 

Niño malí, 15 años 

Fuente: Dirección General de Infancia y Familia, gobierno de Canarias
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casi en igual medida, de formación profesional (en par-
ticular, reglada) en los recursos de emergencia. En ge-
neral, la formación en estos centros se limita a las 
clases de español y, en ciertos casos, de alfabetización, 
por parte del equipo educador del centro (nuevamente, 
la “gestión” del derecho depende de la posibilidad y ca-
pacidad de cada centro, sin vínculo alguno en este 
caso con el sistema educativo). En algunos recursos, 
las condiciones cotidianas y de convivencia, ante la pro-
longación de la estadía y la inalterabilidad de la situa-
ción de los niños (no determinación de la edad, sin 
permiso de residencia, etc.), han conducido a que prác-
ticamente no se puedan desarrollar las clases básicas 
de español de unas horas al día20.   

Tanto las diferencias detectadas en los procesos de 
escolarización y formación profesional en los centros 
de acogida integral -más allá de la nota positiva en ge-
neral en esos recursos-, y en particular, los importantí-
simos retos identificados en aquellos de acogida 
inmediata, contribuyen, desde el ámbito educativo, a 
visibilizar la importancia, y la urgencia, de revisar y 
modificar aspectos centrales del andamiaje institucio-
nal -a escala  intersectorial y entre diferentes niveles 
de gobierno- del actual modelo de atención y protec-
ción de la infancia en contextos de contingencia. Es-
paña es un país que presenta considerables retos en 
materia educativa, entre otros, debido a la elevada 
tasa de Abandono Escolar Temprano (AET), la cual 
también revela una sobrerrepresentación de la pobla-
ción extranjera21. Un modelo inadecuado de atención 
y protección frente a crisis humanitarias migratorias, 
indudablemente, amplía cuantitativamente y agrava 
cualitativamente esos problemas. 

Por último, es oportuno destacar algunas prácticas in-
teresantes de colaboración entre el sistema de pro-
tección de infancia, entidades colaboradoras que 
gestionan los centros, y otras instituciones especiali-
zadas, dirigidas a desarrollas diversas actividades edu-
cativas (formación lingüística, cursos de 
alfabetización, elaboración de materiales pedagógi-
cos, promoción de formación profesional focalizada y 
certificada, entre otras). Estas actividades son esen-
ciales en contextos de saturación del sistema y para 
dar respuesta a las necesidades particulares de los 
adolescentes que llegan con 16 años o más. 

En éstas y otras líneas de acción, cabe resaltar el rol 
desarrollado por Radio ECCA, cuyos programas bene-
fician directamente a muchos niños y niñas migrantes 
no acompañados acogidos en los recursos del sis-

tema de protección. Entidades como Radio ECCA 
pueden llegar a jugar un rol muy importante en el fu-
turo, asesorando a las autoridades educativas o apo-
yándolas en el desarrollo de recursos educativos que 
faciliten la adaptación del sistema educativo a las ne-
cesidades específicas de los niños y niñas migrantes 
acompañados y no acompañados que llegan a las 
Islas Canarias. 

 

2.3.4. Derecho a la salud 

Entre los hallazgos más relevantes identificados en la 
investigación en materia de acceso a los servicios de 
salud de la infancia no acompañada en el contexto de 
contingencia migratoria en Canarias, cabe señalar, sin-
téticamente, los siguientes: 

COVID-19 

Paradójicamente, algunos de los recursos de emer-
gencia habilitados por el sistema de protección para 
brindar acogida a los miles de niños no acompaña-
dos llegados al archipiélago, no solamente han es-
tado disponibles debido a la pandemia de COVID-19, 
sino que tenían algunas condiciones que resultaron 
apropiadas para cumplir las fases de cuarentena obli-
gatoria (entre 7 y 10 días, en promedio) que exigían 
las autoridades sanitarias respecto de personas que 
llegaran del exterior.  

• Las habitaciones individuales de algunos alojamien-
tos turísticos, en este sentido, facilitaron esa tarea. 
En esos casos, las entidades que gestionan los 
centros describieron la buena y oportuna coordina-
ción con el personal del sistema canario de salud, 
incluyendo con profesionales en pediatría. 

• El problema de esos recursos, como ya se señaló, 
fue la extensión de la acogida en esos dispositivos, 
como centro de acogida inmediata. 

Salud mental 

En palabras de la Comisión Europea, (2021a:8), “Los 
niños migrantes tienen a menudo problemas de salud 
mental debido a situaciones que han vivido en su país 
de origen o en las rutas migratorias, por la incertidum-
bre o por un trato degradante en el país de llegada”. El 
impacto en la salud mental de las personas migrantes 
de todas las etapas del proceso migratorio, incluyendo 

20. En uno de los centros, 
el coordinador, para 
ilustrar la situación 
existente, y el deterioro 
de las pautas de 
convivencia, y por ende, la 
desnaturalización de los 
objetivos de un centro de 
protección de la infancia, 
nos manifestó que si 
“obligaba a los niños a 
levantarse para estudiar 
español, en 15 minutos 
teníamos que llamar a la 
Guardia Civil” 

21. Para observar los 
indicadores recientes, ver 
https://www.sociedadyed
ucacion.org/site/wp-
content/uploads/Infografia
s_AET_Espana_WEB.pdf.



las condiciones de recepción y acogida, ha sido docu-
mentado en múltiples oportunidades, incluso en el 
marco de la actual contingencia en Canarias22.   

Durante la investigación, en la interacción con los 
niños acogidos, así como en las entrevistas con re-
presentantes de diferentes entidades públicas y so-
ciales, se pudo evidenciar los diferentes desafíos 
que presentan los niños y las niñas en términos de 
salud mental, al menos por tres factores: 

• Hechos y condiciones de vulnerabilidad en el país 
de origen, tanto por situaciones objetivas (conflic-
tos, vulneraciones generalizadas de derechos hu-
manos) como subjetivas (abusos y diferentes 
formas de violencia); 

• Situaciones atravesadas durante el viaje hacia Ca-
narias, incluyendo circunstancias dramáticas en la 
travesía marítima y una diversidad de riesgos, sino 

también abusos, durante meses o años que puede 
haber durado su tránsito -por uno o varios países- 
hasta la costa desde la cual se embarcaron; 

• Condiciones de acogida en el centro de emergen-
cia, ya descritas en las secciones anteriores de 
este capítulo. 

- En algunos de los recursos de acogida inmediata, 
niños que llevaban varios meses allí transmitían de 
diversas formas los altos niveles de estrés psico-
emocional que estaban sufriendo en esas condi-
ciones de acogida, agravando aquellas situaciones 
ya experimentadas antes de llegar a España. 

En este contexto, debe subrayarse la preocupa-
ción, nuevamente, por los “límites del sistema”, y 

concretamente por su impacto en la salud mental 
de los niños acogidos. Ello, no solamente porque 
esas limitaciones derivan en condiciones de aco-
gida que generan o profundizan problemas psico-
emocionales en los niños, sino también porque 
esos mismos recursos carecían de especialistas en 
salud mental -y si hubiera, tampoco estaban las 
condiciones adecuadas para que una asistencia es-
pecializada pueda desarrollarse de manera apro-
piada-. Al contrario, en términos positivos, en los 
recursos de acogida integral, los equipos de trabajo 
cuentan con especialistas en salud mental de ma-
nera permanente, o tienen mecanismos de coo-
peración con instituciones especializadas -por lo 
general, del ámbito privado, debido a las demoras y 
debilidades que caracterizan a la red pública de 
salud mental-.  

Coordinación con las entidades de sanidad 

Así como ocurre con el ámbito educativo, es impor-
tante notar el reto de una mejor coordinación entre 
el sistema de protección de la infancia y los actores 
del sistema sanitario. En esta área son las entida-
des colaboradoras las que se ocupan -de mejor o 
peor manera, según la dualidad descrita en los re-
cursos de acogida, entre otros factores- de la inte-
racción con las diferentes instituciones del ámbito 
de la salud. Es cierto que en diferentes recursos se 
pudo evidenciar una buena coordinación entre las 
entidades que los gestionaban y los servicios de 
salud. Posiblemente, el contexto de crisis sanitaria 
que ha coexistido con la contingencia migratoria, 
puede haber coadyuvado a una comunicación más 
permanente y, consecuentemente, una articulación 
más oportuna y efectiva.  

En cualquier caso, a los efectos de planificación  
de futuras contingencias, es importante señalar  
la relevancia de una coordinación intersectorial 
más estable, a escala nacional, entre los todos 
los actores que coordinan la respuesta 
humanitaria con todos los del sistema sanitario. 
Asimismo, como se señaló, en tanto no se 
adopte un nuevo modelo de atención integral 
para una contingencia migratoria, la saturación 
identificada en muchos actores y, en particular, en 
recursos de emergencia, seguirá afectando la 
protección adecuada de diversos derechos de los 
niños no acompañados, incluyendo el derecho a 
la salud. 
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22. Ver Médicos  
del Mundo (2021).

En términos positivos, en los recursos 
de acogida integral, los equipos de 
trabajo cuentan con especialistas en 
salud mental de manera permanente o 
tienen mecanismos de cooperación con 
instituciones especializadas.
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2.3.5. Derecho a vivir en familia: 
Reunificación familiar y 
Acogimiento familiar   

 
En este apartado nos limitamos a describir, muy bre-
vemente, unos pocos aspectos sobre dos temáticas 
vinculadas a temas relativos a la vida familiar. 

Acogimiento familiar 

En materia de acogimiento familiar, es importante 
notar que, en el marco de la respuesta del sistema 
canario de protección de la infancia a la contingencia 
migratoria, se reforzaron también las iniciativas para 
promover el acogimiento familiar de niños y niñas mi-
grantes no acompañados. En este sentido, y gracias a 
buenas prácticas ya existentes en la Comunidad Autó-
noma en la materia23, se logró el acogimiento familiar 
de 10 niños migrantes no acompañados llegados a 
Canarias entre 2020 y 2021. En una línea similar, cabe 
destacar, en los centros de acogida integral bajo la ór-
bita del Cabildo de Tenerife, se trabaja en una iniciativa 
de “familias colaboradoras”, con el objetivo de com-
plementar el proceso de transición a la mayoría de 
edad y autonomía progresiva de los niños y niñas no 
acompañados. 

Reunificación familiar 

En el marco de la investigación, y particularmente en 
las visitas a los centros de acogida y en el diálogo con 
los niños acogidos, se pudo constatar que un consi-
derable porcentaje de niños cuenta con vínculos fami-
liares en diferentes lugares de España y de otros 
países de la Unión Europea. Al respecto, una conclu-

sión general tiene que ver con la ausencia de protoco-
los nacionales y europeos para la reunificación familiar 
de niños y niñas no acompañados que lleguen al terri-
torio de España o de otro país. Frente a esa impor-
tante laguna para la realización efectiva de un derecho 
humano de todo niño o niña (garantizado en el art. 10 
de la Convención sobre los Derechos el Niño), la reali-
dad observada está marcada, una vez más, por las di-
ferentes condiciones de acogida. 

En efecto, por una parte, se identificaron experiencias 
y prácticas efectivas orientadas a facilitar la reunifica-
ción familiar, tras un proceso individualizado de deter-
minación del interés superior del niño -por ejemplo, a 
través de la Unidad de Infancia y Familia del Cabildo de 
Tenerife, en coordinación con la Dirección General de 
Infancia de Canarias-. También, señalar gestiones en la 
misma dirección, impulsadas desde diferentes centros 
de acogida, y en cooperación con servicios sociales in-
ternacionales y con entidades de protección de otros 
gobiernos municipales y regionales de España, Francia 
y otros países. La Dirección de Infancia informa que, a 
julio de 2021, 15 niños fueron reunificados con familia-
res en otros lugares de España. 

Por otra parte, como sucede con las otras temáticas 
analizadas, se presentan al menos dos retos. El pri-
mero, que aún en centros de acogida integral, esas 
gestiones dependen del esfuerzo y capacidad de 
cada entidad y su plantilla de profesionales intervi-
nientes, debido a la ausencia de un protocolo homo-
logado, como ya se señaló. El segundo está en la 
casi imposibilidad de avanzar con procesos y solucio-
nes individuales de esa clase, en aras de garantizar 
el derecho a la reunificación familiar, para aquellos 
niños que continúan -durante meses- en los centros 

23. A nivel estatal, están 
surgiendo también nuevos 
proyectos de promoción 
del acogimiento familiar 
de niños y niñas 
migrantes no 
acompañados como el 
Proyecto FOR_UM de 
ACCEM 
(https://www.accem.es/pr
oyecto-for_um-
acogimiento-familiar-para-
la-infancia-migrante-no-
acompanada/) y Proyecto 
FA.b! de la Fundación Por 
Causa 
(https://porcausa.org/artic
ulo/fa-b-la-acogida-en-la-
familia-para-los-ninos-
que-migran/)
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de emergencia. Ello, a pesar del hecho -que pudi-
mos constatar- que muchos de esos chicos cuentan 
con vínculos familiares directos con personas que 
residen -incluso, de manera regular- en otra locali-
dad de España o Europa.  

 

2.3.6. Actividades recreativas  
y reglas de conducta 

Resulta apropiado compartir unas breves notas 
sobre estas dos cuestiones: 

Recreación y deporte 

En materia de actividades recreativas y deportivas, 
lo primero a subrayar es que aquí también la duali-
dad descrita, producto de los límites del actual mo-
delo de atención tiene su impacto. Las 
oportunidades y condiciones para el desarrollo de 
actividades de ocio, recreativas o, más aún, deporti-
vas, varían significativamente según el lugar de aco-
gida en la que se encuentre cada niño o niñas. Así, 
existen prácticas afianzadas de cooperación con di-
versas entidades con el objetivo de promover la in-
clusión de los niños migrantes en las actividades 
recreativas y deportivas, impulsando así no sola-
mente el desarrollo de las mismas, sino también la 
interacción con niños y niñas residentes en Cana-
rias y en la localidad en el cual se ubica en el centro 
de acogida. 

Por otra parte, en los centros de emergencia estas 
actividades se limitan al mínimo. Mientras que en al-
gunos recursos se desarrollan algunas actividades 
esporádicamente -paseos por los alrededores del 
centro, o la visita a un determinado lugar-, las activi-
dades lúdicas o deportivas se realizan dentro de las 
instalaciones del centro. Ello siempre que existan 

espacios adecuados (claramente, no los hay en algu-
nos de ellos), o las condiciones de convivencia apro-
piadas. Su ausencia impacta considerablemente en 
los niños, para quienes el deporte es una herra-
mienta central para su bienestar emocional. 

Finalmente, cabe señalar la necesidad de revisar re-
glamentaciones de otras entidades, que pueden ac-
tuar como un obstáculo para ejercer plenamente 
esos derechos. A modo de ejemplo, se mencionan 
las trabas de la Real Federación Española de Fútbol, 
para federar a niños no acompañados que se han in-
corporados a equipos de fútbol locales, y que derivó 
en intervenciones de actores como el Diputado del 
Común y el Defensor del Pueblo24.   

Reglas disciplinarias 

Recordando las observaciones y recomendaciones 
hechas sobre esta temática en otras oportunidades 
(UNICEF, 2017; 2019:98-99), es preciso comentar 
nuevamente la aplicación, en numerosos centros de 
acogida -inmediata e integral- de una modalidad de 
reglas disciplinarias.  

Nos referimos al uso generalizado de la “eliminación 
de la paga” semanal como sanción a cualquier clase 
de incumplimiento de las reglas de convivencia. Es 
decir, que ante situaciones tan variadas como puede 
ser una pelea con otro niño, hasta no hacer la cama, 
romper algo del centro, o no limpiar adecuadamente 
el baño, la sanción, en numerosos centros, es la 
misma: la retirada (total o parcial) del dinero de bol-
sillo que les dan periódicamente para algunos gas-
tos de manutención, de ocio, o incluso para 
primeros ahorros.  

“Me han dicho que me dejan sin paga [10€] si hablo 
contigo, pero prefiero hablar. Estoy demasiado can-
sado de estar aquí” (niño senegalés de 15 años en 
un centro de emergencia en Tenerife).  

A diferencia de esta extendida práctica, es intere-
sante destacar el uso de otras formas de resolu-
ción de conflictos en algunos de los centros 
visitados. Allí, por ejemplo, la sanción material so-
lamente aparece en respuesta a “daños materia-
les”, mientras que el incumplimiento de otras 
reglas deriva en respuestas alternativas, como es 
la mediación y la búsqueda de soluciones a los 
conflictos que pueden haber generado esas infrac-
ciones.  

Yo creo que seré muy famoso, y 

bueno en el fútbol, o un gran político. No he 

podido entrar a un club para demostrar mi 

talento. No he podido entrar a un colegio 

para estudiar y entrar a una universidad” . 

Niño marroquí, 16 años 

24. 
https://www.eldiario.es/c
anariasahora/Deportes/fut
bol/integracion-futbol-
burocracia-menas-csd-
rfef_1_6750887.html; 
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2.3.7. Limitaciones  
al derecho al asilo  

Hace dos años (UNICEF, 2019:70-72), hicimos referen-
cia a las serias deficiencias de diferente naturaleza que 
derivaban en que los niños y niñas no acompañados, 
una vez llegados a España y canalizados al sistema de 
protección competente, no ejercieran su derecho hu-
mano al asilo. En el contexto de la crisis humanitaria 
migratoria en las Islas Canarias, y sin perjuicio de algu-
nas prácticas interesantes, es posible llegar a conclu-
siones bastante similares. Las estadísticas sobre 
solicitudes de asilo de niñas y niños no acompañados 
en España a lo largo de 2020 (Ver Gráfico 7), según la 
Oficina de Europa de Apoyo al Asilo (EASO, 2021) dan 
cuenta por sí mismas de los retos que hoy en día exis-
ten, para acceder y ejercer el derecho al asilo.  

Dos datos son suficientes para evidenciar el pro-
blema de acceso al asilo por parte de los niños y 
niñas migrantes no acompañados en España: a) la 
subrepresentación de personas menores de edad 
que han solicitado asilo en comparación con la totali-
dad de las solicitudes de asilo presentadas en el 
país, llegando apenas a un 0,05%, si tenemos en 
cuenta que el porcentaje de niños no acompañados 
es notablemente mayor (en Canarias, por ejemplo, 
en 2020 fue cerca de un 10% del total de llegadas); 
y b) la ínfima proporción de niños no acompañados 
que han solicitado asilo, con relación al total de in-
fancia no acompañada que ha llegado a las Islas Ca-
narias a lo largo de ese año. 

Según las entidades consultadas, entre 2020 y julio 
2021, se habría incrementado el número de niños no 
acompañados que han solicitado asilo, a partir de las 

peticiones realizadas por niños acogidos en Canarias. 
A su vez, diversas entidades habrían identificado 
más de 300 niños y niñas que podrían ser reconoci-
dos como refugiados, pero que aún no han formali-
zado su solicitud. Estos datos corroboran tanto la 
necesidad de niñas y niños de ejercer su derecho hu-
mano al asilo, como la existencia de una serie de di-
ficultades para acceder al procedimiento de asilo, 
como la imposibilidad de aportar la documentación 
que les exigen. 

En cualquier caso, estos datos se explican por la per-
vivencia de los problemas identificados unos años 
atrás, en cuanto a la errónea concepción de que el 
sistema de protección de la infancia haría innecesaria 
la protección específica que brinda el Derecho Inter-
nacional de refugiados. Esta hipótesis no solamente 
es errónea en términos técnicos, sino que también in-
visibiliza que el derecho al asilo es un derecho hu-
mano que tienen todas las personas, incluyendo los 
niños y las niñas, y en especial, ignora los problemas 
existentes en los sistemas de protección de la infan-
cia en contextos de contingencia, por los cuales, los 
niños y niñas acogidos, al salir del mismo, no sola-
mente pueden encontrarse en condiciones de despro-
tección, sino también de irregularidad migratoria y en 
riesgo de repatriación -del cual estarían protegidos en 
caso de garantizarse su derecho al asilo-. 

Al respecto, el Defensor del Pueblo (2021:48) señaló, 
que “A la vista de los datos del año 2020, resulta inne-
gable la necesidad urgente de mejorar el acceso a la 
información sobre la protección internacional a los 
menores extranjeros no acompañados en Canarias”. 
Con mayor detalle, el Defensor (2021:58-60) subrayó 
que “La inexistencia de solicitudes de protección in-

Gráfico 7: Solicitudes de asilo en España en 2020.  

Comparación del total y de niños no acompañados

Fuente: elaboración propia con estadísticas de EASO (2021)

Total de solicitudes de asilo en España 

Solicitudes de asilo 
presentadas por niños/as  
no acompañados/as

88.530 45
 (el 18,3% del total de solicitudes  
en la UE, ocupando el 3er lugar)

(el 0,3 % del total,  
ocupando el lugar 21º 
entre los países de la UE)

t
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ternacional de menores extranjeros no acompañados 
en Canarias pone, una vez más, de manifiesto la ne-
cesidad de remover los obstáculos que existen para 
su acceso al procedimiento de protección internacio-
nal. Son cuatro las cuestiones reiteradamente detec-
tadas por el Defensor del Pueblo en esta materia: ”La 
inexistencia de recursos residenciales específicos 
adaptados a las necesidades de los menores con ne-
cesidades de protección internacional (…). La se-
gunda cuestión reiteradamente observada, se refiere 
a las restricciones prácticas existentes  (…). La falta 
de tramitación de una solicitud de protección interna-
cional de una persona menor de edad, con madurez 
suficiente, hasta tanto su tutor legal la ratifique, deja 
vacía de contenido la obligación legal que tienen 
todas las administraciones públicas de facilitar el ejer-
cicio de los derechos de los menores de edad. (…) En 
tercer lugar, preocupa el procedimiento que se sigue 
que, a juicio del Defensor del Pueblo, no establece las 
garantías exigidas por el Comité de los Derechos del 
Niño (…) Por último, el procedimiento de solicitudes 
de protección internacional de menores de edad no 
garantiza la participación del menor en la determina-
ción de su interés superior”. 

En la investigación realizada en Canarias, se pudo de-
tectar, por un lado, esta serie de deficiencias y desa-
fíos. En diversos recursos de acogida, tanto en los 
niños como en los equipos de trabajo y autoridades 
de cada centro, se evidenciaba un claro desconoci-
miento sobre el derecho al asilo, en general, y como 
derecho de los niños no acompañados, en particular. 
En algún caso, cabe agregar como ejemplo de la falta 
de información y formación sobre el tema, se nos in-
formó que la razón por la inexistencia de alguna solici-
tud de asilo (en un centro con numerosos niños 

procedente de Mali, entre otros países) era que para 
ello era necesario contar con autorización por parte de 
la policía o, eventualmente, aguardar que lleguen a la 
mayoría de edad.  

En cambio, en algunos centros se observaron prácti-
cas de información del derecho al asilo, y asistencia 
para formalizar la solicitud, dando cuenta de la impor-
tancia de este sistema de protección como un meca-
nismo diferente y complementario del provisto por el 
sistema de protección de la infancia. En la misma di-
rección, autoridades de protección de Canarias y enti-
dades colaboradoras que gestionan recursos de 
acogida, a julio de 2021, estimaban que el número de 
niños y niñas no acompañados que, potencialmente, 
podrían ser considerados refugiados, sería considera-
blemente más elevado que las solicitudes de asilo ya 
formalizadas por niños no acompañados en Canarias 
desde 2020. Este avance en la identificación por parte 
de actores del sistema está relacionado con el es-
fuerzo realizado por ACNUR, a través de un programa 
formativo puesto en marcha desde principios de año. 
Sin perjuicio de ello, el hecho que el número de peti-
ciones continúe siendo tan bajo da cuenta de los de-
safíos que persisten para garantizar este derecho en 
el marco del sistema de protección de la infancia.  

En resumen, es posible afirmar que aún persisten los 
problemas identificados dos años atrás, tanto por 
UNICEF (2019) como por otras entidades, incluyendo 
las defensorías del pueblo (2019:48), quienes subraya-
ron que “No existe un Protocolo específico para infor-
mación, asesoramiento, acompañamiento y 
actuaciones en materia de derecho de asilo y protec-
ción internacional de menores extranjeros no acompa-
ñados, a pesar de que desde el Defensor del Pueblo 



UNICEF ESPAÑA. CANARIAS: NIÑOS Y NIÑAS MIGRANTES EN UNA DE LAS RUTAS MÁS PELIGROSAS DEL MUNDO 41

se ha recomendado su elaboración. (…) Se advierte 
discriminación en el acceso a la protección internacio-
nal de los menores que están tutelados por la Admi-
nistración debido a la ausencia de información sobre el 
contenido básico del derecho de protección internacio-
nal y sobre el procedimiento para solicitarlo, y por falta 
de comunicación con órganos colaboradores y entida-
des prestadoras de este servicio jurídico (…) Los pro-
fesionales no disponen de suficiente formación sobre 
protección internacional. (…) La escasa detección de 
casos de menores extranjeros no acompañados sus-
ceptibles de protección internacional puede tener su 
origen en … que… no se considera necesario esta 
protección ya que, en todo caso, estos menores serán 
atendidos por los sistemas de protección”. 

Por último, en materia de asilo, cabe hacer dos últimas 
reflexiones, una positiva y otra preocupante. La primera, 
destacando que la Ley Orgánica 8/2021 de protección 
integral a la infancia y la adolescencia frente a la violen-
cia, en su disposición adicional octava, reconoce el dere-
cho de los niños a acceder al territorio y solicitar asilo. Al 
contrario, es preciso insistir en la preocupación por la 
continua omisión en cuanto al deber de adoptar un re-
glamento de la ley de asilo (2009). 

 

2.3.8. La necesidad de reforzar 
los mecanismos de supervisión  

En contexto de crisis humanitaria migratoria, ante la ne-
cesidad de acoger y brindar protección a los niños y 
niñas no acompañadas, la actuación oportuna y eficaz 
de numerosos actores y la coordinación entre ellos, son 
aspectos claves. Y como se ha ido explicando en las 
secciones anteriores de este capítulo, es imprescindible 
contar con un modelo de atención integral a través del 
cual todas las administraciones públicas de España, de 
manera corresponsable, aseguren una respuesta ade-
cuada a una contingencia de estas características. Ante 
la ausencia de este modelo, a pesar de los denodados 
esfuerzos que pueda hacer una entidad pública para 
responder en tiempo y forma, la saturación de todo el 
sistema es prácticamente inevitable, más aún ante la 
falta de planes de contingencia en cada uno de los acto-
res competentes. 

En esta clase de circunstancias tan complejas, se ha evi-
denciado el impacto negativo de esa saturación en los 
derechos de los niños tutelados -de hecho o formal-
mente- en los centros del sistema de protección. Así lo 

describimos en nuestro informe anterior sobre la fron-
tera sur (UNICEF, 2019). En estos contextos, se tornan 
particularmente importantes los mecanismos de super-
visión sobre las condiciones de acogida en la que están 
los niños y niñas, así como de los diferentes factores 
que pueden incidir en esas condiciones. Al igual que en 
aquella ocasión, en la investigación realizada en Canarias 
hemos identificado una serie de desafíos preocupantes 
con relación al deber de supervisar el funcionamiento de 
las medidas de protección de la infancia en el momento 
en que se desarrolla una contingencia. 

Hay dos mecanismos de supervisión fundamentales 
en los sistemas de protección de los niños y niñas: el 
de la propia entidad pública competente en la materia, 
y el que corresponde a la Fiscalía de Menores de cada 
provincia. A través de la información recogida durante 
la visita a los recursos que acogen a los niños migran-
tes llegados a Canarias, así como en reuniones con di-
ferentes actores -incluyendo esas entidades públicas-, 
el diagnóstico da cuenta de las múltiples dificultades 
para garantizar de manera periódica y eficaz la vigilan-
cia de la actuación de cada responsable para asegurar 
los derechos de niños y niñas que están bajo el cui-
dado de autoridades públicas.  

La limitada capacidad de la entidad de protección de 
una Comunidad Autónoma para dar respuesta, en soli-
tario, a una contingencia de estas características, no 
solo afectó las condiciones de acogida en cada uno de 
los recursos creados para responder a las necesidades 
existentes ante esa urgencia, sino la posibilidad de ga-
rantizar la supervisión de esas condiciones.  

Esto se observa también al constatar la realización de 
una vigilancia más periódica de las condiciones de los 
niños y niñas migrantes en los recursos que dependen 
de las autoridades insulares. En efecto, se ha obser-
vado una mayor capacidad de fiscalización de los cen-
tros por parte, por ejemplo, de la entidad de infancia 
del Cabildo de Tenerife. La cuestión clave radica en 
que los Cabildos han acordado en 2018 un mecanismo 
interno de distribución de la infancia migrante no 
acompañada que llega al archipiélago entre los centros 
de cada autoridad insular, y determina el máximo de 
niños bajo la guarda de los Cabildos (400 plazas entre 
todos)25,  el cual apenas ha variado ligeramente en el 
contexto de contingencia. De ahí que los niños no 
acompañados que han llegado por encima de ese nú-
mero han sido acogidos a través de más de la vein-
tena de recursos que logró identificar y abrir la entidad 
de protección canaria.  

25. Acuerdo de la 
Federación de Cabildos 
Insulares (FCAI), de 2018.
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En ese contexto, la saturación producida con la cre-
ciente llegada de niños no acompañados -y personas 
adultas, por los retos identificados en los mecanis-
mos de identificación y derivación-, repercutió nota-
blemente en la poca capacidad de vigilar la situación 
de los niños en cada uno de los recursos. En cual-
quier caso, haya o no una contingencia de este tipo, 
resulta esencial, como lo desarrolláramos en un in-
forme anterior (UNICEF, 2019:110), que toda entidad 
de protección de infancia diseñe e implemente un 
mecanismo de monitoreo y supervisión indepen-
diente y periódico de todos los recursos del sistema, 
incluyendo el uso de indicadores de medición de pro-
greso y resultado. 

Por otra parte, la principal entidad de supervisión ex-
terna del sistema de protección de infancia, la fiscalía 
de menores, también se caracterizó por un desem-
peño muy limitado de esa función. Es posible identifi-
car al menos cuatro importantes desafíos en cuanto al 
rol de supervisión fiscal: falta de un plan de contin-
gencia; poca capacidad de reacción y fortalecimiento; 
el ejercicio de una doble función de la fiscalía; y la ne-
cesidad de reforzar la rendición de cuentas. 

1) Falta de un plan de contingencia  

Tal como lo han indicado las autoridades responsa-
bles, las fiscalías no cuentan con un plan de contin-
gencia que permita contar con recursos técnicos, 
humanos y presupuestarios necesarios para llevar 
adelante su función supervisora de manera adecuada. 
Por supuesto, la ausencia de un modelo de atención 
integral y corresponsable de niños no acompañados 
en situaciones de crisis, deriva también en que sean 
las fiscalías que intervienen en una comunidad o ciu-
dad autónoma las que deben cargar con la responsa-
bilidad de supervisar una cantidad extraordinaria de 
recursos de acogida de la infancia. 

2) Poca capacidad de reacción y fortalecimiento 

A la ausencia de un modelo de corresponsabilidad y de 
un plan específico de contingencia, cabe agregar que 
este tipo de instituciones del sistema de administra-
ción de justicia se caracterizan por cierto nivel de rigi-
dez que dificulta una rápida reacción a fin de adecuarse 
a circunstancias excepcionales. Por ello, sin perjuicio 
de algunas medidas acotadas para fortalecer los equi-
pos de las fiscalías en Canarias, el diagnóstico eviden-
cia que no se pudo lograr ampliar todos los recursos en 
la magnitud que lo requiere la contingencia.  

Asimismo, debe notarse que, a junio 2021, los equi-
pos de las fiscalías que debían desarrollar las inspec-
ciones en los recursos, no habían sido vacunados 
contra la COVID-19, situación que han señalado como 
dificultad adicional para realizar esa supervisión de 
manera presencial. Sobre este punto, es preciso lla-
mar la atención sobre la no inclusión de este servicio 
entre alguna categoría específica que hubiera llevado 
a la vacunación con mayor antelación.  

3) Doble función, objetivo conflicto de intereses 

En nuestro informe anterior sobre frontera sur (UNICEF, 
2019:111) hicimos referencia a la doble función de las 
fiscalías de menores, las cuales, por un lado, tienen un 
rol de velar por las condiciones de los niños acogidos 
por el sistema de protección, y por el otro, impulsar me-
didas de persecución penal en caso de niños en con-
flicto con la ley. Se trata, en nuestra opinión, de un 
posible conflicto de intereses, de carácter objetivo -es 
decir, no cuestiona en modo alguno la imparcialidad e 
independencia de cada funcionario o funcionaria-. La se-
paración de estas funciones en dos fiscalías, no sola-
mente ayudaría a evitar esa situación, sino también 
reduciría los niveles de saturación, debido a que en la 
contingencia también debieron continuar realizando sus 
responsabilidades en materia de persecución penal. 

Es oportuno mencionar en este punto que el contexto 
de saturación generalizada en algunos recursos de 
emergencia, ha derivado en el surgimiento e incre-
mento de situaciones conflictivas, incluyendo actos 
de violencia, desde autolesiones a peleas entre los 
niños, o entre ellos y los equipos educadores de cada 
centro. La combinación de las condiciones inadecua-
das en esos recursos, con las demoras de los proce-
dimientos administrativos (determinación de la edad, 
permiso de residencia), y la inalterabilidad de ambos 
factores a medida que pasan los meses, explica el 
crecimiento de estos casos, así como otros de parti-
cular gravedad -abusos sexuales- que han sido denun-
ciados públicamente26. En numerosos casos, niños 
acogidos en esos centros fueron trasladados a dispo-
sitivos del sistema de Reforma, en respuesta a delitos 
que presuntamente habrían cometido. 

4) La necesidad de fortalecer la rendición de cuentas 

Anualmente, se presentan las Memorias de la Fiscalía 
General del Estado, en las cuales se desarrolla un am-
plio catálogo de cuestiones estructurales y coyuntura-
les sobre el trabajo de las fiscalías en el año anterior. 

26. Ver 
https://elpais.com/socieda
d/2021-06-
15/trabajadores-de-un-
centro-de-menores-
migrantes-de-gran-
canaria-denuncian-violacio
nes-y-prostitucion-dentro-
del-recinto.html. 
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Allí se describen algunas acciones específicas lleva-
das a cabo por las fiscalías de menores en su función 
de supervisión de los sistemas de protección de in-
fancia. Ahora bien, la Memoria -tal como lo explicaban 
los funcionarios consultados- es un modelo de re-
porte preestablecido que no permite contar con el es-
pacio necesario para que cumpla como mecanismo 
de rendición de cuentas de fiscalías que tienen una 
importante tarea de vigilancia de las políticas de pro-
tección de derechos de personas en situación de vul-
nerabilidad, como es el caso de los niños migrantes 
no acompañados. Sería muy importante el desarrollo 
de una herramienta que fortalezca la transparencia 
sobre las condiciones que se brindan a todos los 
niños y niñas en los sistemas de protección de infan-
cia, incluyendo a la infancia migrante en contextos de 
contingencias humanitarias. 

Como última cuestión, cabe destacar lo establecido 
en la nueva ley de protección de la infancia frente a la 
violencia (LO 8/2021, de 4 de junio), cuyo artículo 55, 
referido a la supervisión fiscal, establece lo siguiente: 
“1. El Ministerio Fiscal visitará periódicamente de 
acuerdo con lo previsto en la normativa interna los 
centros de protección de personas menores de edad 
para supervisar el cumplimiento de los protocolos de 
actuación y dar seguimiento a los mecanismos de co-
municación de situaciones de violencia, así como es-
cuchar a los niños, niñas y adolescentes que así lo 
soliciten. 2. Las entidades públicas de protección a la 

infancia mantendrán comunicación de carácter perma-
nente con el Ministerio Fiscal y, en su caso, con la au-
toridad judicial que acordó el ingreso, sobre las 
circunstancias relevantes que puedan producirse du-
rante la estancia en un centro que afecte a la persona 
menor de edad, así como la necesidad de mantener 
el mismo.” 

En materia de supervisión, por otra parte, cabe desta-
car la labor realizada por el Defensor del Pueblo, que 
ha visitado las instalaciones en Canarias en dos oca-
siones, y ha recibido y tramitado numerosas quejas. 
El Diputado del Común, por su lado, ha promovido al-
gunas acciones relativas a la situación de los niños. 
Ello, sin perjuicio -como ocurre con otras entidades- 
de la importancia de fortalecer esa función de contra-
peso en el marco de una emergencia como la ocu-
rrida en Canarias. En cualquier caso, es preciso 
reiterar el rol central e irremplazable de supervisión de 
los dos mecanismos principales de la entidad de pro-
tección y de las fiscalías. 

Por último, cabe destacar el avance que en estos últi-
mos años se ha producido en cuanto a la permeabili-
dad del sistema de protección en muchos lugares del 
país, circunstancia que se ha reflejado, por ejemplo, 
en una mayor transparencia y el refuerzo de la colabo-
ración con diversas entidades de la sociedad civil ex-
pertas en derechos de la infancia. Canarias, en 
concreto, es un buen ejemplo de ello. 
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MOUSSA
(Nombre ficticio)  
17 años

Soy de Senegal. Antes 
pensaba que al llegar aquí 

todo sería más fácil. Bajaría de la 
patera, encontraría trabajo y 
tendría muchas posibilidades. 
Pero vi que era muy diferente. 
Nos llevaron al centro de 
menores donde me han ayudado 
mucho. Aparte del futbol, que es 
mi sueño, me gustaría trabajar 
como cocinero y ser trabajador 
social. He visto como los 
educadores nos tratan y como 
nos trató la Cruz Roja y he 
aprendido mucho de ello. Doy 
gracias a Dios por como otras 
personas te ayudan, es muy 
bonito. Quiero ayudar a quienes 
dejé atrás porque hay mucha 
pobreza. Cuando ves a otras 
personas con más problemas que 
tú, a las que puedes ayudar, tus 
problemas se olvidan.  
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Las políticas de recolección periódica de información 
cuantitativa y cualitativa representan una herramienta 
imprescindible para el diseño e implementación de toda 
política pública, incluyendo las dirigidas a la protección 
integral de la infancia. A su vez, son un mecanismo fun-
damental para evaluar su aplicación, el impacto en los 
derechos de los niños y las niñas, identificar avances, 
retos, problemas o cualquier otro aspecto. Esa informa-
ción, por su parte, debe tener datos lo suficientemente 
desagregados para detectar vulnerabilidades y necesi-
dades específicas de cada niño o niña, así como de dife-
rentes grupos con base en su género, nacionalidad, 
origen étnico, diversidad sexual, discapacidad, entre 
otros factores. Asimismo, puede constituir una herra-
mienta operativa clave para el trabajo de las diferentes 
entidades públicas competentes, las entidades sociales 
colaboradoras, así como para la coordinación entre cada 
una de ellas. 

En 2018, el Comité de los Derechos del Niño reco-
mendó a España, teniendo en cuenta sus Observacio-
nes Generales No. 6, 22, y 23, relativas a los niños y 
niñas en contexto migratorio, que adopte todas las me-
didas apropiadas para “mejorar la reunión y el intercam-
bio de información para asegurar el envío a los servicios 
de protección de la infancia de los niños no acompaña-
dos, los niños que son víctimas de la trata de personas 
y los niños solicitantes de protección internacional” 
(2018:45). Por su parte, el artículo 22ter de la LO 
1/1996, dispone que las “Comunidades Autónomas y la 
Administración General del Estado establecerán un sis-
tema de información compartido que permita el conoci-
miento uniforme de la situación de la protección a la 
infancia y a la adolescencia en España, y de ofrecimien-
tos para el acogimiento y la adopción, con datos desa-
gregados por género y discapacidad, tanto a efectos de 
seguimiento de las medidas concretas de protección de 
menores como a efectos estadísticos”.  

Sin embargo, hasta el momento, no se ha desarrollado 
este sistema de información que exige la normativa, ni el 
mecanismo para la recolección e intercambio de informa-
ción entre los actores que intervienen en la protección 
de la infancia migrante no acompañada. A lo largo de la 
investigación realizada en Canarias, se ha observado el 
impacto de esta ausencia no solo para tener mayor cer-
teza sobre la realidad existente, sino especialmente para 
poder seguir de manera individualizada el trayecto de re-

cepción, protección e integración de cada niño, identifi-
cando avances, obstáculos, riesgos y muchos otros as-
pectos importantes de cada caso. 

Otros aspectos, en consecuencia, estriban en la falta de 
una herramienta centralizada que permita a cada entidad 
colaboradora contar con toda la información apropiada 
de cada niño o niña acogido, y a la entidad de protección 
de infancia, conocer permanentemente el estado de si-
tuación, o incluso desempeñar su función de vigilancia. 
De esta manera, en la práctica las entidades envían infor-
mación a la entidad de protección, pero no hay un sis-
tema centralizado que pueda ser usado por todos los 
actores con competencia (por supuesto, con todas las 
salvaguardas necesarias para la protección de datos). La 
información que se comparte es por vías bidireccionales 
(entre una entidad y la Dirección de Infancia) y no multi-
direccional.  

Así como se carece, en todo el territorio español, de una 
planificación estratégica de la información sobre los dere-
chos de la infancia -incluyendo, los niños y niñas migran-
tes no acompañados-, a nivel autonómico también se 
verifica esa laguna. Esa insuficiencia, es preciso agregar, 
no es reemplazada por el casi único sistema de informa-
ción sobre infancia migrante, el Registro de Menores No 
Acompañados (RMENA), del Ministerio del Interior.  

En el informe anterior (2019:51), señalamos que la crea-
ción de este Registro había significado “un paso ade-
lante en la recolección de información sobre niños y 
niñas migrantes no acompañados”, pero destacamos 
que igual se mantenía la materia pendiente indicada por 
el Comité de los Derechos del Niño. El RMENA cons-
tituye una herramienta de registro migratorio, elaborada 
bajo la normativa de extranjería, y por ende dentro de 
los objetivos de la política migratoria. Por ello, sin perjui-
cio de lo señalado en el punto 2 del Protocolo MENA, 
de 2014, no es una herramienta orientada a dar segui-
miento, desde el interés superior del niño, al proceso 
de recepción, inclusión, integración, desarrollo y protec-
ción. Por ese origen normativo, así como, consecuente-
mente, por la limitación de los datos que recolecta y la 
imposibilidad de acceder y usar ese sistema por parte 
de los actores del sistema de protección de infancia, no 
puede ser considerada como la herramienta que debe 
desarrollarse con base en los estándares y recomenda-
ciones del Comité. 

2.4. La ausencia de un sistema adecuado de gestión de 
datos sobre niños y niñas migrantes no acompañados 
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Andalucía, en 2018 registró 7.788 ingresos en su sis-
tema de protección, de los cuales 1.747 permanecie-
ron en el sistema a 31 de diciembre, siendo un total 
de 9.153 atendidos en ese año. En 2020, se registra-
ron, en cambio 954 ingresos, con 1.274 niños y niñas 
en el sistema a 31 de diciembre y un total de atendi-
dos de 2.806. Según los datos más recientes del Re-
gistro de Menores Extranjeros No Acompañados, a 30 
de junio de 2021, hay 2.128 niños migrantes no acom-
pañados en el sistema andaluz. (Ver tabla 3). 

Como puede observarse, hay un notable descenso 
tanto del número de ingresos en el sistema como del 
total de niños y niñas atendidos en 2020. Sin embargo, 
debe notarse que el número de personas menores de 
edad que permanecen en el sistema (lo que se indica 
como "foto fija), no se reduce en la misma proporción. 
En 2018, se experimentó una llegada más alta de niños 
y niñas migrantes al sistema tal y como muestran los 
datos respecto a años anteriores. (Ver tabla 4). 

La respuesta del sistema en aquel momento fue prin-
cipalmente la creación de dispositivos de emergencia, 
contando en octubre de 2018 con 1.541 plazas de 
emergencia del total de 3.940 plazas disponibles, re-
partidas entre 20 centros de gestión propia, 182 de 
gestión concertada y 37 nuevos dispositivos de emer-
gencia abiertos “sobre la marcha” ante la situación de 
desbordamiento del sistema. En buena medida, la re-
acción no fue muy diferente a la que tuvo que hacer el 
sistema canario para dar respuesta a tiempo a los 
niños no acompañados que fueron llegando de ma-
nera creciente desde fines de 2019. 

Como señalamos en nuestro informe presentado a 
principios del 2019, este panorama de aperturas “ex-
prés” de dispositivos de emergencia trajo consigo 
una enorme heterogeneidad, de manera que la reali-
dad observada daba cuenta de diferencias sustancia-
les de un centro a otro. Esto significaba un estándar 
de protección y realización de derechos diferenciado 

2.5. Lecciones aprendidas en Andalucía 2018-2021

                                          INGRESOS                                     FOTO FIJA                                     ATENDIDOS 

                         2018                2019            2020           2018          2019           2020           2018            2019            2020 

NIÑOS              7.391               3.143            876           2.043         1.647          1.111          8.596           5.258           2.541 

NIÑAS               397                  251               78              247            181             163             557              473              265 

Total                7.788               3.394            954           2.290         1.828          1.274          9.153           5.731           2.806 

Tabla 3. Niños y niñas migrantes no acompañados en Andalucía (2018-2020)

Fuente: Dirección General de Infancia, Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de la Junta de Andalucía, 2021

                                          INGRESOS                                     FOTO FIJA                                     ATENDIDOS 

                         2016               2017            2018           2016          2017           2018           2016            2017            2018 

NIÑOS              1.214               3.202           7.391           652          1.126          1.544          1.867           3.907           8.596 

NIÑAS                77                    98               397             163            176             203             247              265              557 

Total                1.291               3.300           7.788           815          1.302          1.747          2.114           4.172           9.153 

Tabla 4. Niños y niñas migrantes no acompañados en Andalucía (2016-2018)

Fuente: Dirección General de Infancia, Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación de la Junta de Andalucía, 2021

Nota: "foto fija" se refiere al total de niños y niñas que permanecen en el sistema 31 de diciembre del año en cuestión
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según el dispositivo en que un niño o niña era aco-
gido. Mientras que creció mucho el número de cen-
tros de emergencia, no ocurrió lo mismo con los 
centros de tipo residencial, lo que llevó a una exten-
sión irrazonable de los tiempos en que un niño estaba 
en centros de emergencia o primera acogida, dificul-
tando así su proceso de integración. Es decir, un pro-
ceso similar al observado a junio de 2021 en Canarias. 

Igualmente, en el informe alertábamos de las condicio-
nes de dichos centros, encontrando en algunas ocasio-
nes centros claramente sobresaturados o incluso en 
situación de hacinamiento. Las actividades que realiza-
ban los niños en diversos centros eran muy limitadas, 
no estando debidamente adaptadas a su edad, su for-
mación previa, sus necesidades o intereses. También 
pudimos constatar los traslados excesivos entre cen-
tros como práctica cotidiana, derivados de un contexto 
de saturación. Estos traslados se decidían frecuente-
mente sin una evaluación del interés superior del niño, 
con base a criterios externos (disponibilidad de plazas, 
orden de registro, logística, presupuestos, identifica-
ción de niños como “problemáticos”).  

Estas condiciones en los centros (saturación, falta de 
información, demoras en procedimientos, ausencia 
de permiso de residencia, no escolarización, entre 
muchas otras) condujeron a una realidad cotidiana en 
la mayoría de los establecimientos, las mal llamadas 
“fugas” -que representan, en buena medida, el fra-
caso del sistema, puesto que un niño confía en que 
afuera del mismo estará en mejores condiciones, o 
termina confiando más en los traficantes, en sus 
pares o en redes informales que en el propio sistema 
de protección. La ubicación geográfica de Andalucía, 
en buena medida, facilitaba que, frente a las condicio-
nes de esos centros, un considerable porcentaje de 
niños decidiera salir para trasladarse a otro lugar de 
España, o Europa. En contextos como Canarias, 
Ceuta o Melilla, esa alternativa es bastante más com-
pleja, en tanto esa salida tiene casi como único resul-
tado la vida en la calle, en muchos casos para hacer 
“risky” con el objetivo de llegar a la península, arries-
gando sus vidas en el intento.  

Otro de los aspectos significativos señalados enton-
ces era la escasez de profesionales especializados y 
la falta de formación de los equipos de trabajo en nu-
merosos centros de protección, especialmente los de 
emergencia que se fueron abriendo durante la contin-
gencia27. Este déficit, aplicable también a Canarias y 
Ceuta, se complementa con la ausencia de un nú-

mero suficiente de personas que hablen fluidamente 
árabe y darija, para los niños y niñas marroquíes, y las 
diferentes lenguas de diversos países subsaharianos. 

  

2.5.1. Cambios  
implementados desde 2019 

El progresivo descenso de llegadas a Andalucía en los 
tres últimos años, ha permitido ir saliendo de la diná-
mica de contingencia e ir introduciendo una serie de 
cambios en el sistema e ir adoptando nuevas herra-
mientas. 

A partir de mediados de 2019 se acometieron refor-
mas en el sistema, clasificando los dispositivos de 
atención en tres categorías, Recepción (RECEP), Eva-
luación y Diagnostico (ED) e Inserción social y Laboral 
(ISL), respondiendo ya a un enfoque más basado en la 
evaluación de la gestión desarrollada, de los flujos mi-
gratorios y de los perfiles de los menores de edad:    

• RECEP: dispositivos de gran capacidad y corta es-
tancia, para verificar la condición de persona menor 
de edad, realizar el estudio del estado de salud, 
análisis del proyecto migratorio y detección de fac-
tores de vulnerabilidad (trata, discapacidades, es-
tado emocional, posibles casos de protección 
internacional, etc). El tiempo de estancia no debe 
superar los tres meses (una duración que estima-
mos algo extensa). En el caso de niños o niñas con 
edades inferiores a los 16 años se derivan a cen-
tros residenciales básicos y en el caso de mayores 
de 16 años, a los dispositivos de ED o a los centros 
ISL. 

• ED: que evalúa su situación y proyecto de migración 
para su derivación hacia otros recursos especializa-
dos. Se avanza en el estudio de los indicadores y 
causas de vulnerabilidad detectados en el disposi-
tivo RECEP, se diseña el proyecto individualizado 
educativo y terapéutico, se coordinan actuaciones 
con los servicios y entidades especializadas y se 
profundiza en el proyecto migratorio.  

• ISL: donde se potencian sus habilidades personales 
y sociales, buscando su inclusión activa en su 
medio social; trabajando habilidades prelaborales y 
realizando actividades de orientación, acompaña-
miento y seguimiento en la participación en los re-
cursos de formación y de empleo. 

27. Estos y otros aspectos 
fueron incluidos en el 
documento de enero de 
2020 Estándares mínimos 
para la garantía de los 
derechos de los niños, las 
niñas y adolescentes 
migrantes sin referentes 
familiares en Andalucía, 
consensuado entre CEAR 
Andalucía, Federación 
Andalucía Acoge, Save 
the Children, y UNICEF 
Comité Andalucía, con la 
colaboración de ACNUR 
como observador en las 
áreas relativas a 
protección internacional. 
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También se han intentado sortear, mediante un nuevo 
sistema de subvenciones, los problemas jurídicos y 
presupuestarios asociados a la puesta en marcha de 
programas para la atención y acogida a niños y niñas 
migrantes no acompañados que surgieron en la emer-
gencia de 2018, para los que se hacía imposible pre-
ver la necesidad presupuestaria necesaria28.  

Con este nuevo sistema, se pretende dar respuesta 
a las necesidades derivadas de situaciones de espe-
cial vulnerabilidad sobrevenidas, como las que se 
producen como resultado de la saturación de los 
centros de protección de menores por las llegadas 
masivas en periodos muy concretos. No obstante, 
este sistema ha generado incertidumbre para las en-
tidades sociales subvencionadas quienes alegan que 
no pueden programar necesidades futuras de perso-
nal y medios materiales, ni hacer planificación de ac-
tividades, y que se encuentran en una prolongada 
situación de provisionalidad desde el punto de vista 
organizativo, financiero y jurídico (en relación con la 
guarda y custodia de los niños). Después de la co-
municación realizada por la Consejería competente a 
las entidades sociales en mayo de 2020 sobre una 
reprogramación presupuestaria que obligaría a la 
clausura definitiva de centros o una reducción signifi-
cativa de su capacidad asistencial, y con queja for-
mal del Defensor del Menor de Andalucía de por 
medio, se corrigió parte de este efecto mediante la 
reorganización de la red de dispositivos específicos 
para habilitar en torno a 200 plazas.  

Además, se puso en marcha un nuevo proyecto de in-
serción social y laboral con alternativa habitacional 

para los jóvenes residentes en dichos dispositivos, lo 
cual permitió liberar unas 146 plazas, que, sumadas a 
otras plazas disponibles en los centros de orientación 
e inserción laboral de la red general de centros,  posi-
bilitó que esta reorganización de la red tuviera meno-
res repercusiones. 

A fecha de mayo de 2021, las plazas especificas en los 
dispositivos especializados para la atención de niños 
migrantes son 645, en las tres modalidades indicadas 
de RECEP (57 plazas), ED (73) e ISL (515), plazas califi-
cadas por la autoridad competente como “flexibles” y 
dentro de un modelo de gestión más centralizado, que 
pretende asegurar homogeneidad en los criterios de 
actuación. Ahora bien, es preciso señalar que algunas 
entidades consultadas nos han apuntado riesgos de 
segregación en este nuevo modelo de red de centros 
en marcha, advirtiendo que siguen existiendo centros 
“solo para niños migrantes” y otros “solo para naciona-
les”. Desde la Dirección General de Infancia hablan de 
complementariedad, indicando que de 1.072 niños y 
niñas migrantes no acompañados, 636 se encuentran 
en la red de recursos “normalizados”.  

Como ya dijimos en nuestro informe de 2019, en la 
búsqueda de soluciones, es esencial combinar un sis-
tema de protección integral con mecanismos de pro-
tección especial que asegure la igualdad de derechos 
en la diversidad. La acogida en centros exclusivos 
para niños y niñas migrantes, solamente está justifi-
cada en una fase de primera acogida, durante un pe-
ríodo muy limitado, siempre que lo requiera su interés 
superior, y para garantizar su integración adecuada y 
efectiva en condiciones de igualdad. 

28. Orden de 25 de 
febrero de 2019, publicada 
en Boja 43 de 5 marzo de 
2019.
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2.5.2. Cambios en las 
condiciones de los centros 

En nuestro informe de 2019 hablábamos de un insufi-
ciente número de profesionales especializados, y con-
cretamente de la necesidad de incorporar 
mediadores/as interculturales, psicólogos/as, trabaja-
dores/as sociales y asesores jurídicos. Aunque la ma-
yoría de estas carencias persisten, hay que destacar 
que desde 2019 se está promoviendo la incorporación 
de personal de mediación intercultural especializado 
por medio de subvenciones a entidades. Así mismo, 
se estipula,  entre los requisitos a entidades aportar 
una plantilla dimensionada en función de la capacidad 
asistencial del recurso subvencionado, que todo el 
personal contratado para la dirección y la atención di-
recta cuente con experiencia y formación específica 
en el ámbito psicosocial, laboral y/o socioeducativo, y 
que al menos el 50% tenga conocimientos de la len-
gua árabe, Inglés o francés29.  

También se ha puesto en marcha un plan de forma-
ción desarrollándose en todas las provincias, impar-
tido por ACNUR, dirigido a los y las profesionales de 
los servicios y centros de protección, sobre la infan-
cia con necesidad de protección internacional con 
base en el Derecho Internacional de Refugiados. La 
carencia en la atención a necesidades específicas 
era otra de las debilidades a subsanar identificadas 
en nuestro informe de 2019. 

Por otra parte, la Dirección General de Infancia ha infor-
mado que próximamente se publicarán nuevos pliegos 
de condiciones para los convenios con entidades en 
los que será obligatoria la incorporación de más perso-
nal, mejorando así cuantitativamente la ratio de los 
equipos técnicos y educativos en los centros.  

Según las entrevistas realizadas, desde la Dirección 
General de Infancia atribuyen al nuevo modelo implan-
tado desde 2019 avances en la integración de los jó-
venes, la reducción de situaciones disruptivas y la 
disminución significativa del número de abandonos o 

“fugas”. En este sentido, según datos de la propia 
Consejería, los abandonos se han reducido de un 
70% en 2019 a un 18,8% en 2020. 

Por otro lado, con relación a la situación de las niñas, 
y en particular con posibles víctimas de trata, según la 
Dirección General de Infancia, se halla en proceso un 
protocolo de actuación para la protección integral de 
la infancia víctima de trata, con la colaboración de 
Save the Children. El objetivo es que los profesionales 
del sistema sepan cómo actuar, los pasos a dar, y 
además, se unifiquen los procedimientos en todas las 
provincias andaluzas.  

Para las niñas que han cumplido la mayoría de edad, 
existen recursos (pisos) distribuidos por las distintas 
provincias de Andalucía que se han especializado en la 
intervención con esta población, no solo por ser posi-
bles víctimas de trata, sino también por violencia de 
género. Según datos de la Dirección General de Infan-
cia, el año pasado se dispusieron 130 plazas para estas 
jóvenes, que tienen continuidad durante este año 2021. 

A fecha de elaboración de este informe, se ha apro-
bado hace pocos días la nueva Ley de Infancia y Ado-
lescencia de Andalucía. Esta nueva ley, que viene a 
sustituir a la anterior Ley del Menor de 1998, men-
ciona expresamente a los niños y niñas migrantes no 
acompañados como titulares del derecho al acceso a 
todas las prestaciones y servicios de la Comunidad 
Autónoma. Entre los aspectos positivos, se incluye el 
deber de formación en interculturalidad de los profe-
sionales que los atiendan. Entre los aspectos negati-
vos, entre otras cuestiones, queda como reto 
pendiente una mayor concreción y desarrollo de la 
atención educativa a estos niños y niñas.   

En síntesis, es posible decir que los cambios realiza-
dos con posterioridad a la crisis de 2018 se orientan 
hacia una positiva evolución del sistema. En principio, 
cabría decir que Andalucía estaría hoy mejor prepa-
rada para atender llegadas masivas de niños y niñas 
migrantes no acompañados. Ahora, el sistema parece 

29. Véase la Instrucción 
de 21 de marzo de 2019, 
de la Dirección General de 
Infancia y Conciliación, 
para la aplicación de 
determinados aspectos de 
la Orden de 25 de febrero 
de 2019, BOJA nº 59 de 
27 de marzo de 2019. 

Los cambios realizados con posterioridad a la crisis de 2018 se orientan 
hacia una positiva evolución del sistema. Estos cambios nos hacen 
pensar que, en principio, Andalucía estaría hoy mejor preparada para 
atender llegadas masivas de niños y niñas migrantes no acompañados.
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que cuenta con esa flexibilidad necesaria para adaptar 
sus centros a llegadas de personas menores de edad 
que demandan una atención individualizada, respeto a 
su proyecto migratorio y apoyo para su futuro educa-
tivo y laboral. El sistema de protección andaluz, paula-
tinamente, se estaría adaptando a la realidad de estos 
niños y niñas que vienen a España buscando mejores 
condiciones de vida y protección. También estaría es-
pecializando sus recursos para una primera atención 
inmediata, una evaluación de necesidades y deriva-
ción especializada después y, finalmente, orientación 
sociolaboral y preparación para la vida adulta.  

Sin embargo, es preciso subrayar que siguen persis-
tiendo carencias fundamentales que detectamos en 
2018, como:  

• La ausencia de representantes del sistema de pro-
tección en la recepción. 

• La inexistencia de un protocolo (al menos andaluz, 
mientras no concluyen los trabajos de reforma del 
procedimiento de determinación de la edad a nivel 
estatal) para la determinación de la edad30. 

• Los problemas en la obtención de los permisos de re-
sidencia y trabajo, con diferencias según provincias. 

• El insuficiente número de profesionales especializa-
dos en los centros de protección, a pesar de las 
mejoras en la incorporación de profesionales de 
mediación intercultural. 

• La necesidad de seguir reforzando la coordinación 
con el sistema educativo.  

• La carencia de un sistema de información integrado, 
transparente y accesible, que consolide una gestión 
basada en la cultura de la evaluación. 

Ahora bien, es importante subrayar que los avances 
conseguidos no implican en modo alguno que Andalu-
cía pueda garantizar en solitario - y sin el respaldo de 
una política de contingencia de ámbito estatal - la pro-
tección de miles de niños en el marco de una even-
tual nueva contingencia humanitaria migratoria, como 
la ocurrida en 2018 o la que está desarrollándose 
ahora en Canarias y Ceuta.  

Los avances conseguidos no implican 
que Andalucía pueda garantizar en 
solitario la protección de miles de niños 
en el marco de una eventual nueva 
contingencia humanitaria migratoria.

30. En 2020 el Defensor del 
Menor de Andalucía 
concluyó un documento de 
trabajo base para un 
Protocolo de coordinación 
en Andalucía para la 
evaluación de la edad de 
niños, niñas y adolescentes 
migrantes no acompañados 
respecto de los que existan 
dudas sobre su minoría de 
edad en coordinación a 
nivel técnico con varias 
Consejerías, la Fiscalía del 
Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía; y la 
Delegación del Gobierno de 
Andalucía. Actualmente se 
encuentra pendiente de 
valoración por los órganos 
competentes en la materia. 
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A raíz de los acontecimientos registrados los días 17 
y 18 de mayo de 2021 en la frontera hispano-marro-
quí, se estima que de las más de 8.000 personas que 
entraron en territorio ceutí, unos 1.500 eran niños y 
niñas, según la Delegación del Gobierno de Ceuta. 
De ellos, unos 1.128 menores de edad no acompaña-
dos han sido atendidos por la entidad pública de tu-
tela de la Ciudad -a 9 de Julio de 2021-. La Fiscalía de 
Menores de Ceuta estima, no obstante, que hay alre-
dedor de 820 en los distintos dispositivos de acogida, 
aunque las cifras fluctúan por el elevado número de 
fugas o entradas y salidas intermitentes de los dispo-
sitivos. Alrededor de 600 tienen menos de 16 años 
(lo que supone un descenso importante en la edad 
media de los niños migrantes que han ido llegando a 
España en los últimos años) y unas 80 son niñas. 
Además, se estima que entre 300 y 500 niños están 
viviendo en la calle. Justo antes de esta emergencia 
humanitaria migratoria, Ceuta tenía en su sistema de 
protección unos 240 niños y niñas migrantes no 
acompañados.  

El número y la rapidez (más de 1.000 niños en 48 
horas) con la que acontecieron los hechos han situado 
al sistema de protección de la infancia de Ceuta no 
solamente ante un reto sin precedentes en España, 
sino también ante un desafío inasumible, por dos ra-
zones principales: 

• El sistema de protección tiene una capacidad para 
dar una atención de calidad a no más de 200 niñas 
y niños no acompañados. 

• Se trata de un territorio con un perímetro acotado y 
con unas posibilidades muy limitadas de habilitar 
espacios para la primera recepción de emergencia y 
acogimiento de larga duración. 

Es difícil que pueda producirse un contexto más grave 
y que ilustre mejor hasta qué punto la ausencia de 
una política de contingencia y de un mecanismo que 
garantice responsabilidades compartidas mina todos 
los esfuerzos que las autoridades autonómicas des-
pliegan – como de nuevo es el caso ahora en Ceuta-, 
con o sin ayuda presupuestaria estatal o europea. 
Ante un desafío de tal calibre, esta Ciudad Autónoma 
en solitario, es incapaz de garantizar una atención indi-
vidualizada y mantener los estándares de calidad esta-
blecidos para la atención y protección de los niños y 
niñas tutelados en nuestro país. 

Las primeras actuaciones fueron dirigidas a la apertura 
de varios dispositivos de emergencia muy provisionales 
para acoger a la máxima cantidad de niñas y niños posi-
bles. Algunos son naves industriales que durante un 
tiempo ni siquiera han podido cubrir algunas de las ne-
cesidades básicas. En este momento hay 6 dispositivos 
para niños y 1 para niñas. Los de niños albergan cada 
uno a un número entre 70 y 220, y están atendidos por 
un equipo formado por 6-8 profesionales -como má-
ximo-. Los niños solo pueden abandonar los recursos 
de acuerdo a un sistema rotatorio y bajo supervisión. 

Con todo, por las dimensiones de la Ciudad Autónoma 
y la llegada repentina y en un marco temporal tan 
breve de niñas y niños, era muy difícil tener alternativas 
respecto a las entidades que podían actuar en esta 
emergencia humanitaria. Por ahora, el foco del trabajo 
de estas entidades está puesto en atender las necesi-
dades más urgentes, pero deben reforzar lo antes posi-
ble el enfoque de protección y de derechos de infancia.  

Desde el primer momento, se comenzó la tarea de re-
copilación de datos, pero la ausencia de un sistema in-
tegrado de información a nivel nacional y la magnitud de 
esta tarea en este contexto, ha desbordado, lógica-
mente, los recursos del equipo de trabajo del sistema 
de protección de Ceuta. Otra de las estrategias que se 
puso en marcha, con el impulso de la Dirección General 
de Derechos de la Infancia y la Adolescencia a nivel es-
tatal, fue el diálogo con las Comunidades Autónomas 
para el traslado urgente de los niños que ya estaban tu-
telados y en acogimiento residencial en la Ciudad Autó-
noma de Ceuta con anterioridad a esta contingencia, 
respectivamente, en casos excepcionales, de niñas y 
niños quienes llegaron a mediados de mayo presen-
tando un perfil especialmente vulnerable.  

En esta ocasión, la respuesta de varias Comunidades 
Autónomas fue más veloz y positiva que en el caso 
de Canarias, como lo evidencian las estadísticas men-
cionadas anteriormente. A pesar de los esfuerzos 
continuos de las autoridades de protección de infan-
cia ceutíes para encontrar soluciones a largo plazo, 
desde junio de 2021, únicamente se ha podido lograr 
el traslado de 11 niños a Extremadura, 20 a Galicia, 11 
a Baleares, 13 a Andalucía, 8 a Castilla y León y 9 a 
Aragón. Otros 40 traslados están por realizarse hacia 
La Rioja, Cataluña y Madrid, y ya se habría acordado 
el traslado de 66 niños más con otras CCAA, en una 
fecha próxima a definirse. 

2.6. La situación en Ceuta 2021
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Por otra parte, un equipo de Save the Children España 
y UNICEF está apoyando al Área de Menores de 
Ceuta, con la intención de reforzar los programas des-
tinados a realizar evaluaciones del interés superior del 
niño. Una vez realizadas las reseñas policiales, este 
es el segundo paso más urgente, porque solo investi-
gando sobre la identidad, las circunstancias y las vul-
nerabilidades de cada niño, pueden tomarse las 
decisiones duraderas más apropiadas para cada uno. 
Dado el número tan alto de niños, realizar este proce-
dimiento en un período de tiempo relativamente razo-
nable resulta en una tarea particularmente difícil para 
la entidad pública de tutela de Ceuta.  

De estas evaluaciones, podría resultar que lo que 
más se ajusta a la protección de los derechos de 
cada uno de los niños, es decir, a garantizar su inte-
rés superior, sea irse a su país de origen con su fa-
milia, o quedarse aquí, y el Estado Español en su 
conjunto, como responsable, tiene que estar prepa-
rado para dar respuesta en las dos direcciones, cum-
pliendo siempre con todas las garantías jurídicas 
previstas por las normativas nacionales e internacio-
nales. O, también, el resultado puede indicar que se 
debe trasladar a otro país de la Unión Europea, con 
base en la evaluación del interés superior -por ejem-
plo, por razones de reunificación familiar-. En estos 
casos, de igual manera, el Estado español y la enti-
dad de infancia autonómica, deberán articular esfuer-
zos para coordinar la medida con las autoridades de 
protección de infancia del Estado en cuestión y auto-
ridades locales que correspondan.  

Es importante resaltar que, en el caso que el resul-
tado de la evaluación indicara el regreso con su familia 
en el país de origen, ese retorno tiene que realizarse 
con todas las garantías previstas por la legislación es-
pañola y las normas internacionales, tal como lo ha 

establecido el Comité de los Derechos del Niño en 
sus Observaciones Generales 6 (2005), 14 (2014), 22 
y 23 (2017). Si se estima que debe quedarse en Es-
paña, es evidente que no pueden permanecer en 
Ceuta ni un día más. Es insostenible para ellos, para 
el sistema de protección, para el sistema educativo y 
para la sociedad ceutí. Lo mismo vale para el caso de 
un traslado a otro país europeo. 

Es oportuno mencionar también que otras actuaciones 
urgentes en las que está colaborando UNICEF consis-
ten en mejorar el sistema de recopilación de datos, 
apoyar el fortalecimiento de las capacidades del perso-
nal de los dispositivos de emergencia junto a Save the 
Children y ACNUR, así como la coordinación entre los 
diferentes actores implicados. Por su parte, ACNUR 
está trabajando para garantizar que los niños y niñas en 
necesidad de protección internacional son correcta-
mente identificados y tienen acceso efectivo al proce-
dimiento de asilo con todas las garantías 
procedimentales necesarias. Además, desarrolla for-
maciones y charlas dirigidas tanto a personal como a 
los propios niños y niñas, con objeto de conocer el 
marco legal y su derecho al asilo. 

Por todo lo anterior y por lo que estamos observando 
diariamente gracias a nuestra presencia temporal en 
Ceuta, es innegable que los riesgos a los que se expo-
nen las niñas y los niños en este contexto son incon-
mensurables, sobre todo en términos de protección y 
salud mental, y requieren una acción urgente, al más 
alto nivel del Estado, y mediante un sistema de corres-
ponsabilidad de todas las administraciones públicas de 
España. Además, las autoridades de la Ciudad Autó-
noma de Ceuta deben continuar los esfuerzos para ga-
rantizar en todo momento el más alto nivel de 
protección que sea posible, teniendo como referencia 
los estándares nacionales e internacionales.  
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Desde marzo de 2020, a nivel social y político, hemos 
comprendido progresivamente la importancia de 
adoptar políticas y medidas para tener los recursos, 
capacidades y, en especial, mecanismos de coordina-
ción y corresponsabilidad en todos los niveles necesa-
rios, para responder de manera oportuna y efectiva 
ante una contingencia. Este aprendizaje, aún en pro-
ceso, ha sido el resultado de un evento inesperado -a 
escala mundial- que ha derivado en la pérdida de mi-
llones de vidas y ha afectado la salud de un número 
mucho mayor. Ahora bien, contemporáneamente, en 
España se ha atravesado otra contingencia humanita-
ria, en este caso, de naturaleza migratoria, con un im-
pacto particular en niños y niñas no acompañados que 
han migrado a las Islas Canarias. Sin embargo, la res-
puesta a esta situación, que se ha producido de ma-
nera periódica en repetidas ocasiones en las últimas 
dos décadas -al igual que a otras áreas fronterizas del 
sur de la Unión Europea-, parecen no haber generado 
-hasta el momento- las suficientes enseñanzas. 

En este sentido, al analizar la situación de la infancia 
no acompañada en el contexto de la crisis humanita-
ria migratoria en Canarias, el Defensor del Pueblo 
(2021:45), tras reconocer “expresamente el esfuerzo 
realizado por las distintas administraciones para ofre-
cer a estos niños y niñas la atención inmediata que 
precisan”, subrayó que, “a la vista de las cifras pro-
porcionadas se considera que no es razonable que 
los servicios de protección de menores canarios asu-
man en solitario el reto que esto supone.” En la 
misma dirección, resaltó que la “experiencia acumu-
lada tras la supervisión realizada de la gestión, du-
rante los años 2006 a 2009, lleva a afirmar que no es 
posible que la entidad de protección de menores ca-
naria asuma en solitario la acogida inmediata y la 
posterior integración de los más de 2.600 menores 
que se encuentran bajo su guarda en el momento de 
elaboración de este informe, en febrero de 2021” 
(2021:46). Por lo tanto, reclamó “la colaboración y 
solidaridad del resto de comunidades autónomas”, 
solicitando al Ministerio de Derechos Sociales y 
Agenda 2030 que asuma un papel impulsor “para 
acordar con urgencia el reparto solidario de estos 
menores por todo el territorio31”.  

Con base en el diagnóstico elaborado en 2018 sobre 
la situación de los niños migrantes no acompañados 

en frontera sur (Andalucía, Ceuta y Melilla), recomen-
damos la elaboración de una Estrategia o un “Plan Na-
cional para la Protección e Integración” de la infancia 
migrante no acompañada (UNICEF, 2019:127-139).  De 
la misma manera se pronunciaron poco tiempo des-
pués todas las defensorías del pueblo de España, dos 
años atrás. En una Declaración firmada entre todos 
ellos (2019), demandaron a “los poderes públicos un 
plan estratégico nacional de atención a menores ex-
tranjeros no acompañados, que asegure la protección 
de estos niños, adolescentes y jóvenes y que valore 
la necesidad de atenderlos de una manera coordi-
nada, solidaria, ordenada y responsable entre los terri-
torios32.”  

A lo largo de este capítulo, y con base en la investiga-
ción realizada, hemos explicado las razones, caracte-
rísticas y, en particular, el impacto que tiene el actual 
modelo de atención y acogida a la infancia no acom-
pañada en contexto de contingencias migratorias. Se 
describió ese impacto a través de la imagen de una 
línea divisora, que hacia un lado -en virtud de los es-
fuerzos de diversos actores del sistema de protec-
ción- conduce a un proceso complejo pero virtuoso de 
acogida e integración. Hacia el otro, en el que se en-
cuentra la mayoría de los niños acogidos por el sis-
tema, lleva a un trayecto en el sentido opuesto, en el 
cual la protección de los derechos se encuentra con 
un sinnúmero de obstáculos. La saturación del sis-
tema en estas circunstancias de contingencia es prác-
ticamente inevitable, debido a la ausencia de un 
modelo de corresponsabilidad y atención integral que 
permita trazar ese camino virtuoso a todos los niños y 
niñas en esas condiciones de vulnerabilidad -a través 
de los sistemas de protección de la infancia de cada 
CCAA, en cada provincia del territorio español. 

Complementariamente, la falta de planes de contin-
gencia de actores vinculados a la política migratoria, y 
su consecuente saturación, profundiza en intensidad 
y alarga en el tiempo los problemas de un sistema de 
protección de infancia desbordado. En ese contexto, 
los estándares que deben guiar el funcionamiento, 
condiciones y objetivos de los centros de acogida in-
mediata, se ven gravemente condicionados y perverti-
dos, cumpliendo funciones más cercanas a la 
contención (límite) que de protección de derechos. 

Por ello, es pertinente afirmar que el hilo común de 

2.7. Conclusiones parciales y propuestas preliminares 
para reemplazar un modelo agotado

31. Defensor del Pueblo. 
El Defensor pide a todas 
las administraciones que 
se impliquen en la 
acogida de los cerca de 
3.000 menores extranjeros 
no acompañados llegados 
a Canarias. 
Comparecencia, Madrid, 
27 de abril de 2021. 
Disponible en 
https://www.defensordelp
ueblo.es/noticias/compare
cencia-informe-canarias/.  

32. Declaración de los 
Defensores del Pueblo de 
España en defensa de 
niños y niñas extranjeros 
no acompañados. Tarifa, 
Cádiz, 16 de octubre de 
2019.
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determinados problemas visibilizados en diversos re-
cursos de emergencia, no es un supuesto perfil con-
flictivo de niños de una determinada nacionalidad, ni 
un tipo de educadores, o de una entidad social en par-
ticular que gestiona uno de estos centros. El rasgo 
distintivo es de carácter sistémico, vinculado a la im-
posibilidad de gestionar una contingencia de esta 
magnitud sin un abordaje integral basado en la coordi-
nación y corresponsabilidad de todos los niveles de 
gobierno. Eso, sin perjuicio del análisis -casuístico- 
que pueda hacerse sobre los problemas y desafíos de 
cada centro, de cada situación conflictiva en particular, 
en el cual pueden influir aspectos subjetivos de cada 
uno de los actores involucrados. Pero, insistimos, son 
las condiciones objetivas de un modelo de respuesta 
agotado e inadecuado, más allá de los esfuerzos que 
puedan hacer los actores institucionales que están 
primariamente obligados a garantizar los derechos de 
los niños y niñas migrantes en estas circunstancias.  

La adopción de un nuevo modelo de atención inte-
gral para aplicar en contexto de contingencia, no su-
pondría crear un sistema paralelo de protección de la 
infancia dirigido exclusivamente a niños y niñas mi-
grantes no acompañados. Se trata de incorporar, al 
sistema existente, un mecanismo de respuesta a de-
terminadas crisis humanitarias migratorias, por 
medio de los actores y recursos disponibles en todo 
el territorio español, para contar con los recursos 
adecuados, para lograr los objetivos básicos de toda 
política de protección de la infancia, y evitar los efec-
tos contrarios. En definitiva, se trata de defender y 

fortalecer un sistema integral de protección de los 
derechos de los niños y niñas, a través de herra-
mientas adicionales.  

De lo contrario, como observamos en numerosos cen-
tros de emergencia en diferentes regiones de España 
ante cada una de estas contingencias, se evidencia una 
paradoja: en nombre del “sistema de protección”, lo 
que sucede en la realidad es el sostenimiento de un 
sistema paralelo, de facto, en el cual cientos o miles de 
niños permanecen durante meses o años, en condicio-
nes sustancialmente diferentes al resto de las perso-
nas menores de edad acogidas y tuteladas por ese 
sistema, incluyendo los niños y niñas migrantes que re-
siden en dispositivos pequeños, quienes han podido 
atravesar, uno tras otro, los diferentes embudos que 
tiene el sistema existente -incluyendo el migratorio-. 

Las lecciones aprendidas de Andalucía y Ceuta vienen 
a corroborar estas conclusiones. El proceso iniciado 
en Andalucía con posterioridad a la última contingen-
cia evidencia la importancia de adoptar una serie de 
medidas para fortalecer progresivamente el sistema 
de atención y protección, con el objetivo de asegurar 
una acogida inmediata y adecuada, identificar vulnera-
bilidades, establecer planes de integración individuali-
zados, en condiciones apropiadas y con equipos 
preparados para ello. Es un proceso largo, y por ende 
los esfuerzos precisan ser estables y continuos. Tam-
bién se debe asegurar que ello no redunde en la crea-
ción de un sistema paralelo, sino medidas de 
protección especial y por el menor tiempo posible. 
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Asimismo, la saturación inmediata del sistema de pro-
tección ceutí, ante el ingreso de más de 1.000 niños 
no acompañados en 48 horas, ha visibilizado una vez 
más la imposibilidad de sostener el actual modelo de 
respuesta ante una contingencia y, al mismo tiempo, 
dar cumplimiento con obligaciones jurídicas ineludi-
bles asumidas por España a través de la Convención 
sobre los Derechos del Niño y otros tratados de dere-
chos humanos y derecho humanitario aplicables, y por 
ende, en su marco constitucional. 

En conclusión, los tres casos, y las estadísticas exis-
tentes (ver gráfico 8), evidencian que los esfuerzos 
para brindar una acogida inmediata, o las medidas diri-
gidas al fortalecimiento del sistema de protección de 
cada gobierno autonómico, no equivalen en modo al-
guno a que una contingencia deba ser asumida por 
una sola Ciudad o Comunidad Autónoma. Al contrario, 

demuestran rotundamente el carácter ineludible de 
un modelo integral basado en la corresponsabilidad 
como única respuesta posible ante una crisis humani-
taria migratoria, incluyendo un mecanismo nacional 
de derivación como herramienta clave, y todas las 
medidas necesarias para garantizar la protección de 
manera oportuna, inmediata y adecuada, y luego, sin 
dejar a nadie atrás, el desarrollo e implementación de 
procesos individualizados de integración para todos 
los niños y niñas no acompañados. 

Ahora bien, como tuvimos ocasión de señalar en un 
trabajo anterior (UNICEF, 2019), ello no puede derivar 
en la no aplicación adecuada de cada una de las obli-
gaciones que tienen las  autoridades de protección de 
los derechos de la infancia, independientemente de la 
actuación de otras entidades o instituciones de los di-
ferentes niveles territoriales.  
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Gráfico 8: Niños y niñas migrantes no acompañados inscritos en el RMENA, a 30 de junio de 2021
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La juventud es un grupo estratégico de toda población 
a la hora de diseñar políticas de desarrollo humano, es 
decir, no solamente para la realización de sus dere-
chos y garantizar oportunidades de vida de calidad 
con una progresiva autonomía e independencia, sino 
también para alcanzar las metas de corto y largo plazo 
de múltiples políticas sociales. Garantizar su derecho 
a trabajar, a la vivienda, a estudiar y a la seguridad so-
cial, entre otros, es tanto una obligación de todo Es-
tado como una herramienta crítica para contribuir al 
fortalecimiento de sociedades que combinen el creci-
miento económico con la inclusión social de todas las 
personas. 

El artículo 22bis de la Ley 1/1996 dispone que las enti-
dades públicas responsables de la protección integral 
de la infancia, “ofrecerán programas de preparación 
para la vida independiente dirigidos a los jóvenes que 
estén bajo una medida de protección, particularmente 
en acogimiento residencial o en situación de especial 
vulnerabilidad, desde dos años antes de su mayoría 
de edad, una vez cumplida esta, siempre que lo nece-
siten, con el compromiso de participación activa y 
aprovechamiento por parte de los mismos. Los pro-
gramas deberán propiciar seguimiento socioeduca-
tivo, alojamiento, inserción socio-laboral, apoyo 
psicológico y ayudas económicas.” 

El Comité de los Derechos del Niño, en su Observa-
ción General dedicada a la adolescencia (2016:54), su-
brayó que los “adolescentes que se preparan para 

abandonar el sistema de cuidado alternativo necesitan 
ayuda para preparar esa transición, tener acceso a 
empleo, vivienda y apoyo psicológico (…) y acceder a 
los servicios de acompañamiento de extutelados, de 
conformidad con las Directrices sobre las Modalida-
des Alternativas de Cuidado de los Niños”. Asimismo, 
la Comisión Europea (2017) subrayó que, en tanto 
“los menores llegados recientemente pueden no 
haber tenido ocasión de adquirir suficientes conoci-
mientos y competencias como para integrarse de ma-
nera plena y activa en la sociedad, en particular para la 
transición hacia ulteriores estudios o el mercado de 
trabajo, (…) en esta fase de transición se les debe 
proporcionar orientación, apoyo y oportunidades para 
continuar su educación y formación (...). Tal como su-
cede con los menores a cargo del Estado que son na-
cionales de la UE, es necesario que existan 
mecanismos y procesos que ayuden a preparar a los 
menores migrantes a cargo del Estado para la transi-
ción a la vida adulta o para independizarse”. 

Como puede observarse, tanto la normativa interna 
como los estándares internacionales sobre derechos 
de la infancia, coinciden en que, entre los derechos 
de todo niño o niña en situación de desprotección y 
vulnerabilidad, y en particular, de aquellos que se en-
cuentran bajo el cuidado (guarda o tutela, de facto o 
formalmente) de una entidad pública, se encuentran 
aquellos relativos a las condiciones de vida que ten-
drán una vez que alcancen la mayoría de edad. En el 
caso de los niños y niñas que llegan a un país en con-

3. LA LLEGADA A LA MAYORÍA 
DE EDAD Y LA FUERZA 
DINAMIZADORA DE JÓVENES 
EN PELIGRO: UN DESAFÍO 
CLAVE DE LAS POLÍTICAS DE 
INCLUSIÓN SOCIAL Y 
DESARROLLO HUMANO



texto de procesos migratorios de características hu-
manitarias, se presentan aspectos de vulnerabilidad 
específicos que se complementan con otros que pue-
den tener todos aquellos acogidos por los sistemas 
de protección. En especial, cabe mencionar la falta de 
redes familiares y sociales que puedan acompañar de 
manera afectiva y/o material ese proceso de transi-
ción hacia una vida autónoma e independiente.  

En el capítulo anterior describimos una serie de em-
budos que, ante esta clase de contingencias, se ge-
neran -uno tras otro- en el sistema de protección de 
infancia, por factores externos e internos, dando 
cuenta de cómo ello ocurrió, una vez más, en la pre-
sente crisis humanitaria migratoria. Visibilizamos allí 
que un alto porcentaje no goza de las condiciones de 
acogida básicas que pudieran comenzar a trazar un 
proceso de transición a la mayoría de edad. También, 
que aun los que ya acceden a recursos de acogida in-
tegral, siguen teniendo una serie de retos para acce-
der, de manera oportuna y adecuada, a derechos 
básicos como la educación y formación profesional. A 
estos problemas críticos que deben conducir a una 
serie de cambios políticos e institucionales, se agrega 
otro cuello de botella de magnitud tan o más impor-
tante. Esto es, los obstáculos que encontrará la am-
plia mayoría de los niños y niñas no acompañados 
migrantes, una vez que alcancen la mayoría de edad, 
para gozar de una vida independiente -ya como jóve-
nes mayores de edad- caracterizada por su inclusión 
social y ejercicio de derechos básicos. 

No hablamos por azar al afirmar que este desafío 
puede ser aún mayor que los descritos sobre las dos 
realidades (opuestas) que se verifican en el sistema 
de atención y protección de la infancia no acompa-
ñada en tiempos de contingencia. Antes hicimos alu-
sión a los “límites del sistema” y su impacto en los 
derechos de niños y niñas no acompañados, tanto a 
nivel negativo como, también, positivo, destacando 
en el último caso los complejos pero virtuosos proce-
sos de integración de una parte de la infancia mi-
grante no acompañada tutelada por el sistema de 
protección, es decir, demostrando que la protección 
adecuada y oportuna de la infancia migrante no 
acompañada permite ir alcanzando progresivamente 
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En 20 días cumplo 18 años y salgo 

del centro. Soy afortunado porque tengo 

papeles y trabajo y podré alquilarme un 

piso con un amigo. Voy a estar muy 

orgulloso de lo que he logrado. En el centro 

me ayudaron mucho, forman otra familia 

que me ayudó en todo. Con los compañeros 

hacemos todo juntos. Cuando salga los 

visitaré cuando pueda, serán como mi 

familia la de Marruecos”. 

Niño saharaui, 17 años 
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los objetivos de una política pública en la materia. 
Ahora bien, aun en estos casos “exitosos”, las posibi-
lidades actuales y reales de continuar esa senda al 
llegar a los 18 años, están acotadas a un porcentaje 
mínimo. Por esta multiplicidad de desafíos, diferentes 
actores que intervienen en esta problemática -espe-
cialistas de entidades públicas, sociales, y académi-
cas- describen el acceso a la mayoría de edad a 
través de términos como “salto al vacío”, “salto sin 
red”, “abismo” o “precipicio”.  

Como reflexión previa, cabe subrayar que, así como la 
protección de la infancia acogida en un sistema de 
protección exige análisis, medidas y procesos de con-
tinuidad una vez que los niños y niñas llegan a la ma-
yoría de edad y en los años subsiguientes, cada 
sección del diagnóstico hecho en el capítulo anterior 
precisa ser leída e interpretada en forma encadenada 
con todo lo que se describe en este apartado. En este 
sentido, es importante resaltar la magnitud del desa-
fío de garantizar adecuadamente un proceso de tran-
sición a la mayoría de edad, y la emancipación 
automática e inevitable que implica ello -como descri-
biremos más adelante-, para muchos niños. Especial-
mente, para aquellos que han estado un largo período 
de tiempo -y posiblemente continuarán haciéndolo- 
en los recursos de acogida inmediata con más de un 
centenar de plazas y en condiciones sustancialmente 
diferentes de las que se deben garantizar en el marco 
de políticas de protección para infancia en situación 
de vulnerabilidad.  

Al respecto, como hemos observado a través de infor-
mación cuantitativa y cualitativa, un elevado número 
de niños aún no cuentan con la determinación de su 

edad ni con un permiso de residencia, ni ha comen-
zado un proceso de escolarización o formativo. Asi-
mismo, como lo evidencian los datos en esta clase de 
contingencias, una amplia mayoría está en la adoles-
cencia y, más precisamente, en los últimos dos o tres 
años de la minoría de edad. La combinación de las cir-
cunstancias de acogida y de su edad determina la ur-
gencia de reforzar los aspectos de protección 
inmediata a la par de aquellos dirigidos a la integra-
ción social con miras a lograr el mayor avance posible 
antes de llegar al momento en que deban empezar 
una vida autónoma y, en especial, por el diagnóstico 
presentado en este capítulo, autosuficiente.  

Con esta introducción y con base en los hallazgos de 
la investigación en materia de infancia no acompa-
ñada en el marco de la contingencia humanitaria mi-
gratoria en las Islas Canarias, a continuación 
describiremos algunos de los principales desafíos 
identificados. Complementariamente, haremos una 
serie de reflexiones vinculadas a lo señalado en el ca-
pítulo anterior acerca del carácter ineludible e impos-
tergable de un abordaje con enfoque de derechos e 
integral, y por lo tanto, intersectorial e interguberna-
mental. En este caso, contemplando una serie de po-
líticas públicas que aseguren una mirada de corto y 
largo plazo, por las implicaciones de esta temática en 
los indicadores de condiciones de vida de la juventud 
en España -y Europa- en los próximos años. Por ello, 
aunque dos años atrás (UNICEF, 2019:106-108) hici-
mos algunas reflexiones sobre este asunto, en el 
marco de la contingencia humanitaria migratoria en 
Andalucía, Ceuta y Melilla, la continuidad y similitud 
de los retos observados en Canarias, justifican una 
mayor extensión en el análisis. 
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Un reto mayúsculo en el que hay que detenerse al 
analizar la cuestión de la transición a la mayoría de 
edad y las oportunidades de integración social de los 
niños y niñas migrantes no acompañados, está mar-
cado por el reto de contar con un permiso de residen-
cia y trabajo. Ya hemos mencionado el número ínfimo 
de permisos de residencia expedidos a niños y niñas 
migrantes en comparación con los casi tres mil niños 
no acompañados que han sido acogidos por el sis-
tema de protección canario desde fines de 2019. Esta 
situación, consecuencia directa de los retos pendien-
tes en un modelo de atención integral y coordinada a 
esta clase de contingencias, obstruye el desarrollo de 
pasos imprescindibles para cumplir la obligación de 
asegurar los objetivos de autonomía progresiva que 
emanan de la Convención, así como los de inserción 
que menciona la Ley 1/1996. 

La irregularidad migratoria constituye, en sí mismo, un 
obstáculo para el ejercicio de derechos de los niños y 
las niñas, así como un factor de riesgo y desprotec-
ción (UNICEF, 2020; Fanjul et al, 2021). Y por lo 
tanto, garantizar -con la mayor celeridad posible- el 
acceso a un permiso de residencia, no debe ser 
visto únicamente como una “cuestión migratoria” 
sino como una herramienta ineludible de protección 
y de garantía de derechos, especialmente cuando los 
niños y las niñas en contexto migratorio se encuen-
tran en las condiciones de vulnerabilidad como las 
que hemos descrito. Esa celeridad o urgencia, a su 
vez, se acrecienta a medida que pasa el tiempo y 
que se acerca la mayoría de edad. En ese proceso, 
las oportunidades de protección, inclusión e integra-
ción se van acortando, y al contrario, van incremen-
tándose cualitativa y cuantitativamente los riesgos. 
Sin embargo, la realidad observada da cuenta de 
esta problemática. 

En algunos de los centros visitados, los equipos direc-
tivos nos han informado que la totalidad de los niños 
que ya han salido de allí al alcanzar la mayoría de 
edad, lo han hecho sin un permiso de residencia. 

Entonces, en primer lugar, es preciso alertar sobre el 
número de niños y niñas que semana a semana pue-
den estar sumándose a una lista de jóvenes que, tras 
haber salido de los recursos del sistema que les ha 
dado acogida desde su llegada a Canarias en el marco 
de la actual contingencia, salen sin un permiso para 
residir en España, y por lo tanto, sin permiso para tra-
bajar. Como ya se destacó, esos jóvenes no han po-
dido beneficiarse de los cambios introducidos por la 
Instrucción 1/2020, de 6 de marzo, de la Secretaría de 
Estado de Migraciones. 

El artículo 198 del Reglamento de Extranjería regula el 
caso de personas que hayan estado bajo la tutela o 
guarda del servicio de protección de la infancia, sin 
haber obtenido el permiso de residencia con anteriori-
dad a la mayoría de edad. Ahora bien, esta disposición 
exige que “hayan participado adecuadamente en las 
acciones formativas y actividades programadas por 
dicha entidad para favorecer su integración social”, la 
cual “podrá recomendar la concesión de una autoriza-
ción temporal de residencia por circunstancias excep-
cionales”, solicitud presentada 2 o 3 meses después 
de cumplir los 18 años. También requiere acreditar 
“medios económicos suficientes para su sosteni-
miento” o un contrato de trabajo, u otros similares, 
teniendo “en especial consideración el grado de inser-
ción del solicitante en la sociedad española.”  

Al comparar lo exigido por la normativa con la realidad 
observada, parecería que el sistema estuviera del 
revés. Mientras que la acogida en los centros de 
emergencia se prolonga en el tiempo mucho más allá 
de lo establecido en los estándares existentes, y sin 
garantizar algunas condiciones mínimas, entre otros 
factores por la saturación de los procedimientos de 
extranjería (determinación de la edad, permisos de re-
sidencia), la normativa exige que ese mismo niño 
acredite la realización de “actividades educativas y for-
mativas” a las que no tuvo acceso, o ingresos pro-
ducto de actividades laborales para las cuales no 
estaba autorizado. 

3.1. Irregularidad migratoria como causa y efecto de exclusión

La situación obstruye los pasos imprescindibles para cumplir la obligación 
de asegurar los objetivos de autonomía progresiva que emanan de la 
Convención, así como los de inserción que menciona la Ley 1/1996.
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A aquellos niños que, al llegar a la mayoría de edad, 
ya se les ha tramitado y concedido el permiso de resi-
dencia y trabajo, poco tiempo después deberán en-
frentar el reto de la normativa migratoria en lo relativo 
a los requisitos de casi imposible cumplimiento que 
impone el artículo 197 del Reglamento de Extranjería. 
Por ello, en tanto no se reforme esa disposición o fle-
xibilice su aplicación, como lo han exigido por todas 
las defensorías del pueblo (2019:33,35), a través de 
casos de irregularidad sobrevenida se podría incre-
mentar el número de jóvenes en esa situación de vul-
nerabilidad, que en buena medida paraliza el proceso 
de autonomía iniciado, dando paso a una dirección 
opuesta, regresiva. 

Al respecto, la Federación de Entidades con Proyec-
tos y Pisos, FEPA (2020) agregó que una “reciente 
sentencia del Tribunal Supremo ha puesto las cosas 
todavía más difíciles al colectivo de las personas ex-
tuteladas extranjeras: de ahora en adelante, se les 
pedirá que acrediten contar con medios de vida pro-
pios para renovar su permiso de residencia no lucra-
tiva. Se les pide disponer del 100% del Indicador 
Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM), 
537,84 euros al mes, para las primeras renovaciones; 
y del 400% (2.151€ al mes) para las segundas. 
Estos medios de vida, desde ahora, no pueden pro-
ceder ni de prestaciones públicas ni de ayudas so-
ciales que les proporcionamos las entidades. No se 
tienen en cuenta las circunstancias específicas del 
colectivo, y se somete a estas personas a una situa-
ción inviable: se piden unos medios de vida propios 
para que dispongan de un permiso de residencia sin 
permiso de trabajo, es decir, sin fuente de ingresos. 
(…) Estos y estas jóvenes acabarán estando, inevita-
blemente, en situación de irregularidad y sin posibili-
dad de integrarse social ni laboralmente, abocados a 
una vida de vulnerabilidad, sin recursos ni oportuni-
dades (…) Así pues, la legislación actual pone la con-
dición de extranjero por delante de la de persona 
extutelada, ya que la Ley de Extranjería choca con 
las leyes de protección del menor, incluyendo trata-
dos internacionales, dejando en nada los derechos 
que éstas protegen una vez la persona cumple los 

18 años, abocando a los y las jóvenes a un callejón 
sin salida”.33  

En el mismo sentido, quince años atrás, al analizar la 
situación de los niños no acompañados que llegaron a 
Canarias en el marco de la contingencia de entonces, 
la Fundación Nuevo Sol (2009:36) explicaba que la 
“práctica diaria nos permite poder afirmar que en la re-
alidad se muestra harto difícil para los menores poder 
ver que finalmente cuentan con una autorización de re-
sidencia y de trabajo que les garantice su integración 
jurídica plena en nuestro país que dote de estabilidad a 
su proyecto migratorio.” La situación de irregularidad 
migratoria, evidentemente, luego repercute en las difi-
cultades para acceder a derechos, sin perjuicio que 
muchos jóvenes “extutelados”, incluyendo los y las es-
pañolas, también enfrentan numerosos retos.  

Recientemente, la Comisión Europea (2021b:61) 
destacó que la juventud de origen migrante tiene 
más posibilidades de estar en la condición de 
“NEET”, que, por sus siglas en inglés, alude a quie-
nes no se encuentran en situación de estudio, tra-
bajo, ni formación. Al respecto, indica que la tasa de 
NEET de jóvenes nacidos de origen migrante -de 
edad entre 15 y 24 años-, en 2019 era del 17.1%, en 
comparación con el 9,9% de hijos e hijas de naciona-
les de un Estado de la UE, para luego agregar que 
esa brecha era mayor a 10 puntos en algunos países, 
incluyendo España.  

En tanto estos datos no se refieren específicamente a 
jóvenes migrantes que hayan llegado como niños no 
acompañados y hayan estado bajo la tutela o guarda 
del sistema de protección de infancia, no encontrán-
dose estadísticas lo debidamente desagregadas al res-
pecto, no es en modo alguno descabellado pensar que 
en esos casos la brecha se ampliaría exponencial-
mente. Más aún si se agregara la condición de irregula-
ridad migratoria, que podría dar lugar a hablar de 
jóvenes “sin”: sin papeles, sin oportunidades educati-
vas, sin trabajo, sin hogar, sin familiar, sin protección 
social. Las siguientes secciones y los hallazgos de la in-
vestigación, en buena medida, abonan esta hipótesis. 

Aquellos niños y niñas que, al llegar a la mayoría de edad, ya tienen 
tramitado y concedido el permiso de resi dencia y trabajo, poco tiempo 
después deberán en frentar el reto de casi imposible cumplimiento que 
impone el artículo 197 del Reglamento de Extranjería.

33. FEPA. Manifiesto, 
2020, en 
https://uncallejonsinsalida
.org/manifiesto/. 



RITEG (Nombre ficticio)  
16 años

Pensé en emigrar porque quiero estudiar y ser piloto de aviones, pero 
mis padres son humildes y no me pueden ayudar. En Marruecos 

tampoco hay ayudas para estudiar y que puedas cumplir tus metas, se reían 
cuando decía que un día sería piloto. En la patera me quedé dormida y gracias a 
eso no pasé tanto miedo. Ahora en España me ayudan mucho y estoy feliz. 
Empecé a estudiar y a ir al cole y logré aprobar mi módulo de FP. Estoy muy 
contenta porque, para mí, los estudios son lo más importante en la vida. Sé que 
mi sueño es aún lejano, pero estoy trabajando mucho para cumplirlo. Sé que si 
continuo así, estaré más cerca de lograrlo.
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En España, la edad media de emancipación de las y 
los jóvenes es de 29 años, según la Oficina Europea 
de Estadística (Eurostat), representando una de las 
más altas de la Unión Europea34. Otra evidencia im-
portante de los datos en esta materia está en las di-
ferencias entre la población de nacionalidad española 
y la población inmigrante. En efecto, al primer tri-
mestre de 2021, y según el Instituto de la Juventud 
(INJUVE)35, las tasas de emancipación son las que fi-
guran en el gráfico 9. 

Como se puede observar, los indicadores de eman-
cipación en España son contundentes en eviden-
ciar, por un lado, el bajísimo porcentaje de niños 
que se emancipan en los primeros años de mayoría 
de edad, y por el otro, la diferencia entre la pobla-
ción nativa y la inmigrante. Entre los 16 y 24 años, 
los de origen migrante superan en casi un 500% a 
los españoles, y cerca de un 275% en la franja de 
16 a 29 años.  De todas maneras, es importante 

notar que, al hablar de la infancia migrante no 
acompañada, y con la excepción de los pocos casos 
que ingresan a programas de acogimiento familiar, 
la tasa de emancipación sería prácticamente de un 
100%, es decir, superando treinta veces la tasa de 
emancipación (3,27%) de la juventud española 
hasta los 24 años. 

En efecto, para los niños y niñas migrantes no 
acompañados, al salir de los recursos del sistema 
de protección de infancia -como le ocurre a nume-
rosos jóvenes españoles en esa situación-, se ven 
forzados a iniciar un proceso de autonomía inme-
diata. En esas circunstancias, y a diferencia de 
quienes se van emancipando progresivamente -
pocos o muchos años después-, lo deben hacer sin 
los recursos con los que cuenta una persona joven 
que en algún momento da ese paso hacia una vida 
autónoma e independiente -y, cabe agregar, sin 
que ello implique dejar de contar con una serie de 

3.2. Emancipación forzosa y sin recursos 

34. 
https://elpais.com/espana/
2021-06-26/atrapado-con-
tus-padres-por-que-los-
jovenes-espanoles-tardan-
mas-en-irse-de-casa-que-
los-europeos.html  

35. 
http://www.injuve.es/sites/
default/files/adjuntos/2021
/05/epapresultados_2021-
1t_16a24anos_tablas.pdf 
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recursos o apoyos familiares-. Como lo expresa la 
Federación de Entidades con Proyectos y Pisos 
Asistidos (2020), al “cumplir la mayoría de edad, 
cualquier persona joven, nacional o extranjera, que 
haya pasado por el sistema de protección, debe 
emanciparse sí o sí, aún sin apoyo familiar. Algunos 
encuentran plaza en algún recurso de emancipación. 
En el caso de jóvenes de origen extranjero, el salto 
al vacío es todavía más grande: necesitan permisos 
(trabajo, residencia) con unos requisitos práctica-
mente imposibles de conseguir.” Ante la irregulari-
dad migratoria, evidentemente, es aún más difícil 
adquirir esos recursos. 

Al respecto, Mbaye (2020:13) explica, citando a Vi-
naixa (2019), que mientras algunos niños migrantes 
no acompañados, “pueden valerse por sí mismos o 
están emancipados, muchos de los integrantes de 
este colectivo llegan a los 18 años sin haber conse-
guido encauzar su proceso de inserción socio-laboral 

y, por lo tanto, sin poder valerse por sí mismos (…) La 
protección se convierte, entonces, en desamparo (…) 
Estos jóvenes no únicamente se encuentran lejos de 
sus familiares, sino que también han perdido a sus 
cuidadores y a las autoridades que han venido ejer-
ciendo su tutela, no disponen de recursos económi-
cos y tampoco tienen un trabajo para poder 
incorporarse de manera autónoma a la vida adulta”.  

En las siguientes secciones se analizan, teniendo en 
cuenta lo observado a lo largo de la investigación 
sobre infancia no acompañada migrante en Canarias, 
así como también otros reportes sobre la realidad de 
esta población al llegar a la mayoría de edad, algunos 
de los problemas específicos que enfrentan para el 
ejercicio de derechos esenciales para su desarrollo 
como jóvenes que son parte de la sociedad espa-
ñola. Luego de ello, se hace una reflexión sobre las 
implicaciones de esta realidad para las metas de po-
líticas sociales y de desarrollo humano. 

Gráfico 9: Tasas de emancipación, por edad y nacionalidad

Fuente: Elaboración propia, con base en datos de INJUVE (2021)

                                         Total               Emancipados                    %                           Total                  Emancipados                    % 

General                          4.300.000                 221.600                        4,92                     6.807.400                   1.145.500                    16,83% 

Españoles                      3.754.900                 122.900                        3,27                     5.817.000                    799.800                     13,75% 

Inmigrantes                    545.200                   88.700                        16,27                      990.400                      345.800                     34,91% 

16-24 años                                                                                   16-29 años 

                                              
Tasas de 
emancipación

Emancipación jóvenes 14-24 años

Jóvenes 
inmigrantes

Jóvenes 
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Jóvenes  
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Jóvenes  
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Emancipación jóvenes 16-29 años
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34,91%
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En diálogo con un referente de una de las entidades 
sociales que brindan apoyo a niños migrantes no 
acompañados que han salido del sistema de protec-
ción después de alcanzar la mayoría de edad, ex-
presó, al dar cuenta de la situación de vulnerabilidad 
en la que encontraban algunos de esos jóvenes, que 
“se los ha tragado la calle”. Con esas palabras, con-
cluía la descripción de un proceso por el cual, jóve-
nes con “mucho potencial”, ante los múltiples retos 
para acceder a derechos básicos, como la vivienda, 
terminaban en situación de calle y, en algunos casos, 
con serios problemas de adicción al consumo de es-
tupefacientes.   

En materia de vivienda, es importante notar que 
tanto a partir de iniciativas de la Dirección de Protec-
ción de la Infancia y la Familia, como de los Cabildos 
insulares, de manera directa y/o en colaboración con 
entidades sociales, se ha desarrollado una red de 
pisos para extutelados. A su vez, hay otra serie de 
recursos promovidos autónomamente por diversas 
organizaciones sociales. Las plazas de estos recur-
sos varían -en general, tienden a estar entre las 5 y 
10-, así como la cantidad de tiempo de esa asisten-
cia, que podría ser, aproximadamente, entre 6 y 24 
meses, según cada caso. Según informaron algunas 
autoridades autonómicas y estatales, también se ha 
llegado a una serie de acuerdos puntuales para deri-
var a jóvenes extutelados a recursos de atención hu-
manitaria del Plan Canarias. 

Sin perjuicio de las iniciativas públicas y la importante 
contribución de algunas entidades sociales, sin lugar a 
duda uno de los principales problemas que se en-
cuentran los jóvenes migrantes no acompañados, al 
llegar a la mayoría de edad, tiene que ver con el de ac-
ceso a una vivienda. En efecto, a lo largo de la investi-
gación realizada en Canarias, así como en el caso de 
Andalucía (UNICEF, 2019:107), las evidencias son con-
tundentes en cuando a las escasas posibilidades que 
tienen para ejercer el derecho a una vivienda ade-

cuada. En las tres islas canarias visitadas, todos los 
actores públicos (autonómicos, insulares y municipa-
les) y sociales con los que hemos dialogado, coinci-
dían sobre el número largamente insuficiente de 
pisos disponibles para jóvenes que salen del sistema 
de acogida y protección de infancia. Las entidades pú-
blicas y sociales, consecuentemente, tienen extensas 
listas de espera de jóvenes que precisan acceder a 
uno de los programas existentes. 

La falta de servicios y políticas suficientes para garan-
tizar el acceso a una vivienda para los jóvenes extute-
lados que lo necesitan -ante la falta de recursos 
familiares u otros- se profundiza, indudablemente, en 
situaciones de contingencia humanitaria migratoria 
que incluya, como en el caso de Canarias, un alto nú-
mero de niños no acompañados. En ese contexto, ca-
racterizado por la múltiple saturación institucional que 
describimos en el capítulo anterior, la carga extraordi-
naria que tienen los servicios de protección de infan-
cia de una sola Comunidad Autónoma se extiende a 
las políticas de vivienda, más aún en un archipiélago 
que dificulta la búsqueda de alternativas en otras re-
giones del país o de Europa -y más todavía, para quie-
nes carecen de permiso de residencia-.  

La consecuencia de este “embudo habitacional” de-
riva indefectiblemente en situaciones de marginalidad 
social, y concretamente, en un incremento de jóve-
nes en situación de calle. Diversos interlocutores con 
quienes dialogamos en la investigación también die-
ron cuenta del crecimiento de esta problemática en 
diferentes ciudades de las Islas Canarias, tal como ha 
ocurrido en Andalucía, Ceuta y Melilla (UNICEF, 
2019:120-122). Asimismo, en algunos de los centros 
visitados, los equipos de trabajo señalaron que algu-
nos niños migrantes que habían salido de allí al llegar 
a la mayoría de edad (todos, sin residencia), se encon-
traban actualmente viviendo “como okupas” en in-
muebles deshabitados, ante la falta de otra alternativa 
que garantice su derecho a la vivienda.  

3.3. Derecho a la vivienda: embudo  
habitacional y juventud en situación de calle

La consecuencia de este “embudo habitacional” deriva 
indefectiblemente en situaciones de marginalidad social, y 
concretamente, en un incremento de jóvenes en situación de calle.
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Diversos especialistas han examinado los efectos de 
vivir en la calle para la infancia y la juventud (UNICEF, 
2020; Fanjul et al, 2020, Jiménez, 2021:12-13;). Como 
hemos tenido la ocasión de exponer en un trabajo an-
terior, el hecho de que existan niños y jóvenes vi-
viendo en la calle revela un fracaso en su protección y 
una violación de sus derechos.  

Estos niños y jóvenes se enfrentan a riesgos parti-
culares debido a sus difíciles condiciones de vida y a 
la falta de una respuesta institucional adecuada a 
sus necesidades específicas. Se ven obligados a de-
sarrollar estrategias para sobrevivir; sus malas con-
diciones de vida afectan enormemente a su 
desarrollo y su salud física y psíquica; no suelen 
estar inscritos en actividades de educación o forma-
ción, y pueden convertirse en víctimas de explota-
ción económica y/o sexual. Algunos de ellos son 
obligados a cometer delitos como robos y venta o 
transporte de sustancias, y también pueden verse 
involucrados en actos violentos u otros comporta-
mientos de riesgo, lo que hace que tengan contacto 
regular con la policía y el sistema de justicia. Estos 
niños y jóvenes también tienen que enfrentarse al 
racismo y a la discriminación de la población local y 
de los medios de comunicación.  

En esta misma línea se manifestaban las defensorías 
del pueblo (2019:39) cuando alertaron que estas situa-

ciones “generan bolsas de marginalidad y exclusión 
fácilmente utilizables por mafias dedicadas a la explo-
tación laboral o sexual. Las administraciones públicas 
desconocen, en muchas ocasiones, la situación de los 
chicos y chicas que habiendo sido tutelados por ellas 
alcanzan la mayoría de edad y no pueden ser atendi-
dos en ningún recurso residencial disponible. Las pro-
blemáticas que son referidas con mayor frecuencia en 
los informes de las defensorías son: salida del sis-
tema de protección sin una derivación adecuada a 
otros recursos. (…) dificultades de acceso a recursos 
residenciales y de apoyo para enfrentarse a una vida 
autónoma. (…) uso de recursos para personas sin 
hogar nada adecuados a sus necesidades (…) proble-
máticas de salud mental y consumo de tóxicos que 
quedan sin tratamiento.”  

El derecho a una vivienda se encuentra garantizado a 
toda persona en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Uno de los están-
dares centrales que deben guiar las políticas dirigidas 
a garantizarlo es su carácter “accesible”, es decir, sin 
ninguna clase de discriminación, lo cual exige tener 
en consideración las diferentes circunstancias en las 
que está cada grupo social. Para ello, para el diseño 
de políticas y programas, por parte de cada entidad 
pública competente, se deben identificar las condicio-
nes de vulnerabilidad, y por ende, los obstáculos es-
pecíficos para el acceso a la vivienda, de los grupos 
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de la sociedad con mayores dificultades. Ello requiere 
también, indudablemente, la coordinación intersecto-
rial, por ejemplo, entre organismos a cargo de políticas 
de vivienda, por un lado, y entre entidades de protec-
ción de infancia, de protección social y juventud, por 
solo mencionar algunas, por el otro. 

todas las defensorías del pueblo"de España, dos años 
atrás, demandaron “la elaboración de planes de aten-
ción a jóvenes extutelados para evitar que su  
protección quede interrumpida automáticamente al al-
canzar la mayoría de edad, y puedan caer en la margi-
nación y exclusión social36”. Entre las opciones de 
política pública en el tema, y teniendo en cuenta 
tanto las prácticas identificadas en la investigación 
como otras áreas de política pública, cabe señalar, al 
menos, las siguientes medidas que podrían comple-
mentarse entre sí: 

• Ampliar y fortalecer los diferentes programas de 
“pisos para extutelados”, contando, por ejemplo, con 
los diferentes fondos de la Unión Europea destina-
dos a la integración social de este colectivo de jóve-
nes (migrantes y no migrantes).  

• Incluir expresamente a los jóvenes extutelados en 
las diferentes políticas de acceso a pisos protegidos 
o vivienda social, en el marco del Ministerio respon-
sable del tema37, y otros organismos competentes 
de cada gobierno a nivel autonómico, provincial y/o 
municipal.  

Cabe señalar que, en uno de los ayuntamientos visita-
dos, las autoridades aludían al impacto positivo que po-
dría tener en la economía y el empleo local, por 
ejemplo, iniciativas que promovieran la construcción de 
viviendas y, al mismo tiempo, incluyeran el acceso a 
pisos con función social para jóvenes migrantes al salir 
de los centros de protección. 

Entre las prioridades de actuación de la nueva Estrategia 
de Desarrollo Sostenible (Ministerio de Derechos Socia-
les y Agenda 2030, 2021) en esta materia, hay varias rela-
cionadas con el acceso a la vivienda para las personas 
jóvenes a través de una nueva ley específica que reco-
nozca el derecho a la vivienda y regule el marco general y 
un nuevo plan estatal que contemple medidas como ayu-
das directas al alquiler para colectivos de menos recur-
sos, creando parques públicos estables, así como 
facilitando el acceso a la vivienda o a soluciones habita-
cionales lo más inmediatas posibles; ayudas para la pro-
moción de vivienda pública atendiendo, particularmente, 
a las situaciones derivadas de desahucios, personas sin 
hogar, violencia de género o vulnerabilidad económica 
acentuada; incremento de la oferta de vivienda en alquiler 
asequible y social, con el fin de mejorar el acceso de las 
personas jóvenes a la primera vivienda, y de otras modali-
dades residenciales adaptadas para responder a las nue-
vas necesidades sociales. También se abren diversas 
oportunidades de financiación europea que podrían ayu-
dar a la apertura de nuevos programas dirigidos a jóvenes 
extutelados en los próximos años, como los fondos Next 
Generation, de la Unión Europea. 

36. Declaración de los 
Defensores del Pueblo de 
España en defensa de 
niños y niñas extranjeros 
no acompañados. Tarifa, 
Cádiz, 16 de octubre de 
2019. 

37. Ministerio de 
Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana
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Las defensorías del pueblo (2019:39), al evaluar la si-
tuación de niños migrantes no acompañados al lle-
gar a la mayoría de edad, incluyeron entre los 
problemas identificados las “dificultades de acceso 
a prestaciones económicas, aun en aquellas comu-
nidades autónomas donde está previsto el acceso 
de jóvenes extranjeros que estuvieron tutelados 
(Rentas de Garantía, Renta Valenciana de Inclusión, 
Renta Mínima de Inserción en Andalucía, etc.)”. 
Sobre esta cuestión, es importante subrayar que 
uno de los principales desafíos que enfrentan estos 
jóvenes en esa compleja etapa, es precisamente la 
falta de ingresos mínimos para satisfacer necesida-
des básicas. 

Una importante y reciente medida adoptada a nivel 
estatal ha sido la creación del Ingreso Mínimo Vital 
(IMV), descrita por el Ministerio de Inclusión, Seguri-
dad Social y Migraciones como una “prestación diri-
gida a prevenir el riesgo de pobreza y exclusión social 
de las personas que viven solas (…) y carecen de re-
cursos económicos básicos para cubrir sus necesida-
des básicas”. El Ministerio, a su vez, precisa que no se 
trata de una prestación discrecional, sino un “derecho 
subjetivo a una prestación económica, que forma 
parte de la acción protectora de la Seguridad Social, y 
garantiza un nivel mínimo de renta a quienes se en-
cuentren en situación de vulnerabilidad económica.  
Persigue garantizar una mejora real de oportunidades 
de inclusión social y laboral de las personas beneficia-
rias. Opera como una red de protección dirigida a per-
mitir el tránsito desde una situación de exclusión a 
una participación en la sociedad38”.   

Sin embargo, entre los requisitos establecidos en la 
normativa que crea el IMV (Real Decreto-ley 20/2020, 
de 29 de mayo), se incluye, por un lado, que las per-
sonas tengan “residencia legal en España” y por el 
otro, que sean mayores de 23 años de edad (art. 5). 
En cuanto al primero, cabe señalar que el mínimo nú-
mero de permisos de residencia expedidos a niños 
migrantes no acompañados, así como las dificultades 
señaladas para su renovación una vez que sean adul-
tos, puede implicar la imposibilidad de acceder a esta 
modalidad de protección del derecho a la seguridad 
social. Ahora bien, con o sin permiso de residencia, el 
principal obstáculo para estos jóvenes, al salir del sis-
tema de protección de infancia, es el de la edad mí-

nima que exige el Real Decreto-Ley, el cual excluye a 
un colectivo en particular situación de vulnerabilidad.  

Al estar en juego una serie de derechos fundamenta-
les, como el derecho a la seguridad social, a un nivel 
de vida adecuado -y los derechos que éste incluye, 
como el derecho a la alimentación-, es fundamental 
que sean garantizados sin discriminación alguna, 
como es el caso de la edad. Ello pondría en cuestión 
la exclusión de jóvenes entre 18 y 23 años en deter-
minadas circunstancias de vulnerabilidad, como es el 
caso de los jóvenes extutelados cuyas condiciones de 
vida pudieran encuadrarse en aquellas contempladas 
en el Real Decreto-Ley 20/2020.  

En este sentido, es importante resaltar lo propuesto 
por el Alto Comisionado para la Lucha contra la Po-
breza Infantil sobre la necesidad de contemplar a los 
niños tutelados, al llegar a la mayoría de edad, dentro 
de programas de protección social como el Ingreso 
Mínimo Vital39.  De la misma manera lo han hecho or-
ganizaciones de la sociedad civil, haciendo referencia 
en general a todos los niños que salen de los centros 
de protección, y mencionando de manera particular los 
casos en que no tienen una red de apoyo familiar que 
pueda facilitarles la cobertura de una serie de necesi-
dades básicas40. Asimismo, es oportuno mencionar 
que el Estado, en su evaluación del avance dentro de 
la Agenda 2030 sobre Desarrollo Sostenible, y en refe-
rencia a programas no contributivos como el IMV, 
afirmó que “es necesario el incremento del gasto pú-
blico social, especialmente focalizando las actuaciones 
en los colectivos de especial vulnerabilidad, como (…) 
la población migrante y refugiada, entre otros colecti-
vos en situación de exclusión social severa.” (Ministe-
rio de Derechos Sociales y Agenda 2030, 2021:136). 

38. Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y 
Migraciones. Ingreso Mínimo 
Vital, en https://www.seg-
social.es/wps/portal/wss/int
ernet/Trabajadores/Prestacio
nesPensionesTrabajadores/6
5850d68-8d06-4645-bde7-
05374ee42ac7 

39. 
https://www.europapress.es
/epsocial/infancia/noticia-
gobierno-ampliara-umbral-
renta-ingreso-minimo-tendra-
cuenta-menores-tutelados-
cumplir-18-20210421163752.
html  

40. 
https://www.lavozdegalicia.e
s/noticia/sociedad/2020/06/
01/denuncian-ingreso-
minimo-vital-deja-fuera-
jovenes-salen-centros-
menores/0003159102000794
4795395.htm. 

3.4. Derecho a la seguridad social: acceso  
a programas de ingreso mínimo o renta básica

Al estar en juego una serie de derechos 
fundamentales, como el derecho a la 
seguridad social y a un nivel de vida 
adecuado, es fundamental que sean 
garantizados sin discriminación alguna, 
como es el caso de la edad.
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Por lo tanto, una revisión del requisito etario para acce-
der al IMV podría representar una herramienta que, es-
tando a la mano del Estado, contribuya a reducir 
significativamente la situación de vulnerabilidad en que 
pueden estar jóvenes tutelados al convertirse en adul-
tos. En la misma dirección, desde otros niveles de go-
bierno se podrían adoptar medidas para asegurar, por 
ley o en la práctica -según el caso-, que los jóvenes ex-
tutelados puedan acceder a programas autonómicos 
de transferencia de ingresos o rentas para personas en 
condiciones de vulnerabilidad, como la Prestación de 
Inserción de Canarias y el anunciado futuro Ingreso por 
la Infancia y la Inclusión (IPII) de Andalucía.  

En cuanto a la normativa que regula la Prestación 
Canaria de Inserción (Ley 1/2007, de 19 de enero), 
es oportuno destacar que entre las personas benefi-
ciarias, incluye a quienes “tuvieran reconocida la 

condición de refugiado o beneficiario de protección 
subsidiaria (…) o aquellas personas cuya solicitud de 
protección internacional se hubiese admitido a trá-
mite o, no habiendo sido admitida ésta, tengan las 
personas solicitantes autorizada su estancia o resi-
dencia en España por razones humanitarias, en el 
marco de la legislación reguladora del derecho de 
asilo”. Sin perjuicio de la posibilidad de incluir expre-
samente a todo joven ex tutelado en situación de 
vulnerabilidad, en el caso de jóvenes solicitantes de 
asilo o refugiados, deben recordarse los obstáculos 
descritos en el capítulo anterior en cuanto al ejerci-
cio del derecho al asilo por parte de los niños y 
niñas no acompañados. Entre los múltiples efectos 
de este problema estaría también, entonces, la difi-
cultad de acceder a una prestación que podría ser 
clave para mitigar la vulnerabilidad al iniciar su vida 
autónoma.   

Entre los múltiples efectos de este problema estaría también la  
dificultad de acceder a una prestación que podría ser clave para 
mitigar la vulnerabilidad al iniciar su vida autónoma.   
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En Canarias, así como en otras comunidades y ciuda-
des autónomas, se han desarrollado una serie de pro-
gramas que contribuyen a la inserción social, 
educativa y laboral de las personas jóvenes que han 
estado acogidas por los sistemas de protección de in-
fancia. Entre otras iniciativas, cabe mencionar los Pro-
gramas Emancípate y Suma+41, orientados a la 
atención social y promoción del empleo de jóvenes 
extutelados. De igual manera, diversas entidades so-
ciales también desarrollan numerosos programas para 
apoyar la inclusión social de estos jóvenes, como la 
Fundación Don Bosco, Fundación MAIN, o la Asocia-
ción Española Escuelas de Segunda Oportunidad, 
entre otras. Estas entidades socioeducativas trabajan 
con modelos de integración que incluyen formas de 
intervención basadas en acompañamiento personali-
zado, trabajo con perfiles diversos, flexibilidad, creati-
vidad, innovación tecnológica, cursos a medida, 
itinerarios formativos reglados y no reglados, compro-
miso de docentes y educadores sociales, volunta-
riado, soluciones habitacionales, experiencia en 
sectores innovadores generadores de empleo, y un 
trabajo activo en la prevención de la discriminación y 
estigmatización. 

Ahora bien, los problemas descritos en el capítulo an-
terior acerca de la situación de la infancia no acompa-
ñada migrante en numerosos centros de protección, y 
especialmente, en aquellos dispositivos de emergen-
cia, daban cuenta de las dificultades en el proceso de 
inserción educativa, o en el acceso a la formación pro-
fesional, como un punto de partida clave para la fase 
siguiente, es decir, la vida autónoma como persona 
mayor de edad. Muchos niños y niñas con los que 
hemos conversado en los recursos visitados, hacían 
referencia al estudio como su objetivo prioritario, o 
bien a la búsqueda de trabajo, destacando en algunos 
casos la “presión familiar” para que a la mayor breve-
dad posible puedan enviar algún tipo de remesa. Al 
multiplicarse la necesidad de ingresos una vez que ac-
ceden a la mayoría de edad, a esa emancipación for-
zosa, las posibilidades de continuar (o empezar) 
procesos educativos se reduce al mínimo, especial-
mente si no pueden acceder a los programas de ren-
tas o ingresos mínimos, y si no se encuentran entre 
los pocos que han ingresado a las plazas de pisos. 

Por la continuidad evidente que los desafíos del sis-
tema de protección -y en especial, en contextos de 

contingencia- tienen en las escasas oportunidades 
educativas y laborales de los jóvenes extutelados, es 
importante visibilizar nuevamente la coordinación que 
debe haber entre políticas públicas y entidades, a 
nivel intersectorial e intergubernamental. Es preciso 
un enfoque de ciclos de vida, intergeneracional, para 
asegurar la articulación de todos los engranajes. En 
esta línea, las defensorías del pueblo (2019:40) indica-
ron que “Es imprescindible garantizar el continuo de 
la atención desde la etapa en que los y las menores 
se encuentran tutelados por la administración hasta 
que alcancen la suficiente autonomía para gestionar 
sus vidas. El fracaso de los procesos de tránsito a la 
vida adulta de estos chicos y chicas supondría la pér-
dida de toda la inversión realizada desde su acogida 
por todos los poderes públicos y evidenciaría la caren-
cia de nuestros sistemas públicos para adecuarse a 
esta nueva realidad. Estos menores necesitan del es-
fuerzo de todos los agentes públicos, si no se trabaja 
por su integración desde su acogida, diseñando pro-
yectos en los que se trabaje también con la sociedad 
receptora, en los que se erradiquen discursos en los 
que se criminalice a estos chicos, nos encontraremos 
con un importante número de jóvenes condenados a 
la marginalidad y a la exclusión”. 

En materia de empleo, es oportuno mencionar que en 
el Plan de Choque de Empleo Joven (2019-2021), 
entre sus objetivos prioritarios, se encuentra el de 
“tender especialmente a los colectivos especial-
mente vulnerables (personas migrantes)…”. A su vez, 
también se debe destacar lo dispuesto en el Real De-
creto Ley 02-2021, de 26 de enero, por el cual se mo-
difica el artículo 97 de la Ley 18/2014, de 15 de 
octubre, de aprobación de medidas urgentes para el 
crecimiento, la competitividad y la eficiencia, sobre la 
inscripción en el Fichero Nacional de Garantía Juvenil. 

3.5. Educación, formación profesional y empleo

41. 
https://www.gobiernodecan
arias.org/cmsweb/export/sit
es/dsidj/.content/PDF/fse/pr
ograma_sumas.pdf y 
https://www.gobiernodecan
arias.org/cmsweb/export/sit
es/dsidj/.content/PDF/fse/pr
ograma_emancipate.pdf. 

Debido a los contínuos desafíos en los 
ámbitos educativo y laboral que afrontan  
los jóvenes extutelados, es importante 
insistir en la coordinación necesaria entre 
políticas públicas y entidades, a nivel 
intersectorial e intergubernamental.
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Allí se establece que “También podrán inscribirse los 
extranjeros titulares de una autorización para residir 
en territorio español que habilite para trabajar, así 
como los menores no acompañados que aporten una 
Acreditación de los Servicios de Protección de Meno-
res de la Comunidad Autónoma que justifique indivi-
dualmente el acceso, mediante la inscripción, a 
actividades o programas de educación o formación 
que redunden en su beneficio”. 

La experiencia demuestra que la integración laboral de 
estos jóvenes requiere de procesos formativos adapta-
dos, pero también de un acompañamiento más integral 
que cubra otras dimensiones del desarrollo personal, 
como se está haciendo por parte de entidades sociales 
especializadas y comprometidas con esta realidad 
compleja. Por otro lado, exige una implicación compro-

metida por parte del sector empleador. Su integración 
sociolaboral hace imprescindible las alianzas entre múl-
tiples actores, entre sector público, privado y sociedad 
civil, con los jóvenes en el centro. Para ello, es necesa-
ria la construcción de puentes con el sector privado 
que generen nuevas oportunidades para y con los jóve-
nes, estables y duraderas y reforzar y catalizar todo el 
potencial que tienen. El rol del sector privado en esas 
alianzas va más allá de la financiación de programas de 
acción social. Es necesario que se produzcan cambios 
en las narrativas y en las políticas y estrategias de las 
empresas. La empresa se puede involucrar con sus co-
nocimientos, innovación, recursos humanos, estable-
cer políticas internas generadoras de oportunidades 
inclusivas, desarrollar formaciones en nuevos nichos de 
mercado para empleos con futuro, empleos dignos, es-
tables y con proyección. 
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Junto con todas las autoridades pertinentes en los 
planos sociales, laborales, económicos y productivos, 
el sector privado debe cobrar un papel relevante y de 
creación compartida, en el marco de la Agenda 2030, 
aportando sus capacidades para favorecer la equidad 
en el acceso a las oportunidades. En esta línea de tra-
bajo el incipiente programa Generation Unlimited en 
España, supone una llamada a la acción colectiva pro-
movida por UNICEF España, a través de la creación 
de una alianza multiactor entre sector privado, sector 
público, sociedad civil y jóvenes para impulsar la ge-
neración de talento y empleabilidad a través de una 
respuesta integral, incluyendo a los jóvenes migran-
tes que han estado tutelados por una entidad de pro-
tección al haber llegado al país como niños no 
acompañados. De todas maneras, la realidad indica 
que el acceso a servicios sociales básicos, a dere-

chos fundamentales como la educación, el trabajo, la 
protección social, o la vivienda, entre otros (ver tabla 

5), representa una carrera plagada de obstáculos para 
la juventud migrante y refugiada no acompañada, 
luego de haber estado bajo la guarda o tutela de la 
entidad pública competente en la protección de la in-
fancia. Algunos actores de este ámbito, tanto en el 
marco de esta investigación como en otras previas, 
han usado la analogía del sistema de protección 
como una suerte de “padres” o “madres” de los 
niños no acompañados. Siguiendo esa referencia, es 
ineludible reafirmar la urgencia de implementar una 
serie de políticas -desde un abordaje intersectorial e 
intergubernamental- dirigidas a garantizar el derecho 
a un nivel de vida adecuado a los jóvenes que se 
emancipan automáticamente al cumplir los 18 años 
de edad. 

42. Es decir, esta tabla no 
aplica, por un lado, a la 
realidad del elevado 
porcentaje de niños y 
niñas migrantes no 
acompañados que están 
acogidos en los centros de 
emergencia descritos en el 
capítulo anterior. También 
cabe recordar que incluso  
algunos de estos derechos 
no son garantizados de 
manera efectiva para 
algunos niños que están 
en recursos de acogida 
integral, debido a los 
desafíos identificados en 
cuanto a la variedad de 
condiciones de centro a 
centro.

Tabla 5: Derechos en riesgo al llegar a la mayoría de edad

Fuente: Elaboración propia

 
Derechos 
 
 
Educación 

Vivienda 

Alimentación y 
vestimenta 

Empleo 

Identidad 

Protección frente  
a la violencia y 
explotación 

No discriminación 
 

Responsabilidad 
pública 

Niños/as tutelados en el sistema de 
protección (protección integral adecuada42)  

Escolarización y cursos de formación profesional 

Acogida en centros de protección 

Alimentos y otras necesidades cubiertas 
 

Formación profesional y permiso de trabajo (+16) 

Obligación de dar permiso de residencia 

Mecanismos de protección y supervisión 
 
 

Sistema de protección de la infancia, sin 
discriminación 

Rol del Estado (CCAA, entidad competente). 
Guarda y tutela 

 
Jóvenes extutelados 
 
 
Muy pocas oportunidades educativas 

Plazas en pisos para un porcentaje mínimo 

Sin ingresos para cubrir necesidades 
 

Mínimas oportunidades de  empleo 

Serios obstáculos para regularidad migratoria 

Riesgos de explotación laboral y/o sexual, 
violencia social y policial, situación de calle 
 

Racismo y xenofobia 
 

Ausencia del Estado como garante de derechos 



La plena integración de los jóvenes extutelados contri-
buye no solamente a la realización de sus derechos, 
sino también a alcanzar metas importantes en toda 
sociedad caracterizada por la diversidad cultural y de 
procedencias de su población. Al respecto, la Comi-
sión Europea, en su Comunicación sobre niños mi-
grantes, señaló la relación entre su acogida e 
integración social como un objetivo importante para 
la promoción de la convivencia y cohesión social. En 
particular, destacó que la “integración temprana de 
los menores es crucial para apoyar su desarrollo 
hasta alcanzar la edad adulta. Se trata de una inver-
sión social y de un factor esencial que contribuye a 
la cohesión social general en Europa. (…) Esto com-
prende esfuerzos continuos para promover un enfo-
que positivo frente a la diversidad, así como el 
combate contra el racismo, la xenofobia y, en parti-
cular, la incitación al odio contra los menores migran-
tes” (Comisión Europea, 2017). 

Como ya se destacó, la insuficiencia de los progra-
mas sociales de vivienda, educación, o empleo, o la 
exclusión de ciertos programas de protección social, 
derivan en un proceso de exclusión social, que en al-
gunos casos agrava la situación de vulnerabilidad 
que los niños migrantes tenían en sus países de ori-
gen y, como explicamos, pueden haberse acrecen-
tado debido a condiciones inadecuadas de acogida. 
La Federación de Entidades con Proyectos y Pisos 
(FEPA, 2020) advirtió que “Probablemente, esta si-
tuación generará problemas de marginación, re-
chazo, xenofobia…”, y por ende, que su “solución…
será siempre más costosa que invertir en transfor-
marlos en ciudadanos y ciudadanas de pleno dere-
cho”.  

La información recolectada a lo largo de la investiga-
ción, en este aspecto, también nos muestra una 
imagen dual. Se explicaba en el capítulo anterior 
que, por un lado, se puede evidenciar cómo el al-
cance de las políticas de protección de la infancia va 
trazando procesos positivos de integración de algu-
nos niños y niñas no acompañados. Por el otro, los lí-
mites del modelo existente derivan en que un 
considerable porcentaje de niños estén acogidos en 
condiciones inadecuadas que no permiten comenzar 
esa trayectoria virtuosa. Esta dualidad se observa 

también una vez que llegan a la mayoría de edad, 
donde a los embudos de la etapa anterior se les 
agrega uno con una salida aún más estrecha, por el 
que logra pasar una proporción más limitada. 

De esta manera, pudimos verificar, por una parte, ex-
periencias de procesos de integración de jóvenes 
que dan continuidad a las buenas prácticas del sis-
tema de protección, aunque la limitación de los pro-
gramas para jóvenes extutelados conlleva a reducir 
el número de quienes gozan de esa prolongación de 
un circuito virtuoso. En este sentido, la información 
recolectada sobre la realidad en diversos municipios 
de las Islas Canarias, da cuenta de experiencias de 
integración, de convivencia entre jóvenes locales e 
inmigrantes en ámbitos educativos, de ocio, deporti-
vos y comunitarios.  

Las políticas de ciertos actores, como los ayunta-
mientos, pueden ser claves en profundizar ese pro-
ceso de integración. A modo de ejemplo, algunos de 
los ayuntamientos de Canarias, en este sentido, han 
estado desarrollando iniciativas dirigidas a la preven-
ción de la xenofobia y la promoción de la integración. 
Algunos, como el Proyecto Telémaco43, están enfo-
cados en la sensibilización sobre las migraciones en 
el ámbito de la educación; otros, en la problemática 
de los bulos de carácter racista y xenófobos y el rol 
de la comunicación44, y otros, a la promoción de la 
acogida e integración por medio de una red de volun-
tarios ciudadanos y de actividades culturales, con la 
participación de niños no acompañados acogidos por 
el sistema de protección en recursos cedidos por el 
municipio, dirigido a la comunidad en general45.   

Sin embargo, los actores clave que trabajan con este 
colectivo coinciden en la amplia proporción de quie-
nes, al contrario, ven profundizar su situación de vul-
nerabilidad, al perder incluso la limitada protección 
que tenían dentro del sistema de protección de la in-
fancia. Sobre esa realidad, de jóvenes con pocas 
oportunidades laborales y habitacionales, muchos de 
ellos sin permiso para trabajar, y sin posibilidad de 
acceder a programas de protección social, se va ali-
mentando no solamente realidades de marginalidad 
y exclusión, sino también discursos o miradas estig-
matizantes. Esos discursos, a su vez, contribuyen a 
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3.6. Integración social, convivencia  
y prevención del racismo y la xenofobia

43. Iniciativa desarrollada 
por la Asociación Rayuela, 
en coordinación con el 
Ayuntamiento de San 
Cristóbal de La Laguna 
(Tenerife). Ver 
https://asociacionrayuela.c
om/2021/03/26/proyecto-
telemaco/.  

44. El Ayuntamiento de La 
Laguna inició en junio 2021 
un proyecto dirigido a 
constituir una Red 
Municipal Anti-Rumores. 
Ver 
https://www.eldiario.es/ca
nariasahora/tenerifeahora/
desmentir-falsos-rumores-
migracion-acabar-
xenofobia-discriminacion-
objetivos-nueva-iniciativa-
laguna_1_8117993.html.. 

45. El Ayuntamiento de 
Moya (Gran Canaria) 
impulsó diversas iniciativas 
de acogida e integración. 
Ver 
https://www.eldiario.es/can
ariasahora/sociedad/munici
pio-rural-gran-canaria-
gobernado-pp-convierte-
ejemplo-integracion-
acogida-
migrantes_1_7392926.html. 



incrementar ese proceso de exclusión, o incluso 
puede conducir a un prisma de criminalización hacia 
el colectivo. Y es en esos contextos donde pueden 
surgir o incrementarse conflictos sociales, o modali-
dades de violencia o de inseguridad ciudadana, te-
niendo a esos jóvenes como víctimas y victimarios 
de problemas sociales prevenibles. En ese contexto, 
como se refleja en medios de comunicación locales, 
en algunos municipios, el vacío o insuficiencia de ini-
ciativas de inclusión e integración pasa a estar ocu-
pado por modalidades de intervención de la agenda 
en materia de seguridad ciudadana, en respuesta a 
esos conflictos. 

El grado de exclusión en el que pueden estar (como 
niños no acompañados en algunos centros de emer-
gencia, o como jóvenes extutelados en situación de 
calle) explica la paradoja señalada por un funcionario 
entrevistado, explicando que, si cometieran algún de-
lito, tal vez pasarían a tener más derechos que antes. 
Esto recuerda las palabras de Hannah Arendt para 
hacer referencia a personas que no tienen garantizado 
el “derecho a tener derechos”: 

“El mejor criterio por el que decidir si alguien se 
ha visto expulsado del ámbito de la ley es pre-
guntarle si se beneficiará cometiendo un delito. 
Si un pequeño hurto es probable que mejore, al 
menos temporalmente, su posición legal, se 
puede estar seguro de que ese individuo ha sido 
privado de sus derechos humanos. Porque enton-
ces un delito se convierte en la mejor oportuni-
dad de recuperar algún tipo de igualdad humana, 
aunque sea como reconocida excepción a la 
norma” (Arendt, 1951:239). 

En cualquier caso, aunque los retos sean múltiples, 
más son las iniciativas de diferente naturaleza que 
existen, y que pueden reforzarse y ampliarse, para 
abordarlos y prevenirlos. A muchas de ellas ya 
hemos hecho referencia en este capítulo y el ante-

rior, y las recomendaciones de este informe incluyen 
otra serie de medidas en esta dirección. El fortaleci-
miento del rol de los gobiernos locales es una herra-
mienta ineludible, en tanto es allí donde la 
convivencia y cohesión social se puede construir día 
tras día, donde los niños y las niñas, y luego jóvenes, 
no acompañados, con la combinación de actores y 
políticas adecuadas, pasan a constituirse en vecinos, 
en integrantes de la comunidad, y en definitiva, en 
ciudadanos y ciudadanas. Asimismo, la labor de la 
sociedad civil en colaboración con las entidades loca-
les es clave para generar los espacios de convivencia 
intercultural que promuevan el encuentro entre per-
sonas de distintas culturas que conforman cada co-
munidad. Este enfoque desplegado por algunos 
programas innovadores promovidos por alianzas pú-
blico-privadas se ha evidenciado con un gran poten-
cial de transformación social.   

A fin de fortalecer y multiplicar esta clase de iniciati-
vas, debe notarse la importancia de la cooperación de 
la Unión Europea, a través de fondos destinados pre-
cisamente a esta clase objetivos. La Comisión, en sus 
palabras, “promueve la cooperación entre los Estados 
miembros en este ámbito, facilitando los intercam-
bios de buenas prácticas y proporcionando apoyo fi-
nanciero para los proyectos piloto de integración para 
todos los menores migrantes, incluidos los no acom-
pañados. La integración de los menores no acompa-
ñados constituye una prioridad en el marco del Fondo 
de Asilo, Migración e Integración (FAMI)….” (Comi-
sión Europea, 2017). 
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No tengo ningún problema en el 

centro, pero en la calle tengo que afrontar 

racismo, la gente me mira muy raro ” . 

Niño marroquí, 15 años 

La labor de la sociedad civil en colaboración con las entidades locales 
es clave para generar los espacios de convivencia intercultural que 
promuevan el encuentro entre personas de distintas culturas que 
conforman cada comunidad. Este enfoque se ha evidenciado con un 
gran potencial de transformación social.   
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Uno de los especialistas y referentes del trabajo con 
niños no acompañados y jóvenes que habían estado 
tutelados por el sistema de protección de la infancia, 
con quien dialogamos en Canarias, al describir ese 
“salto al vacío” de la transición a la mayoría de edad, 
lo resumió como “mucho dinero tirado a la basura”. En 
efecto, la política de protección de la infancia, además 
de representar una herramienta de política pública di-
rigida a cumplir con la obligación legal de garantizar 
los derechos de los niños y niñas, constituye una he-
rramienta de inversión social en su sentido más puro. 
Así, esa inversión pública, al no tener correlato me-
diante programas equiparables, no solo impide reco-
ger la cosecha de toda esa inversión, sino que 
germina problemas en el corto o mediano plazo, para 
los jóvenes que quedan excluidos de derechos bási-
cos, pero también a nivel social, porque esa exclusión 
genera efectos opuestos a las metas de políticas so-
ciales en ámbitos diversos como la educación, el em-
pleo, la vivienda, la seguridad social, la convivencia, la 
seguridad ciudadana, entre otros. En definitiva, con 
las políticas de desarrollo humano sostenible. 

En efecto, al no haber aprovechado adecuadamente la 
inversión de muchos actores (humana y presupuesta-
ria), se corta el circuito virtuoso que va trazando el sis-
tema de protección de la infancia, dirigido, en primer 
lugar, a brindar acogida, identificar vulnerabilidades, eva-
luar de forma individualizada el interés superior del niño, 
y luego, avanzar adecuada y progresivamente hacia su 
integración, para garantizar una vida autónoma, con de-
rechos. Sin embargo, un modelo inadecuado para que 
esa primera etapa funcione en contexto de contingen-
cia (como se analizó en el capítulo anterior), así como la 
ausencia de una pasarela social, es decir, la discontinui-
dad en la siguiente fase, conduce a una dirección con-
traria. Esa inversión pública en niños, niñas y 
adolescentes, consecuentemente, da paso a partidas 
de gasto público dirigido a atender un circuito perjudicial 
derivado de la imposibilidad de acceder a herramientas 
que pudieran continuar ese proceso positivo de integra-
ción mediante proyectos de autonomía modelados 
desde un enfoque de derechos y un abordaje integral. 

En Canarias, al escuchar a los niños y niñas migrantes 
acogidos en los recursos de atención integral, se 

podía observar la confluencia de esas dos realidades 
que dan cuenta de la falta de coordinación y comple-
mentariedad de políticas públicas que deberían seguir 
el desarrollo humano de las personas a través de 
cada ciclo de vida. Por un lado, observamos cómo, 
en ese tipo de centros, los niños están en un tra-
yecto de progresiva integración, es decir, de ejercicio 
de derechos como la educación, la protección, o in-
cluso la recreación y la participación (centros con, 
por ejemplo, asambleas semanales para que puedan 
expresarse, hacer propuestas, evaluaciones, etc.). Y 
expresaban, con satisfacción, su plena consciencia 
de esas oportunidades. Por el otro, al preguntarles 
por su futuro, transmitían, junto a sus sueños y de-
seos, su profundo temor o preocupación sobre lo 
que podría ocurrirles al llegar a la mayoría de edad, si 
tendrán un lugar dónde vivir, si conseguirán un tra-
bajo, si podrán seguir estudiando o incluso ir a la Uni-
versidad. 

Las políticas públicas que den continuidad a esa in-
versión pública, asegurando un abordaje coherente, 
complementario, integral y articulado entre esos ci-
clos de vida, no solamente pueden tener conse-
cuencias directas en los derechos de esos jóvenes, 
en seguir satisfaciendo sus necesidades, sino tam-
bién para la sociedad en general. La “inversión” en 
derechos no es un gasto. Al contrario, contribuye di-
rectamente, en el corto y largo plazo, al cumpli-
miento de objetivos básicos para asegurar 
condiciones de vida a todas las personas que inte-
gran una sociedad, o incluso para atender necesida-
des y desafíos que puedan tener. Un reciente 
informe del Estado da cuenta de ello: “En los próxi-
mos años asistiremos a una aceleración de la diver-
gencia entre hemisferios que ha marcado el último 
medio siglo: envejecimiento en el Norte y consi-
guiente reto para la viabilidad de los sistemas de 
bienestar, y explosión demográfica en un Sur con li-
mitados medios para satisfacer las demandas de 
una población joven y con crecientes expectativas. 
La gestión de los flujos migratorios, desde la salva-
guarda de los Derechos Humanos y los principios de 
la Agenda 2030, se perfila como la única respuesta 
posible a este dilema, y también puede ofrecer solu-
ciones a otros como los desequilibrios territoriales y 

3.7. La integración de la infancia y la juventud 
migrante no acompañada como inversión social 
y política de desarrollo humano sostenible
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la brecha entre regiones y entre el medio urbano y 
el rural y al incremento de la pobreza previsto para 
los próximos años.” (Ministerio de Derechos Socia-
les y Agenda 2030, 2021:278) 

En la misma dirección, el Defensor del Pueblo, al 
examinar de manera exhaustiva los aportes claves 
de la inmigración a la economía, el empleo, la seguri-
dad social, entre otros, en España, señala que “las 
previsiones de fuerza laboral no son del todo catas-
tróficas, pero…. esto será gracias a la trascendental 
aportación de la población inmigrante” (2020:22). Al 
analizar la Encuesta de Población Activa, destacó 
que “solo en el tramo de edad potencialmente activo 
entre 16 y 55 años la población española se habría 
reducido en 2,3 millones de potenciales trabajadores 
desde el año 2000, mientras que la población extran-
jera y con doble nacionalidad se ha incrementado en 
3,7 millones, posibilitando así el incremento de la 
oferta laboral potencial en 1,4 millones (…) El 60% 
de los 4,4 millones de nuevos activos incorporados 
al mercado laboral desde el inicio de los 2000 pro-
viene de la incorporación de población extranjera en 
edad laboral, con tasas de actividad mucho más ele-
vadas que las españolas”. Además, los “ocupados ex-
tranjeros suponen alrededor del 16% del empleo en 
términos EPA, y del 21% de las afiliaciones a la Se-
guridad Social. Se trata, por lo tanto, de un volumen 
imprescindible en el funcionamiento de la maquina-
ria económica española” (Defensor del Pueblo, 
2020:28-29, 33). 

Es oportuno compartir expresamente algunas de las 
conclusiones a las que llega el Defensor del Pueblo 
(2020:101-103), debido a la importancia que debería 
tener a la hora de evaluar todo el proceso de acogida, 
protección e integración de la infancia no acompa-
ñada, incluyendo las políticas dirigidas a garantizar su 
continuidad en sus primeros años como jóvenes adul-
tos: 

• “Los retos asociados al envejecimiento constituyen 
una prioridad absoluta para la Unión europea y 
deben serlo también para España”. 

• “Las importantísimas consecuencias económicas 
de una estructura demográfica envejecida son bien 
conocidas, y la migración de reemplazo es esencial 
como mecanismo de compensación demográfico”. 

• “La migración alivia el impacto del envejecimiento 
poblacional de la economía”. 

• “El crecimiento de la población activa requiere ac-
tualmente la aportación de fuerza laboral extranjera 
y su ocupación es esencial para sostener el nivel de 
empleo”. 

• “La inmigración laboral contribuye a mitigar los efec-
tos agregados en fase de desaceleración o crisis”. 

• “Las economías más avanzadas requerirán la contri-
bución de inmigración laboral joven y cualificada”. 

• “La inmigración ha colaborado a sostener el progre-
sivo incremento de la tasa de actividad femenina de 
las españolas de forma muy notable, contribuyendo 
a resolver la llamada crisis de los cuidados”. 

Los análisis del Defensor, así como la evaluación del 
Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, 
están directamente vinculados con lo conversado en 
diversas reuniones desarrolladas durante la investiga-
ción en Canarias, con actores clave a nivel autonó-
mico, provincial y municipal, de entidades públicas y 
sociales, sobre lo importante que podría ser para mu-
chas comunidades del archipiélago, que los jóvenes 
migrantes extutelados pudieran integrarse al mercado 
de trabajo. Es decir, sobre la migración como oportu-
nidad no solamente para las personas migrantes sino 
también para la sociedad que las acoge. Mientras al-
gunos hacían referencia a la necesidad y urgencia de 
revitalizar el área rural canaria -recordando que emi-
grantes canarios hicieron lo mismo en los países a los 
que migraron en décadas pasadas-, otros aludían a 
otra serie de ámbitos del empleo y la economía en los 
que hacía falta incorporar jóvenes, y por ende, la im-
portancia de contribuir a su debida formación con la 
mayor antelación posible. 

Fortalecer la integración social de la infancia mi-
grante no acompañada, asegurando la continuidad 
de ese proceso virtuoso al llegar a la mayoría de 

La inversión en derechos no es  
un gasto. Al contrario, contribuye 
directamente al cumplimiento de 
objetivos básicos para asegurar 
condiciones de vida a todas las 
personas que integran una sociedad.
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edad, no es otra cosa que promover políticas de 
desarrollo humano, un elemento imprescindible, 
medular, para garantizar a toda sociedad una vida 
digna y con las debidas libertades y oportunidades 
para la cohesión social y la convivencia pacífica 
entre todas las personas que la integran. Por lo 
tanto, es importante resaltar algunos datos del ya 
citado Informe de progreso en España en materia 
de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (Ministe-
rio de Derechos Sociales y Agenda 2030, 2021), en 
tanto abonan algunos de los principales hallazgos 
del presente diagnóstico: 

“A estas medidas se suman otras igualmente di-
rigidas a colectivos de especial vulnerabilidad 
como el inicio de la reforma de la normativa con 
el fin de articular vías que favorezcan la inclusión 
de niños, niñas y adolescentes que migran solos 
y de estos cuando alcanzan la mayoría de edad 
con el fin de evitar su irregularidad sobrevenida 
y reducir su vulnerabilidad, la atención y protec-
ción de los niños, niñas y adolescentes que mi-
gran solos” (2021:34). 

“La situación de las personas de nacionalidad 
extranjera y, especialmente, los de origen ex-
traeuropeo es particularmente grave, con una 
tasa de AROPE que llega al 51,7% -54,2% entre 
los ciudadanos no europeos-, más del doble que 
la de la población general y casi un 150% más 
alta de la de las personas de nacionalidad espa-
ñola, de forma que, más de una de cada dos 
personas migrantes se encuentran en riesgo de 
pobreza y exclusión social. Además, el 13,4% -
15,3% en el caso de los ciudadanos no euro-
peos- sufre privación material severa, cuatro 
veces más que la población con nacionalidad es-
pañola” (2021:131). 

Consecuentemente, el Ministerio incluye entre las 
“prioridades de actuación”, el deber de “profundizar 
los estándares internacionales de derechos de la in-
fancia migrante en los marcos normativos estatales 
y autonómicos en materia de protección a la infan-
cia.” (2021:260). De la misma manera, en el Plan de 
Garantía Juvenil 2021-202746,  la Medida 10 tiene 
como objetivo orientar “las acciones integrales de 
empleo dirigidas al colectivo joven migrante”, y por 
ende “se fomentará la mejor orientación e inserción 
laboral de las personas jóvenes migrantes”. Entre los 
instrumentos para alcanzar ese fin, está el “apoyo a 
la figura de la persona mediadora u orientadora so-

ciolaboral: se incidirá especialmente en la necesaria 
formación y cualificación específica de las personas 
orientadoras en este ámbito.” 

Como cierre de este capítulo, cabe recordar el pro-
nunciamiento colectivo de las defensorías del pueblo 
estatal y autonómicas sobre los niños migrantes no 
acompañados (2019:38): “La atención a jóvenes, que 
estando tutelados por la administración alcanzan la 
mayoría de edad es uno de los más importantes défi-
cits del actual sistema de protección que afecta de 
una forma muy especial a los menores extranjeros no 
acompañados, debido a la falta de referentes familia-
res en nuestro país, a las dificultades ya citadas para 
obtener o prorrogar su documentación, si la hubieran 
obtenido, así como por las limitaciones para poder ob-
tener medios básicos de subsistencia a través de un 
trabajo como consecuencia de las dificultades para 
acceder a la preceptiva autorización de trabajo.” 

Este capítulo ha descrito con cierto detalle ese  
déficit, su impacto en los derechos de los jóvenes  
migrantes al salir del sistema de acogida -profundi-
zando en muchos casos algunos problemas previos-, 
así como el efecto contraproducente que tiene en la 
inversión social y pública que caracteriza a las políti-
cas de protección de la infancia, y consecuente-
mente, en las políticas de desarrollo humano. Ahora 
bien, ambos capítulos también dieron cuenta del 
proceso virtuoso de integración que pueden tener 
ambas etapas a través de un modelo de atención in-
tegral -incluyendo una respuesta coordinada y co-
rresponsable a un contexto de crisis-, y de cómo ello 
puede no solamente acompañar la transición a una 
vida autónoma, sino contribuir significativamente a 
los objetivos de políticas públicas en beneficio de 
toda la sociedad. 

La conclusión de este diagnóstico es simple: es im-
prescindible e impostergable que se garanticen políti-
cas públicas integrales y coordinadas, la continuidad 
del enfoque de inversión pública a lo largo de esos ci-
clos de vida. A tal fin, es ineludible promover instan-
cias de coordinación de políticas públicas en la que 
participen múltiples sectores y niveles de gobierno 
(municipal, provincial, autonómico, estatal y, también, 
europeo), con carácter intersectorial (infancia, juven-
tud, empleo, vivienda, protección social, educación, 
entre muchos otros), y un amplio y variado abanico de 
entidades sociales, organizaciones de la sociedad 
civil, el sector privado, y, por supuesto, incluyendo de 
manera activa a los propios niños y jóvenes.  

46. Resolución de 24 de 
junio de 2021, de la 
Secretaría de Estado de 
Empleo y Economía Social, 
por la que se publica el 
Acuerdo del Consejo de 
Ministros, de 8 de junio de 
2021, por el que se 
aprueba el Plan Garantía 
Juvenil Plus 2021-2027 de 
trabajo digno para las 
personas jóvenes. 
Resolución publicada en el 
BOE del 25-06-2021.
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En nuestro informe de 2019 decíamos que para la po-
blación joven inmigrante extutelada en Andalucía exis-
tía una carencia evidente de iniciativas y ausencia de 
mecanismos de seguimiento tras alcanzar la mayoría 
de edad. El porcentaje de niños y niñas que efectiva-
mente se beneficiaban de proyectos en este sentido 
era sumamente bajo. Desde entonces, algunas iniciati-
vas han seguido una evolución positiva.  

Actualmente, la Comunidad Autónoma de Andalucía dis-
pone de algunos servicios para el colectivo de jóvenes 
procedentes del Sistema de Protección, como el Pro-
grama de Adquisición de Competencias Socio-laborales 
(PACS) de la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y 
Conciliación. El PACS se compone de dos programas es-
pecializados, que engloban tres tipos de recursos desti-
nados a la adquisición de competencias sociales y 
laborales por el colectivo de menores de edad y jóvenes 
procedentes del Sistema de Protección de Menores de 
Andalucía, desde los 16 y hasta 25 años:  

• COIL (Centros de Orientación e Integración Laboral). 
Destinados a los niños y niñas que se encuentran en 
centros de protección con edades comprendidas 
entre los 16 y hasta los 18 años. Los objetivos se 
orientan a dotar a este colectivo de las herramientas, 
habilidades y actitudes necesarias para encarar la 
búsqueda de empleo, en su futura vida indepen-
diente. 

• P+18 (Programa de Mayoría de Edad), se desarrolla 
por medio de dos tipos de recursos: 

- Alta Intensidad (AI). Son pisos de autonomía para 
jóvenes provenientes del sistema de protección 
que carezcan de apoyo familiar, vivienda y recur-
sos personales, sociales y económicos indispensa-
bles para llevar una vida independiente. Como 
regla general, el tiempo máximo en el programa 
será de un año, y solo en circunstancias excepcio-
nales y por causas específicas se podrá permane-
cer un periodo superior. El número de plazas de AI 
con los que se cuenta actualmente en este año 
2021 son 838, de las cuales 122 son específicas 
para jóvenes mujeres extuteladas. En 2020 eran 
668 y en 2019, 438. 

- Media Intensidad (MI). Servicio que consta de una 
serie de recursos cuyo objetivo es orientar, asesorar 

y apoyar una adecuada inserción sociolaboral, a niños 
entre 16 y 18 años que se encuentren en el sistema 
de protección, y jóvenes entre 18 y 25 procedentes 
del mismo. Las actividades consisten en capacitar, 
orientar, asesorar y acompañar la inserción laboral 
dentro del proceso de emancipación. Actualmente 
existen unos 50 servicios de media intensidad distri-
buidos en toda la Comunidad Autónoma (38 en 
2018). 

Finalmente, cabe destacar que en 2020 se han creado 
una serie de recursos denominados JEM (Recursos 
para Jóvenes Extutelados Migrantes), con una dotación 
de 150 plazas, que ascendieron a 300 desde mayo 
2021, distribuidas en viviendas de seis plazas como 
máximo en diferentes lugares de Andalucía. 

La conclusión de esta sección es en la misma direc-
ción que en el capítulo sobre infancia no acompañada. 
Por un lado, es importante resaltar los esfuerzos dirigi-
dos al fortalecimiento de las políticas de una Comuni-
dad Autónoma de la frontera sur española, como la 
andaluza, con el fin de continuar el proceso de protec-
ción iniciado antes de que los jóvenes lleguen a la ma-
yoría de edad. Por el otro, debe aclararse que, una vez 
más, esas iniciativas positivas no pueden reemplazar 
los cambios que deben realizarse en contexto de con-
tingencia, a fin de distribuir equitativamente las res-
ponsabilidades entre todas las administraciones 
públicas, y lograr la necesaria coordinación intersecto-
rial. Este enfoque es el único capaz de prevenir proce-
sos de exclusión de jóvenes extutelados, que 
comprometen las metas de políticas sociales y desa-
rrollo humano.  

Introducir fórmulas de corresponsabilidad con relación 
a la atención a extutelados es una de las cuestiones 
más urgentes que están sobre la mesa ahora mismo 
en Canarias, dado el elevado número de niños que van 
a llegar a la mayoría de edad en los próximos meses, y 
debido también a la imposibilidad de circular hacia otra 
región de España y Europa como alternativa a situacio-
nes de exclusión, irregularidad migratoria u otros obs-
táculos que pueden enfrentar estos jóvenes. Los casos 
de Ceuta y Melilla son aún más graves, porque a estas 
circunstancias, se une un problema aún mayor de ac-
ceso a viviendas dado el carácter extremadamente re-
ducido del mercado inmobiliario y la escasez de 
espacios municipales disponibles. 

3.8. Situación de jóvenes extutelados en Andalucía
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Desde fines de 2019, y en particular a medida que fue 
avanzando el siguiente año, el número de personas 
que fueron llegando a las Islas Canarias por vía marí-
tima fue creciendo de manera constante. El primer 
semestre de 2021, los datos facilitados en este in-
forme, evidencian que esa tendencia continúa. En 
efecto, en lo que va del año ha llegado más del doble 
de personas que aquellas que lo hicieron en el mismo 

lapso de tiempo en 2020. Como también lo verifican 
las estadísticas, un porcentaje considerable de las 
personas que migraron a Canarias en el marco de 
esta nueva contingencia humanitaria migratoria, está 
compuesto por niños y niñas que han venido con uno 
o más familiares. Mientras que muchos han estado 
acompañados por sus madres, un número más aco-
tado lo ha hecho con su padre u otro familiar. 

4. NIÑOS Y NIÑAS 
MIGRANTES QUE LLEGAN 
CON SUS FAMILIAS
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La recepción y acogida de las familias, así como de 
las personas adultas solas, se ha dado en el marco de 
las políticas y programas coordinados desde el Minis-
terio del Interior y el Ministerio de Inclusión, Seguri-
dad Social y Migraciones. Esta respuesta, como lo 
evidencian los reportes al respecto, puede describirse 
como un proceso que fue avanzando, aunque lenta-
mente, debido a la falta de preparación adecuada. En 
palabras del Defensor del Pueblo (2021:28): “De 
nuevo, se ha asistido a una carrera contra el tiempo 
en la búsqueda de lugares que permitan acoger con 
dignidad a las personas que llegan. Son dos las princi-
pales carencias identificadas: la falta de instalaciones 
adecuadas y la inexistencia de protocolos de identifi-
cación ágiles y eficaces para la derivación de perso-
nas vulnerables.” 

En tanto la investigación de UNICEF España se llevó a 
cabo en el mes de junio, la realidad observada, en nu-
merosas cuestiones, era considerablemente diferente 
de aquella descrita por informes de diversas entida-
des que evaluaron la acogida y recepción desplegada 
en las primeras etapas de la contingencia. En efecto, 
como lo corroboraron de manera expresa los diferen-
tes actores públicos y sociales con quienes nos reuni-
mos durante la investigación, hubo un importante 
grado de improvisación. Las opiniones son coinciden-
tes, por un lado, en que la ausencia de planes de con-

tingencia y, por ende, de preparación adecuada para 
esta nueva crisis humanitaria migratoria, evidencian 
las pocas lecciones aprendidas de la experiencia atra-
vesada en el archipiélago entre 2006 y 2008. Por el 
otro, consecuentemente, de la falta de recursos (in-
cluyendo el desmantelamiento de los usados quince 
años atrás), de protocolos de actuación, así como de 
mecanismos de coordinación, todos ellos elementos 
esenciales para la recepción y acogida de miles de 
personas que fueron llegando a las islas, de manera 
particularmente intensa desde septiembre de 2020. 

Los principales cuestionamientos en la respuesta a 
esta crisis se centraban, por un lado, en las condicio-
nes indudablemente deficientes de la primera recep-
ción a pie de costa, puntualmente en el Muelle de 
Arguineguín, en Gran Canaria. En noviembre 2020, el 
Defensor del Pueblo, tras visitar las instalaciones en 
el puerto, exigió su cierre inmediato47.  Ese campa-
mento improvisado de recepción, que había sido 
abierto en el mes de agosto de ese año, fue la fuente 
de múltiples problemas y deficiencias que afectaron a 
las personas que fueron acogidas en ese lugar inade-
cuado -más aún, en contexto de una pandemia-, inclu-
yendo personas adultas como a niños y niñas que 
habían llegado junto a sus familiares, o menores de 
edad no acompañados que no habían sido identifica-
dos apropiadamente como tales48.   

4.1. De la acogida improvisada a la progresiva  
atención y derivación en el marco del Plan Canarias

47. 
https://elpais.com/espana
/2020-11-27/el-defensor-
del-pueblo-pide-el-cierre-
inmediato-del-
campamento-de-
arguineguin.html.  

48. 
https://elpais.com/espana
/2020-11-29/cuatro-
meses-de-caos-en-la-
gestion-migratoria-en-
canarias.html. 
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Con el transcurso de los meses, al igual que en el 
caso de la infancia no acompañada, a medida que la 
llegada de personas fue haciéndose más intensa, se 
fueron desplegando una diversidad de recursos de di-
versas características y fue aumentando el número de 
entidades conveniadas para la gestión de los dispositi-
vos de atención humanitaria. Además del desmantela-
miento de las improvisadas instalaciones en el muelle 
de Arguineguín, a fines de noviembre, en los meses 
siguientes fueron cerrados algunos centros que ha-
bían sido reiteradamente cuestionados, como la Nave 
del Queso (Fuerteventura).  

La implementación progresiva del llamado Plan Cana-
rias, a partir de 2020, contribuyó paulatinamente a eli-
minar o reducir muchos de los problemas, 
especialmente por dos motivos: en primer lugar, a par-
tir de la ampliación del número de recursos de aco-
gida, tanto para hombres adultos como, en particular, 
para familias. En este aspecto, el Defensor del Pueblo 
(2021:39) reconoció “el esfuerzo realizado por las ad-
ministraciones para poner en marcha en un tiempo ré-
cord un número de plazas de acogida de emergencia, 
imprescindibles para dar solución a la situación de 
miles de personas que, de otro modo, hubiesen que-

dado totalmente desasistidas. Sin embargo, al igual 
que se ha insistido con la situación creada en otros 
momentos en las ciudades autónomas de Ceuta y 
Melilla, se ha de mostrar la preocupación de esta ins-
titución ante la lentitud de los traslados desde Cana-
rias a la península que se ha detectado durante todo 
el año 2020”. Por ello, el segundo motivo, y más im-
portante aún para descomprimir aquella situación y 
dar soluciones más de fondo, fue el avance más ace-
lerado, durante el transcurso del primer semestre de 
2021, del proceso de traslado de las personas -inclu-
yendo familias- hacia los recursos de atención huma-
nitaria y acogida integral ubicados en diferentes 
regiones de la península.  

En las próximas secciones de este capítulo, nos con-
centraremos en una serie de reflexiones relativas, ex-
clusivamente, a la situación de las niñas y niños 
acogidos en los recursos destinados a las unidades 
familiares. De todas maneras, en tanto el primer apar-
tado contiene una evaluación más general -desde la 
primera atención en costa-, también incluye unos bre-
ves comentarios sobre la situación de niños no acom-
pañados en espacios de recepción y acogida de 
personas adultas. 

Las opiniones coinciden en que la ausencia de planes de contingencia y de 
preparación para esta nueva crisis, evidencian las pocas lecciones aprendidas 
de la experiencia atravesada en el archipiélago entre 2006 y 2008.
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Al examinar la situación de las niñas y niños que mi-
gran con sus familiares en el contexto de una crisis 
migratoria humanitaria como la de Canarias, un punto 
de partida que consideramos ineludible -por su impor-
tancia, pero también porque representa un desafío 
central- es, precisamente, la necesidad de asegurar 
un enfoque de derechos de infancia. En estos casos, 
en numerosos países, entre los que se encuentra Es-
paña, persiste una idea por la cual la protección de los 
niños y niñas por parte de instituciones públicas debe 
focalizarse exclusivamente en aquellos que no están 
acompañados por sus familiares, a menos que haya 
indicios de riesgo de violencia o negligencia dentro de 
la propia familia.  

Es incuestionable que la infancia migrante no acompa-
ñada exige, sin excepción alguna, una recepción y 
atención basada íntegramente en la perspectiva de de-
rechos y la obligación de protección integral. La infan-
cia no acompañada que se detecta en una frontera o 
ruta migratoria constituye en sí misma una señal de 
alerta que requiere una respuesta inmediata y ade-
cuada, dirigida a proteger sus derechos. Ahora bien, es 
preciso agregar que, en circunstancias como esta 
clase de crisis de desplazamiento, aquellos niños y 
niñas que están con sus padres, uno de ellos, u otros 
familiares, también se encuentran en situación de vul-
nerabilidad, y por ende, tienen derecho a que la aten-
ción que reciban tenga enfoque específico de infancia, 
y no solo se les aplique protocolos y modelos de inter-
vención que están fundamentalmente pensados para 
las personas adultas.  

En línea con ello, es preciso subrayar que el artículo 
10.3 de Ley 1/1996 sobre Protección Jurídica del 
Menor, al referirse a los derechos de los niños ex-
tranjeros, alude a las obligaciones de las administra-
ciones públicas respecto de quienes están en 
situación de riesgo o de vulnerabilidad, no limitán-
dose exclusivamente a los niños o niñas no acompa-
ñados, o a quienes se encuentran bajo la tutela de la 
entidad pública competente. Por ello, es importante 
subrayar que los niños y niñas que migran, incluso 
con familiares, han salido de realidades extremada-
mente complejas. En algunos casos, escapan de 
conflictos en sus países, o de prácticas como la mu-
tilación genital femenina o el matrimonio forzado, o 
de condiciones de exclusión y/o discriminación por 
diferentes motivos. A su vez, en su tránsito por 
rutas migratorias -que puede haber durado sema-

nas, meses o años- tienden a enfrentar múltiples 
formas de riesgos, abusos o violencia. Ello, sin con-
tar los peligros y situaciones traumáticas que pue-
den haber experimentado en la travesía marítima. 
Difícilmente puede objetarse que, más allá de estar 
junto a un familiar, estas circunstancias se encua-
dran en la definición de “situaciones de riesgo”, tal 
como se definen en el artículo 17.1 de la Ley 1/1996.  

Por lo tanto, es indudable que tienen múltiples necesi-
dades de protección de sus derechos, sin perjuicio 
que algunas herramientas puedan diferir de las previs-
tas por un modelo de atención principalmente pen-
sado para otras formas de desamparo. En línea con 
los estándares fijados por el Comité de los Derechos 
del Niño sobre los derechos de la infancia en contexto 
de migración (2017:40,42), las condiciones en las que 
se encuentran estos niños y niñas acompañados por 
uno o más familiares, deberían ser calificadas por lo 
que jurídicamente se define como “situación de parti-
cular vulnerabilidad”.  

De ello se deriva la necesidad, o mejor dicho, el 
deber, de establecer una serie de procedimientos, 
protocolos de actuación u hojas de ruta, dirigidas a 
identificar condiciones de vulnerabilidad específicas 
en cada caso con el objetivo de garantizar apropiada-
mente sus derechos, incluyendo el derecho humano 
al asilo -el cual usualmente es invisibilizado a través 
del derecho ejercido por sus progenitores-. Ello re-
quiere, a su vez, actores y recursos especializados. 
Es desde este prisma y con estas premisas que 
hemos hecho la evaluación de las medidas imple-
mentadas para la recepción y acogida de los niños y 
niñas que han migrado a Canarias junto a integrantes 
de sus familias. 

4.2. El Plan Canarias y los derechos de los niños y las niñas

Niños y niñas que están con sus familiares 
también se encuen tran en situación de 
vulnerabilidad y tie nen derecho a una 
atención especializada, y que no solo se 
les apliquen modelos de intervención 
pensados para personas adultas.
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4.2.1. Identificación y  
atención de niños y niñas  
en la llegada a la costa  

Reiterando algunas reflexiones hechas en la sección 
sobre infancia no acompañada, pero de manera am-
pliada a los procedimientos que se hacen para grupos 
familiares, en contexto de contingencias migratorias 
como la que se ha estado desarrollando en Canarias, 
es importante notar la falta de actores especializados 
en infancia a pie de costa. Es decir, y en línea con lo 
subrayado en el punto anterior, la presencia de técni-
cos de entidades públicas o privadas cuyo mandato 
central sea el de la identificación, recepción y aten-
ción inmediata adecuada a todo niño y niña en esas 
circunstancias, esté o no acompañado por sus fami-
liares o bajo el cuidado de otras personas adultas. 
Ello, independientemente de la formación y sensibili-
zación que, en materia de derechos de infancia, debe 
tener toda entidad que interviene en esta clase de 
procedimientos. 

Esta ausencia puede tener varias implicaciones, algu-
nas identificadas en el contexto de la crisis en Cana-
rias, como en otras similares. Una de ellas es el 
margen de error en la primera identificación de una 
persona menor de edad, como mayor, o viceversa. 
Esto, en algunos casos, podría deberse a la decisión 
de una persona de autoidentificarse con otra edad. 
Ahora bien, en muchos casos -incluido en esos-, ello 
está vinculado a una serie de factores asociados di-
recta o indirectamente a la falta de mecanismos dirigi-
dos específicamente a la detección y recepción de 
niños, llevados adelante por entidades y personas es-
pecialmente preparadas para ello.  

La falta de información adecuada a los niños y niñas, 
en su idioma, en un lenguaje adaptado a su edad, in-
cluyendo la asistencia jurídica especializada, en condi-
ciones apropiadas para la recepción, atención y 
escucha, están entre algunos de los aspectos que 
pueden incidir en los resultados de esa primera etapa. 
En circunstancias relativamente normales -en una 
frontera terrestre o aérea, por ejemplo, y sin que 
exista una crisis de desplazamiento humanitario-, 
esos factores son importantes para la detección opor-
tuna de niños y niñas. En el marco de una contingen-
cia, con los desafíos que ello implica para cada actor, 
y los niveles de vulnerabilidad física, psíquica y emo-
cional que pueden tener las personas que llegan des-
pués de ser rescatadas en el mar, es comprensible la 
importancia de planificar y asegurar, en la práctica, 

esos recursos especializados -humanos, técnicos, de 
acogida, entre otros. 

Al respecto, es oportuno destacar el proyecto Prae-
sidium49, el cual, desde su lanzamiento en 2006 en 
Lampedusa, se ha venido implementando en el 
marco de los procedimientos de recepción en las 
costas de Italia. Cuenta con un marco de interven-
ción de múltiples actores, entre los que cabe men-
cionar al gobierno italiano (Ministerio del Interior), 
agencias de Naciones Unidas, como ACNUR y OIM, 
y entidades sociales como la Cruz Roja, incluyendo 
una especializada en infancia, como Save the  
Children.  

Complementariamente, otro aspecto sobre la recep-
ción de niños con sus familias cuando llegan al 
puerto, es el de la necesidad de garantizar condicio-
nes adecuadas a la infancia, lo cual implica espacios 
específicamente destinados a ello. En este punto, 
cabe subrayar que el Defensor del Pueblo: “ha denun-
ciado que a estas mujeres, niños y niñas se les aplica 
el mismo procedimiento policial que a cualquier otra 
llegada. En este sentido, ha asegurado que “no es hu-
manitario mantener detenidas hasta 72 horas a ma-
dres con niños que acaban de ser rescatados en el 
mar en condiciones terribles…”50.   

 

4.2.2. La necesidad de 
directrices homogéneas para la 
acogida de niños con sus 
familiares 

Como ya se destacó, la respuesta a la contingencia 
humanitaria migratoria en Canarias evidencia un es-
fuerzo paulatino y progresivo en la creación de dife-
rentes recursos destinados a la acogida inmediata así 
como a la acogida integral de familias. Estos dispositi-
vos constituyen importantes y positivos primeros 
pasos -sin perjuicio del reto mencionado en el punto 
anterior- para un sistema de atención y protección de 
la infancia acompañada por sus familiares en el con-
texto de esta clase de crisis. El análisis de las condi-
ciones de estos recursos de acogida da cuenta de 
otros aspectos auspiciosos a resaltar, que comentare-
mos en los siguientes apartados. 

Ahora bien, un desafío que recorre todo el sistema de 
recepción, protección y acogida de los niños que 

49. 
https://reliefweb.int/repor
t/italy/praesidium-project-
recommendations-and-
good-practices-
management-mixed-
migratory-flows.  

50. Defensor del Pueblo. El 
Defensor pide a todas las 
administraciones que se 
impliquen en la acogida de 
los cerca de 3.000 
menores extranjeros no 
acompañados llegados a 
Canarias. Comparecencia, 
Madrid, 27 de abril de 
2021. Disponible en 
https://www.defensordelp
ueblo.es/noticias/compare
cencia-informe-canarias/. 
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están con sus familiares, está en la falta de directrices 
o protocolos de actuación específicos. Es decir, y más 
allá de la denominación que pueda darse, la cuestión 
está en la ausencia de una herramienta dirigida a ase-
gurar que en cada una de esas etapas y en cada uno 
de los recursos (dentro de la tipología de centros de 
acogida), haya una serie de directrices que guíen la 
atención, los procedimientos para adoptar decisiones, 
los actores a intervenir y la coordinación entre ellos, u 
otros aspectos que deben estar determinados unifor-
memente por el enfoque de derechos de la infancia. 
Por ende, asegurando en cada momento el principio 
de interés superior del niño como una consideración 
primordial (en los procesos y las decisiones), con 
base en el estándar de primacía sobre otros intereses 
en juego, tal como lo ha establecido el Comité de De-
rechos del Niño (2014) y la propia Ley 1/1996 de Pro-
tección Jurídica del Menor (artículos 2 y 11.2.a).   

Un aspecto central de directrices en el tema, con 
base en los estándares internacionales, es el relativo 
al andamiaje institucional de cada Estado en cada una 
de las políticas, procedimientos y decisiones que 
afecten los derechos de los niños y niñas en contexto 
de migración -independiente de si están o no acompa-
ñados por sus familiares-. En esta materia, una cues-
tión clave está en asegurar una función rectora 
-irremplazable- a los organismos a cargo de los dere-
chos de la infancia (Comité de Derechos del Niño, 
2017:14).  

Es decir, que sin perjuicio de otros actores y procesos 
que se llevan a cabo en el marco de la acogida de fa-
milias migrantes y solicitantes de asilo, incluyendo au-
toridades migratorias, del sistema de asilo, e incluso 
entidades sociales que cumplen una importante fun-
ción para acoger a esta población, la intervención diri-
gida a la infancia debe estar guiada por las políticas de 
protección de niños y niñas, y por lo tanto, por las en-
tidades competentes en protección de la infancia. 
Ello, más allá de los mecanismos de cooperación 
entre los diferentes niveles de gobierno, teniendo en 
cuenta el grado de descentralización y distribución de 
competencias, y la coordinación interinstitucional 
entre todas las administraciones públicas (Comité, 
2017:18), incluyendo la articulación intersectorial (por 
ejemplo, con ámbitos educativos), los cuales deben 
reforzarse, por otra parte, en tiempos de crisis huma-
nitarias -otro de los retos identificados en la investiga-
ción-.  

De igual manera, otro aspecto importante en cuanto a 
los actores que intervienen en la política de acogida, y 
a los efectos de asegurar la perspectiva de protección 
de la infancia, es el relativo a la formación especiali-
zada, como hemos ido viendo a lo largo del informe. En 
este sentido, mientras que en algunos recursos visita-
dos se ha constatado la presencia de algunos profesio-
nales con cierto grado de capacitación especializada en 
infancia, la característica general es la falta de criterios 
comunes que garanticen la cantidad y diversidad nece-
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saria de personas de diferentes disciplinas (trabajo so-
cial, salud mental, asistencia jurídica) que estén particu-
larmente preparadas en materia de derechos de los 
niños, niñas y adolescentes, y de manera aún más es-
pecífica, de infancia en contextos migratorios. De esa 
omisión se deriva, consecuentemente, que la participa-
ción de estos especialistas quede a criterio de la deci-
sión, capacidad y posibilidad de cada entidad que 
gestiona operativamente cada uno de los recursos del 
sistema de acogida. 

Por otra parte, en cuanto a la importancia de lineamien-
tos especializados en infancia, es oportuno destacar las 
indicaciones de la Oficina Europea de Apoyo al Asilo. Al 
definir el marco jurídico de las Condiciones de acogida 
(EASO, 2016:9) subrayó que los “Estados miembros 
deben velar por garantizar el cumplimiento íntegro de 
los principios del interés superior del menor y de la uni-
dad familiar, de acuerdo con la Convención de las Na-
ciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 1989”. 
En esas directrices, precisamente, la EASO ha desarro-
llado en detalle una serie de aspectos bien variados en 
contexto de las políticas de acogida -características de 
los recursos para familias, como sus habitaciones y 
otros espacios, los procedimientos de toma de decisio-
nes, la escolarización, los servicios de salud, entre 
otros-, los cuales deben incluir inexcusablemente el en-
foque de infancia, con el objeto de garantizar el interés 
superior de los niños y niñas, es decir, sus derechos.  

El corolario importante de la existencia -o en su de-
fecto, la ausencia- de herramientas que estandaricen 
y aseguren los derechos de los niños y niñas en el 
contexto de políticas y procedimientos de acogida y 
protección a familias migrantes y solicitantes de asilo, 
está en la consideración -o no- del interés superior del 
niño como un valor primordial. Esas directrices, en 
consecuencia, son condiciones imprescindibles, por 
un lado, para garantizar que ese interés guíe la prepa-
ración, implementación y evaluación de esas políticas, 
y por el otro, la realización de evaluaciones del interés 
superior del niño en cada caso y para cada una de las 
decisiones que pueden impactar en los derechos de 
todo niño o niña migrante, solicitante de asilo o refu-
giada que sea acogida junto a sus familiares.  

4.2.2.1. El derecho a la unidad familiar 

En líneas generales, es posible afirmar y reconocer 
que el progresivo despliegue, en el archipiélago cana-
rio, de recursos específicos para familias, ha permi-
tido acoger a niños y niñas en condiciones tales que 
han facilitado el ejercicio de su derecho a la vida fami-
liar a través de uno de los elementos claves de este 
derecho: la protección de la unidad de la familia. La vi-
sita a algunos de estos recursos nos ha permitido visi-
bilizar las condiciones en las que lo han hecho, y de 
allí se derivan las siguientes reflexiones sobre algunos 
de los hallazgos y desafíos identificados: 

Algunos de los centros, en especial aquellos destina-
dos a brindar una acogida integral, se caracterizan por 
tener habitaciones para cada una de las unidades fa-
miliares -constituidas por madres e hijos y, en algunos 
casos, otros vínculos familiares, como tías y sobrinos-
incluyendo un baño privado completo. Ello facilita, en 
buena medida, el goce de una serie de aspectos que 
integran el derecho a la unidad familiar, como la intimi-
dad, la cual a su vez permite la continuidad de ciertas 
formas de desarrollo de la vida de cada familia y las 
relaciones entre las personas que la integran. Estos 
espacios separados por unidades familiares también 
contribuyen a reforzar las medidas de prevención de 
algunas formas de abuso que pudieran darse en cen-
tros que albergan una importante cantidad de perso-
nas. 

Por otro lado, en otros centros, preferentemente re-
cursos de acogida inmediata, las condiciones pueden 
variar de manera significativa. En algunas de las ins-
talaciones visitadas, en lugar de habitaciones separa-
das por familia, se utilizan amplias salas comunes 
-abiertas, sin puertas- que comparten varios grupos 
familiares integrados por mujeres adultas, niños, 
niñas, y chicas adolescentes. Evidentemente, tam-
bién comparten los lugares de aseo.  

Otro tema vinculado a la unidad familiar, que eviden-
ció algunos retos importantes en la primera etapa de 
esta contingencia -y en cierta forma, persiste-, tiene 
que ver con la cuestión de los estudios de ADN que 

Faltan criterios comunes que garanticen la cantidad y diversidad de 
personas de diferentes disciplinas que estén particularmente preparadas 
en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes.
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se llevan a cabo para determinar la existencia de los 
vínculos familiares que han declarado tener las perso-
nas al llegar a Canarias. En particular, esta temática 
dio lugar a dos problemas, vinculados entre ellos: 

• Casos de separación familiar 

Una práctica que se verificó en algunos casos, princi-
palmente durante 2020, fue la decisión de separar a 
madres de sus hijos, a la espera de los test de ADN 
que certificaran ese vínculo, medidas que se prolon-
garon semanas o meses51. Esta separación, y más 
aún en circunstancias de especial vulnerabilidad como 
la de familias recién llegadas de un peligroso viaje, 
puede impactar sensible y profundamente sus dere-
chos, incluyendo todo lo relativo a la salud psico-emo-
cional. Frente a la difusión de estos casos y los 
reclamos de múltiples actores, esa práctica dejó de 
ser aplicable, pasando a priorizar la unidad familiar 
como criterio prioritario, a la espera de los resultados 
de esos estudios.  

En este sentido, durante la investigación hemos po-
dido comprobar la aplicación de una interpretación por 
la cual el derecho a la unidad familiar, conjuntamente 
con el interés superior del niño, prevalece sobre otros 
intereses. En estos casos, siguiendo los estándares 
que indican esa dirección, la clave está en la bús-
queda de opciones que protejan esos derechos, evi-
tando dañarlos, mientras se adoptan otras medidas 
que puedan detectar cualquier tipo de riesgo para la 
protección de los niños y niñas, incluyendo eventuales 
casos de trata de personas. Nuevamente, la existen-
cia de protocolos de actuación en todos los procedi-
mientos y recursos, junto a una efectiva coordinación 
interinstitucional e intersectorial, son aspectos claves 
para ello.  

Sin perjuicio del cambio positivo que se dio sobre 
estos casos, lo ocurrido puso en evidencia, una vez 
más, la necesidad de protocolos de actuación que es-
tablezcan criterios claros en estas circunstancias, los 
cuales deben garantizar, sin excepción alguna, el inte-
rés superior del niño y la protección más amplia e in-
tegral posible de todos derechos en juego, a la par de 
prevenir cualquier forma de riesgo. Esta necesidad se 
ve ratificada por la verificación de la continuidad de 
esas prácticas, ya no entre niños y sus progenitores, 
sino para otros vínculos familiares. En particular, to-
mamos conocimiento, al visitar uno de los recursos, 
que tras unos meses, y el esfuerzo hecho por diver-
sas entidades sociales y públicas que siguieron el 

caso a diario, se había logrado reunificar a un niño de 
unos 6 años de edad con su tía y primos con los que 
había viajado. 

• Traslados demorados a la espera de los  

estudios de ADN 

La preocupación sobre esos casos de separación fa-
miliar se agravó debido a otro de los problemas identi-
ficados, el cual -al momento de la investigación-, 
persistía: la prolongada e injustificada demora -a estas 
alturas de los desarrollos científicos- de los estudios 
de ADN. En efecto, desde el inicio de estas prácticas 
en el marco de la contingencia humanitaria migratoria 
en Canarias, la realización de estos test -centralizados 
en Madrid por decisión de la autoridad policial compe-
tente- se han extendido aproximadamente entre 4 o 6 
meses, si no más.  

Resuelta -aunque parcialmente- la cuestión de la no 
separación durante ese lapso de tiempo, otro efecto 
de la demora de esos estudios es que, a medida que 
se aceleró -durante 2021- el proceso de traslado de 
las personas y familias a la península, la falta de los 
resultados impide que las familias que están a la es-
pera de ellos sean efectivamente trasladadas. Esa si-
tuación repercute sensiblemente en los niveles de 
ansiedad, incertidumbre y preocupación de las fami-
lias, y consecuentemente, en las dinámicas de los 
centros de acogida. Entre otras situaciones, eso lleva 
a la extensión de una acogida inmediata, que tiene 
condiciones sustancialmente diferentes de los cen-
tros de acogida integral, demorando también proce-
sos claves como el de la escolarización. 

En resumen, aquí nos encontramos otra vez con los 
mismos dos desafíos: por un lado, la falta de los prin-
cipios de celeridad y de consideración primordial que 
deben guiar los procedimientos que pueden impactar 
en derechos de la infancia, los cuales estarían debida-

51. Entre otras notas  
de prensa sobre estos 
casos, ver 
https://elpais.com/espana
/2020-10-21/ninos-
separados-de-sus-madres-
tras-llegar-en-patera-a-
canarias.html y 
https://www.rtve.es/notici
as/20210402/canarias-
menores-migrantes-
separados-padres-estuve-
36-dias-sin-ver-
hijo/2084233.shtml. 

Durante la investigación hemos podido 
comprobar la aplicación de una 
interpretación por la cual el derecho a 
la unidad familiar, conjuntamente con 
el interés superior del niño, prevalece 
sobre otros intereses. 
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mente protegidos con directrices previamente esta-
blecidas; por el otro, la insuficiente coordinación entre 
los organismos que intervienen desde sus respecti-
vas competencias, incluyendo -como en este caso- 
dos ministerios de la Administración General del Es-
tado, para evitar que un la acción de uno de ellos 
afecte las actividades y objetivos del otro.  

• Demoras por decisión policial y/o judicial 

De la misma manera, otro factor externo que incide 
en la situación de las familias acogidas, como hemos 
observado de forma reiterada en diversos recursos vi-
sitados, es el de los casos que llaman “pateras blo-
queadas”. Es decir, situaciones en las que las familias 
ven demorado su traslado a la península, durante al-
gunos meses, porque han llegado en una embarca-
ción que se encuentra bajo la investigación policial y/o 
judicial. En efecto, las madres son informadas de que 
la policía no autoriza su traslado a los centros de aco-
gida de la península, en tanto hay una investigación 
en curso por alguna clase de delito -mayoritariamente, 
por tráfico de migrantes, y en menor medida, por 
trata de personas o por fallecimientos producidos du-
rante la travesía. 

Sin perjuicio del interés legítimo en la investigación y 
persecución de estos delitos, lo cierto es que estos 
casos revelan, por un lado, cierto grado de descoordi-
nación entre dos ministerios que intervienen, cada 
uno dentro de sus competencias. Por el otro, indican 
cierta opacidad sobre esos procedimientos policiales 
y/o judiciales, como se comprueba por la insuficiente 
información de la que disponen las madres escogidas 
como testigos, acerca de qué se está investigando, 
cuánto duraría el proceso, o cuándo serían a citadas a 
declarar -si es que ello ocurre-. Finalmente, en línea 
con lo explicado en este capítulo, estas situaciones 
evidencian, en cualquier caso, el grado de invisibilidad 
de los niños y niñas afectados por esas circunstan-
cias. Es decir, no hay valoración alguna sobre el even-
tual impacto que puede tener en ellos la decisión de 
demorar el proceso de acogida e integración, a fin de 
evaluar otros caminos que pudieran contemplar los di-
ferentes derechos e intereses en juego.   

• Separación familiar por traslado del  

padre a la península 

Uno de los casos conocidos a lo largo de la investiga-
ción nos sirve para visibilizar la ausencia de mecanis-
mos estandarizados para aplicar una evaluación de 

interés superior del niño en todos los procesos, recur-
sos y actores que intervienen en la respuesta a una 
crisis humanitaria migratoria.  

En particular, consistió en un grupo familiar cons-
tituido por un padre y sus hijos. Según la información 
recibida, ante la manifestación del padre de no contar 
con los recursos necesarios para satisfacer las necesi-
dades de sus hijos, se había decidido optar por los 
traslados que ya se estaban haciendo a la península, 
dejando a sus niños bajo el cuidado del sistema de 
protección. Las entidades intervinientes decidieron 
autorizar el traslado y canalizar a los niños a recursos 
del sistema autonómico de protección de la infancia 
no acompañada en situación de desamparo. 

Llama la atención una serie de aspectos sobre el 
caso, de los cuales destacamos al menos dos: el pri-
mero, la ausencia de toda información que indique 
que se haya realizado una evaluación del interés supe-
rior de los niños, para evaluar todas las posibles medi-
das a adoptar y el impacto de cada una en los 
derechos de los niños; ante esa invisibilidad de los 
niños con voz propia, es decir, como sujetos individua-
les de derechos, se desconoce el efecto que puede 
haber tenido en los niños la separación de su padre; 
el segundo, la aparente falta de búsqueda de una op-
ción de acogida a todo el grupo familiar, que preserve 
la unidad familiar, garantice las necesidades de los 
niños, y avance progresivamente con el proceso de 
integración y acogida humanitaria u otro aplicable al 
caso, bien en Canarias o bien en otro lugar de España 
al que pudiera ser trasladada toda la familia. 

4.2.2.2. Derecho a la educación 

La realidad observada en los recursos de acogida fami-
liar visibiliza desafíos que ya han sido explicados en este 
informe. El primero es el descrito en el presente capí-
tulo, en cuanto a la ausencia de normativas o protocolos 
de actuación que guíen, desde un enfoque de derechos 
de infancia, a las diferentes entidades que actúan en 
estos contextos, y de manera especial en períodos de 
contingencia. De manera particular en este caso, en 
todo lo relativo a garantizar el derecho a la educación de 
los niños y niñas acogidos junto a sus familiares. 

El segundo es que, ante esa ausencia, lo que sucede 
es algo similar a las tendencias y/o problemas identifi-
cados con la modalidad de ejercicio del derecho a la 
educación, incluyendo la escolarización, de niñas y 
niños no acompañados, en particular los siguientes: 
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• La escolarización de los niños puede verse demo-
rada por factores ajenos a la acogida o la educación, 
como en las circunstancias mencionadas sobre de-
terminación de la filiación o investigaciones policia-
les y judiciales. 

• El acceso efectivo a instituciones educativas -cole-
gios, institutos- depende en una gran medida en las 
gestiones que haga y pueda hacer la entidad que 
gestiona cada recurso de acogida, en la relación 
que pueda lograr con las instituciones educativas 
de la zona, y eventualmente, con la disponibilidad 
de cupos. 

• Mientras que en algunos recursos se caracterizan 
por la escolarización de todos los niños acogidos, 
incluso de niños con discapacidad intelectual u 
otras necesidades especiales, en otros, debido a 
barreras burocráticas por parte de entidades educa-
tivas, u otra clase de obstáculos, la educación se li-
mita a los cursos brindados por el personal del 
centro de acogida. 

• En casos de niños no escolarizados -por estar en 
una acogida inmediata o por los desafíos antes 
mencionados-, los diferentes aspectos de forma-
ción que reciben en el centro en el que se encuen-
tran -el programa, su periodicidad, el equipo 
educador, etc.- pueden variar significativamente 
entre un recurso y otro. 

En conclusión, es preciso reafirmar la necesidad de he-
rramientas que estandaricen todo lo relativo al ejercicio 
del derecho a la educación de los niños y niñas que son 
acogidos en los recursos de atención humanitaria para 
familias migrantes y recursos de acogida a familias soli-
citantes de asilo. Ello requiere, por un lado, iniciativas 
de coordinación intersectorial e interinstitucional de au-
toridades públicas de diferentes niveles de gobierno, in-
cluyendo entidades de infancia y de educación, para 
todo lo relativo a la escolarización y la formación profe-
sional. Y por el otro, el diseño de programas homologa-
dos de educación en emergencia, en articulación con el 
sistema educativo, para la implementación estandari-
zada de propuestas pedagógicas en los centros de re-
cepción de acogida inmediata -que, entre otros 
componentes claves, debe incluir formación básica de 
español y alfabetización-. Esto último, sin perjuicio de 
resaltar el plazo acotado que debería tener la acogida de 
emergencia, así como de la importancia de la comple-
mentariedad de las actividades pedagógicas con aque-
llas recreativas, deportivas y lúdicas. 

Es necesario mejorar la coordinación entre el Ministerio 
de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, con la 
Consejería de Educación, de Salud y la Dirección de Pro-
tección de la Infancia y la Familia autonómica, para refor-
zar la atención especializada y la formación en infancia 
del personal que atiende los dispositivos del Plan Cana-
rias y mejorar el acceso a los servicios sociales básicos.  

4.2.2.3. Derecho a la salud 

El diagnóstico en materia de educación no difiere del 
relativo al derecho a la salud de los niños y niñas aco-
gidos junto a sus familiares. Por un lado, es posible 
destacar que, en general, no se verifican obstáculos 
preocupantes en materia de acceso a los servicios de 
salud, especialmente en todo lo que tiene que ver 
con la atención primaria, chequeos médicos de dife-
rente naturaleza, incluyendo estudios o tratamientos 
de oftalmología, odontología u otros que fueran nece-
sarios. De igual manera, en lo relativo a la salud pre-
natal, neonatal, y cuestiones administrativas ligadas al 
derecho a la inscripción del nacimiento y al derecho a 
un nombre y una personalidad jurídica. 

Como en el caso de la educación, de todas maneras, 
el reto está en que la celeridad del acceso a estos ser-
vicios, la integralidad de los mismos, o incluso el actor 
que los presta, dependen en buena medida de las en-
tidades que gestionan el recurso de acogida. De esta 
manera, hay aquí también una necesidad de promover 
una mejor, y especialmente, estable, coordinación 
entre diferentes sectores (infancia, salud) y actores 
(Estado, CCAA, otras entidades públicas y sociales), 
para asegurar criterios homogéneos, estandarizados y 
eficaces dirigidos a garantizar el derecho a la salud de 
los niños y niñas acogidas. 

Una cuestión aparte es la de la salud mental. Al res-
pecto, deben señalarse dos cuestiones. La primera de 
ellas es la ausencia -con carácter bastante general- de 
mecanismos especializados, desde un enfoque de in-
fancia, de atención psico-social. Teniendo en cuenta la 
situación de vulnerabilidad en la que pueden encon-
trarse, debido a múltiples circunstancias vividas en su 
país de origen, en otros de tránsito, o durante la trave-
sía marítima, la atención psico-social oportuna y espe-
cializada a los niños y niñas, es un elemento de 
notable relevancia dentro de las prácticas a garantizar 
en el marco de contingencias humanitarias de estas 
características. La segunda de ellas es que las limita-
das prácticas verificadas en esta materia han depen-
dido de iniciativas puntuales de entidades de los 
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centros de acogida, a través de profesionales con 
cierta experiencia en el tema, o de acuerdos con enti-
dades privadas. La explicación para ello era la satura-
ción y debilidad de la red pública de salud mental, en 
general, sin relación alguna con la crisis migratoria. 

Por último, es importante subrayar que, en tanto este 
informe se concentra en la situación de la infancia, 
con familiares o no acompañada, no se analizan as-
pectos vinculados al derecho a la salud en los centros 
de acogida para personas adultas desplegados en el 
marco del Plan Canarias, o antes del comienzo de su 
implementación. Al respecto, cabe remitir a otros in-
formes (Médicos del Mundo, 2021; Defensor del Pue-
blo, 2021) para analizar con detalle los numerosos 
retos identificados en esos contextos- incluyendo con 
relación a la prevención del COVID19-, tanto en el 
campamento improvisado en el muelle de Arguine-
guín, como otros recursos utilizados durante 2020 
(como la Nave del Queso, en Fuerteventura), el CATE 
de Barranco Seco (Gran Canaria), y en otros grandes 
centros abiertos más recientemente, como Las Raí-
ces y Las Canteras, en Tenerife. Ello, sin perjuicio de 
los esfuerzos desplegados por el Servicio Canario de 
Salud y diversas entidades sociales. 

Como comentario final de esta sección, considera-
mos prioritario detenernos en una cuestión clave a la 
que hicimos referencia una y otra vez: es ineludible e 
impostergable, para el diseño de políticas para contin-
gencias humanitarias migratorias, la coordinación a 

todo nivel de gobierno y de manera intersectorial. Al 
respecto, en su Informe sobre Canarias, el Defensor 
del Pueblo (2021:28), notó con preocupación “la dis-
persión de competencias en materia de gestión mi-
gratoria entre diferentes departamentos ministeriales 
y entre el Estado, las comunidades autónomas y los 
ayuntamientos, es una cuestión que explica en parte 
las carencias de coordinación que, una vez más, se 
han podido apreciar con este repunte de llegadas en 
Canarias. (…) El Defensor del Pueblo insiste desde 
hace años en la necesidad de articular mecanismos 
de coordinación eficaces y efectivos, para mejorar la 
gestión de las llegadas a las costas españolas, conju-
gando el control de las fronteras con los intereses de 
la sociedad y con la protección de los derechos de las 
personas extranjeras, especialmente de las más vul-
nerables.”  

En esa dirección, la participación de todas las entida-
des públicas -de cada nivel de gobierno- competentes 
en la protección de la infancia, es un requisito ineludi-
ble. Otro aspecto central está en que cada una de las 
medidas aseguren un enfoque de derechos de infan-
cia, incluyendo cuestiones como: la identificación y 
adaptación de recursos adecuados que estuvieran dis-
ponibles para futuras contingencias; la elaboración de 
directrices que guíen cada uno de los procedimientos, 
acciones y decisiones desde la llegada de las familias 
en adelante; o la formación en derechos de niños y 
niñas en contexto migratorio a todos los actores com-
petentes, entre muchas otras.
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Sepohore Sahé, una niña de tan solo 13 meses de edad, 
fallece frente a las costas de Gran Canaria el 16 de mayo 
de 2019, es decir, en las primeras semanas de la crisis 
humanitaria migratoria que se desarrollaría en Canarias a 
partir de entonces. Su prima, de 8 años, también perdía 
a su madre, Justine Senekoke52. Estos casos son ape-
nas una muestra microscópica de una de las notas ca-
racterísticas de la movilidad humana desde finales del 
siglo pasado: el incremento dramático de las personas 
fallecidas, desaparecidas o heridas a lo largo de las rutas 
migratorias, y su impacto en los niños y niñas.  

Esto ocurre en un escenario en el cual la migración por 
vías irregulares ha pasado a ser un rasgo estructural de 
la movilidad humana, como resultado de una confluen-
cia de factores, tales como: la ausencia de canales re-
gulares para migrar para las personas que necesitan 
salir de sus países por múltiples causas ligadas a la 
falta de condiciones dignas y/o seguras de vida, del in-

cremento y diversificación de los mecanismos de con-
trol migratorio, la peligrosidad de los caminos que se 
ven forzados a escoger y, en ese contexto, el surgi-
miento y crecimiento de las redes de tráfico de migran-
tes, entre otros.   

Las diferentes estimaciones existentes sobre esta dra-
mática realidad son contundentes, aun si se tiene en 
cuenta, como señalan todos los actores especializa-
dos, que las estadísticas recolectadas, incluyendo las 
fuentes que tienen las proyecciones más elevadas, 
están muy por debajo de la cantidad real de personas 
que fallecen o desaparecen en rutas migratorias. En 
cualquier caso, son decenas de miles las personas que 
han perdido la vida en tránsito por diferentes corredo-
res migratorios. La ruta hacia las Islas Canarias, como 
es de público conocimiento, es una de las más peligro-
sas del mundo. Según la Base de datos de la OIM 
sobre migrantes desaparecidos (ver gráfico 10)53,  se 

5. MUERTES Y 
DESAPARICIONES EN RUTAS 
MIGRATORIAS: DERECHOS 
DE LA INFANCIA Y DEBERES 
BÁSICOS DEL ESTADO

Gráfico 10: Estimaciones de personas fallecidas* en la ruta Canaria (2019-2021), según OIM

Fuente: elaboración propia con datos de Missing Migrants Project (OIM, julio de 2021)

2019 210 personas 

850 personas  
124 de enero a junio

250 de enero a junio

2020

2021
*Todos los especialistas estiman que estas cifras son mucho más bajas que el número real de personas fallecidas en esta ruta migratoria.

52. Al respecto, ver la 
nota de Nicolás 
Castellano, Un entierro 
digno para Sephora, la 
bebé de la patera, del 6 de 
junio de 2019, en 
https://cadenaser.com/ser
/2019/06/06/sociedad/155
9775611_983706.html.  

53. 
https://missingmigrants.io
m.int/region/africa?region
=1425. 
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estima que en lo que ha transcurrido de 2021 (hasta 
el 14 de julio), habrían fallecido 250 personas camino 
hacia el archipiélago, indicando un crecimiento de casi 
un 100% respecto del mismo período del año ante-
rior. En 2020, en la misma ruta se produjeron 850 
muertes y desapariciones, lo cual ya implicó un dra-
mático incremento respecto de las 210 registradas el 
año anterior (2021:6). Por otra parte, es importante 
agregar que, desde 1998, más de 9.100 personas se 
estiman fallecidas o desaparecidas en las diferentes 
rutas migratorias hacia España (OIM, 2021:1). 

De todas maneras, la propia OIM subraya expresa-
mente que en esta clase de estadísticas suele haber 
un considerable subregistro, por las múltiples dificul-
tades para recoger información fiable. En este sen-
tido, cabe mencionar que la organización Caminando 
Fronteras54, por su parte, ha estimado que en 2021 (al 
7 de julio) habrían fallecido 1.922 personas en la ruta 
canaria, superando la estimación de 1.851 muertes en 
todo 2020 en el mismo corredor migratorio55.  

Los niños y niñas son víctimas de múltiples formas: 
por un lado, porque de manera creciente han pasado 
a integrar esas cifras espeluznantes, tanto a nivel glo-
bal, como en las rutas hacia Europa y, también, en 
tránsito hacia España. En segundo, porque a lo largo 
de travesías tan peligrosas como el trayecto hacia el 
archipiélago canario, muchos son testigos directos de 
la muerte de otras personas, que en algunos casos 
son sus familiares, amigos y otros seres queridos -tal 
como lo hemos podido verificar de primera mano al 
conversar con algunos niños no acompañados acogi-
dos en los recursos de emergencia abiertos por el sis-
tema de protección canario-. Y en tercero, porque, sin 
haber migrado, sufren la pérdida de sus madres, pa-
dres, hermanos y otros familiares.  

A nivel mundial, la OIM explicaba unos años atrás 
(2019:5) que desde su “Proyecto Migrantes Desapare-
cidos registró el fallecimiento de 1.593 niños durante 
la migración entre 2014 y 2018. La edad de esos niños 
se conoce solo en el 27% de los casos. Frecuente-
mente, las fuentes solo mencionan que la persona fa-
llecida era un “niño” o un “bebé”, sin indicar la edad 
exacta. De los casos en que se conoce la edad, 76 
eran bebés de menos de un año, y 98 tenían entre 1 y 
5 años.  En ese sentido, especialistas de la OIM con-
sultadas al respecto en el marco de esta 
investigación56, subrayaban la dificultad para determi-
nar el número de niños o niñas que fallecen o desapa-
recen en contexto de migración, y que las evidencias 

indicarían que las cifras estimadas “no hacen más 
que arañar la superficie de esta tragedia”. En particu-
lar, las especialistas indican la dificultad de obtener in-
formación más precisa, por ejemplo, sobre la edad de 
los niños, algo que se agrava en el caso de rutas marí-
timas, debido al alto número de cuerpos que nunca 
se encuentran. Y aun cuando son hallados, en nume-
rosas ocasiones los datos recolectados y difundidos 
se limitan al número de víctimas, y por ende los niños 
no quedan registrados como tales.  

En la práctica se pueden verificar esa serie de dificul-
tades en el actual escenario de Canarias. De las más 
de 250 personas cuyas muertes o desapariciones, 
según OIM, se encuentran confirmadas en 2021, so-
lamente se han recuperado los cuerpos de 65 de 
ellas, lo cual reduce significativamente la información 
disponible, y apenas se conoce el género o edad en 
menos de 77 personas. De ellas, 13 serían niños57.  
Asimismo, de las -al menos- 850 personas fallecidas -
confirmadas- en 2020, los cuerpos hallados se redu-
cen dramáticamente a 185. Otras 665 personas 
desaparecieron en el mar y sus cuerpos nunca fueron 
encontrados. De los datos de ese año, solamente se 
conoce el género o la edad de 230 personas, de las 
cuales 6 eran niños58.   

Como es evidente, las brechas de información sobre 
personas fallecidas en rutas migratorias son significa-
tivas, y cuando se trata de datos desagregados, entre 
otros criterios, por edad, puede subir a porcentajes 
alarmantes.  Según las estimaciones de Caminando 
Fronteras, entre enero y junio de 2021 habrían falle-
cido en la ruta canaria unos 96 niños59.  

Frente a esta realidad perturbadora, resulta impor-
tante llamar la atención sobre una serie de aspectos 
desde un enfoque de derechos de infancia y de políti-
cas públicas, es decir, con relación a las obligaciones 
que tiene un Estado en materia del derecho a la vida, 
ante esta clase de circunstancias en las que se pro-
duce la muerte de cientos o miles de personas, año 
tras año. En primer lugar, es oportuno destacar que el 
Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y 
Regular, de 2018, establece en su Objetivo 8 que los 
Estados deben “salvar vidas y emprender iniciativas 
internacionales coordinadas sobre los migrantes desa-
parecidos”, lo que incluye “hacer todo lo posible (…) 
para recuperar, identificar y repatriar a sus países de 
origen los restos de los migrantes fallecidos, respe-
tando los deseos de sus familias” y “establecer cau-
ces para la coordinación transnacional (…) y designar 

54. 
https://caminandofronteras.
org/.  

55. Ver 
https://www.canarias7.es/p
olitica/ruta-canaria-cobrado-
20210708195053-nt.html.  

56. Integrantes del Proyecto 
Missing Migrants.  

57. Estadísticas cedidas por 
OIM (Missing Migrants 
Project).  

58. Estadísticas cedidas por 
OIM (Missing Migrants 
Project).  

59. 
https://caminandofronteras.
org/wp-
content/uploads/2021/07/
Monitoreo-DALV-Primer-
semestre-2021.pdf. 
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puntos de contacto para que las familias que busquen 
a migrantes desaparecidos puedan mantenerse al co-
rriente del estado de la búsqueda”. 

Son varias entonces las responsabilidades de los Es-
tados frente a lo que de manera creciente viene suce-
diendo en las últimas décadas en diversas rutas 
migratorias. En primer lugar, está la adopción de 
todas las medidas posibles, de manera unilateral y en 
cooperación con otros Estados, para multiplicar los 
esfuerzos de búsqueda y salvamento -marítimo, en el 
presente caso-. En diversas ocasiones, los esfuerzos 
de los Estados, al contrario, están en el control, disua-
sión y devolución, lo cual puede incluso contribuir a in-
crementar los riesgos de una ruta migratoria. En el 
caso español, es importante destacar la tarea esencial 
que realiza Salvamento Marítimo, y por ende el carác-
ter crítico que tiene el fortalecer de manera perma-
nente sus capacidades, y de manera particular, en 
contextos de contingencias en las que crece de ma-
nera exponencial el número de travesías de personas 
migrantes y refugiadas a través de rutas tan peligro-
sas como la vía atlántica hacia Canarias. 

Ahora bien, en materia de recuperar, identificar y re-
patriar a las personas migrantes y fallecidas, los desa-
fíos y lagunas con múltiples. Al respecto, la OIM 
(2021:XII) explica que en España “no existen procedi-
mientos, protocolos o instituciones específicos que 
se ocupen de la búsqueda, investigación e identifica-
ción de personas migrantes desaparecidas o falleci-
das”. Ello, junto a otros factores (incluyendo la misma 
ausencia en Estados cuyas aguas jurisdiccionales 
también están en la ruta hacia Canarias), contribuye 
de manera significativa a las lagunas de datos sobre 
un alto porcentaje de personas que desaparecen y 
cuyos cuerpos nunca son encontrados. Agrega OIM 
que, si bien en 2019 el Ministerio del Interior aprobó 
el Protocolo de actuación de las fuerzas y cuerpos de 
seguridad ante casos de personas desaparecidas, 
éste “no hace referencia a las situaciones específicas 
de desapariciones y cuerpos sin identificar de perso-
nas migrantes”. (OIM, 2021:44) 

En el contexto de las muertes y desapariciones en la 
actual crisis migratoria en Canarias, el Defensor del 
Pueblo (2021:52) informó que “se han recibido varias 
quejas en las que se solicita la intervención del De-
fensor del Pueblo por la dificultad a la que hacen 
frente los familiares de las personas que se encon-
traban en estas precarias embarcaciones rumbo a 
Canarias, para obtener información sobre el estado y 

paradero de los supervivientes, del desarrollo de las 
actuaciones llevadas a cabo para su rescate e identi-
ficación o, en su caso, denunciar la desaparición de 
sus familiares. Las respuestas de los distintos orga-
nismos de la Administración, recibidas en el mo-
mento de elaboración del presente informe, se 
limitan a señalar la falta de competencia de cada uno 
de ellos para la atención a familiares tanto de los su-
pervivientes como de las víctimas. Tampoco parece 
que se asuma como responsabilidad de ninguna Ad-
ministración el promover actuaciones tendentes a 
documentar el número de desapariciones en esta 
peligrosa ruta. (...) Siendo conscientes de las dificul-
tades que la identificación de fallecidos y la atención 
a sus familias entraña en este contexto, el Defensor 
del Pueblo considera necesario encontrar una fór-
mula clara para dar respuesta a las familias, contribu-
yendo a su vez, mediante la documentación y 
seguimiento eficaz, a mejorar las tareas de preven-
ción y rescate que permitan reducir al fin el número 
de muertes en esta ruta.” 

En el mismo sentido, la OIM (2021:XII) agrega que la 
“ausencia de procedimientos, protocolos e institucio-
nes para identificar (…)“supone que las familias que 
intentan localizar a sus seres queridos desaparecidos 
en la ruta migratoria hacia España se encuentran con 
varios obstáculos legales y burocráticos que surgen 
durante los procesos de búsqueda e identificación, 
puesto que los marcos institucionales existentes aún 
no se han adaptado para hacer frente a las dinámicas 
particulares de las muertes y desapariciones en tra-
yectos migratorios irregulares. En este contexto, las 
familias se enfrentan por sí mismas a un sistema con-

La patera estaba muy llena, al 

cuarto día escaseaba la comida y había 

peleas, dos de los motores se rompieron y el 

que quedaba no tenía fuerza para 

movernos. Empecé a pasar miedo. Mi 

hermano mayor me animaba a tener valor, 

pero llevábamos 6 días y noches empapados 

porque el viento nos mojaba y con frío. Fue 

cuando llegó Salvamento Marítimo y nos 

atendieron. Nos dijeron que algunas horas 

más y hubiéramos muerto de hipotermia”. 

Niño de Senegal, 17 años
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fuso y enrevesado, que tienen que navegar para bus-
car a sus seres queridos desaparecidos. La misma 
marginalización social que motivó la migración de sus 
seres queridos de sus países de origen dificulta la ca-
pacidad de las familias para acceder a la información y 
la justicia.” 

Al respecto, es importante notar un reciente acuerdo 
firmado entre el Ministerio de Justicia y Cruz Roja Es-
pañola, de 25 de mayo de 2021. Se trata de un Conve-
nio de “colaboración en materia humanitaria y en 
identificación de cadáveres”, siendo el ámbito de esa 
cooperación “el intercambio de datos de personas de-
saparecidas, entre los Institutos de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses, el Instituto Nacional de Toxicología 
y Ciencias Forenses, y el Servicio de Restablecimiento 
del Contacto Familiar de Cruz Roja Española, para dar 
servicio a aquellos familiares inmersos en los proce-
sos de búsqueda de personas separadas de sus seres 
queridos como consecuencia de procesos migrato-
rios, catástrofes naturales, conflictos bélicos y distur-
bios internos”.  

En ese marco, el Ministerio se compromete a compartir 
datos de los Institutos de Medicina Legal y Ciencias Fo-
renses, y en el caso que autoridades judiciales lo requie-
ran, el Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias 
Forenses realizará las correspondientes pruebas de 
ADN. Cabe agregar que el Ministerio informará del Con-
venio a las autoridades de las Comunidades y Ciudades 
Autónomas con el objetivo de impulsar y ampliar la apli-
cación del mismo, a través de institutos de medicina 
legal y ciencias forenses de cada jurisdicción. La Cruz 
Roja, por su parte, deberá compartir información sobre 
solicitudes de búsquedas de personas desaparecidas 
(con el debido consentimiento), a efectos de facilitar la 
“identificación de cadáveres, incluyendo datos relativos 
a sucesos de cadáveres no identificados que pudieran 
corresponder a migrantes desaparecidos”, y “mantendrá 
la comunicación con las familias de los desaparecidos 
en los países de origen, para informarles sobre el es-
tado, evolución y/ o resolución de estos casos”. 

Se trata, evidentemente, de un primer paso en la direc-
ción de dar cumplimiento con las obligaciones de un Es-
tado en la materia. Los recursos destinados a ello, 
humanos, técnicos y presupuestarios, así como a través 
del trabajo articulado con los gobiernos de las Comunida-
des y Ciudades Autónomas, y con los países de origen, 
serán determinantes para su efectiva implementación. A 
su vez, como lo hemos notado sobre otras iniciativas de-
sarrolladas en el marco de la contingencia, como el Plan 

Canarias, resultará imprescindible garantizar un enfoque 
de infancia, de manera transversal, en cada etapa y com-
ponente de la política en esta materia. 

En la existencia o no de estas políticas, y en su ade-
cuada aplicación, hay muchos derechos en juego: el de-
recho a la vida, en primer lugar, y de manera 
interrelacionada, el derecho a la justicia (según cómo 
puede haber ocurrido cada caso), y por ende, el derecho 
a que se investigue con seriedad y diligencia. Asimismo, 
en todos estos casos, en especial en cuanto a las medi-
das para identificar a las personas fallecidas y brindar in-
formación a sus seres queridos, está en juego el 
derecho a la verdad y, muy importante, el derecho al 
duelo, el que empieza -en buena medida- a partir de la 
información fehaciente sobre lo sucedido. La afectación 
de todos estos derechos en el contexto de muertes y 
desapariciones en rutas migratorias, a su vez, tiene con-
secuencias particulares en los niños y niñas, tal como lo 
hemos podido constatar a través de los niños con quie-
nes hemos dialogado en nuestra visita a Canarias, y tal 
como lo describen informes especializados60.   

Finalmente, consideramos importante reproducir tex-
tualmente algunas de las recomendaciones que la OIM 
hizo recientemente al Estado español, con el objeto de 
“mejorar las respuestas institucionales en cuanto a la 
búsqueda de personas migrantes desaparecidas y falle-
cidas”, facilitando que “más familias conozcan el destino 
de sus seres queridos” (OIM, 2021:51-53): 

1. Designar o crear un organismo o institución que fun-
cione como punto de atención único para familiares de 
personas migrantes desaparecidas o fallecidas en su 
trayecto migratorio a España.  
2. Garantizar que las familias puedan denunciar la de-
saparición de un familiar valiéndose de procedimientos 
sencillos y accesibles.  
3. Investigar todos los casos de desaparición o muerte 
de personas migrantes y dar prioridad a estas investi-
gaciones.  
4. Desarrollar un protocolo que proporcione una hoja 
de ruta para que las autoridades españolas adopten un 
enfoque y una estrategia uniformes orientados a la 
búsqueda e identificación de personas migrantes desa-
parecidas y fallecidas, que tenga en cuenta los respec-
tivos mandatos de los distintos actores que participan 
en estos procesos.  
5. Adaptar el marco jurídico existente sobre personas 
desaparecidas para contemplar la situación de los fami-
liares de los migrantes desaparecidos y la dimensión 
transnacional de la migración. 

60. Ver al respecto  
OIM (2021:33).
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RULO
(Nombre ficticio)  
18 años

Llegué a Canarias con 15 
años. El primer año fue 

‘chungo’ porque no hablaba el 
idioma, los profesores me ayudaron, 
no aprobé 4º de ESO, pero el 
segundo año mejoró y disfruté 
mucho en el curso de cocina (FP). En 
20 días cumplo 18 años y salgo del 
centro. Soy afortunado porque 
tengo papeles y trabajo, gracias al 
curso de cocina que tengo. Podré 
alquilarme un piso con un amigo. 
Voy a estar muy orgulloso de lo que 
he logrado. Nada es imposible, todo 
se consigue, aunque seas extranjero, 
todos somos iguales, la verdad. Todo 
se encuentra, si tú luchas para 
lograr tu sueño, vas a encontrarlo. Si 
lo dejas, te quedas sin nada...  
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Los hallazgos del presente diagnóstico sobre los derechos de la infancia en el contexto de la crisis humanitaria 
migratoria en las Islas Canarias, complementan y reafirman aquellos identificados tres años atrás, al analizar la 
realidad de los niños y niñas no acompañados en otras tres regiones de la frontera sur española: Andalucía, 
Ceuta y Melilla, que dieron lugar a una serie de recomendaciones (UNICEF, 2019:127-139).   

Todas estas evidencias conducen hacia una inequívoca conclusión: la ineludible e impostergable necesidad 

de impulsar una serie de importantes reformas, en el marco de una verdadera política de Estado para 

la protección de los derechos de las niñas y los niños en contexto de migración. 

España es puerta de entrada a la Unión Europea y no puede seguir improvisando respuestas en su frontera 
sur, porque este modo de proceder pone en peligro a la infancia y vulnera sus derechos, obstaculizando su 
proceso de integración y, consecuentemente, afectando metas de diversas políticas públicas sociales y de 
desarrollo humano.  

La mayoría de propuestas se organizan en dos grandes apartados. Por un lado, niños y niñas no acompañados, 
y por otro, niños y niñas que llegan acompañados de sus familias. La razón principal estriba en el hecho de 
que las autoridades que intervienen en su atención y protección, los dispositivos a los que van y los 
procedimientos que se les aplican, son diferentes. 

6. RECOMENDACIONES
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España no puede retrasar más la elaboración de una 
Estrategia Nacional para la protección e integración 
social de los Niños y Niñas Migrantes no Acompaña-
dos y Jóvenes Extutelados. Una vía adecuada es la 
convocatoria urgente de la Conferencia Sectorial de 
Infancia y Adolescencia, prevista por la Ley Orgánica 
8/2021 de Protección Integral a la infancia y adoles-
cencia frente a la violencia, como órgano de coo-
peración entre las administraciones públicas en 
materia de protección y desarrollo de la infancia y la 
adolescencia.  

No se parte de cero, dados los exitosos intentos de 
concertación en torno a una propuesta técnica de 
“Modelo Compartido de Atención Integral a la Infan-
cia y Adolescencia Migrante No Acompañada” realiza-
dos entre los miembros del Observatorio de la 
Infancia y Adolescencia de España entre 2018 y 2020. 
A estos trabajos le han seguido otras discusiones 
más recientes que muestran un compromiso por 
parte del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 
2030 y las CCAA en la búsqueda de soluciones. 

Son numerosos los antecedentes y fundamentos ju-
rídicos y de política pública que sustentan la necesi-
dad, y la obligación, de una política coordinada e 
integral para la protección de la infancia en contexto 
migratorio. Entre los principales, se encuentran los 
siguientes: 

• La obligación del Estado y todos los niveles de go-
bierno (estatal, autonómico, provincial y municipal), 
incluyendo los poderes ejecutivo, legislativo y judi-
cial de cada uno de esos niveles, de garantizar los 
derechos de todos los niños y niñas que se encuen-

tran bajo la jurisdicción de España, con base en la 
Convención sobre los Derechos del Niño. 

• La creación de la Conferencia Sectorial de infancia y 
adolescencia, como órgano de cooperación entre 
las administraciones públicas en materia de protec-
ción y desarrollo de la infancia y la adolescencia (art. 
7, Ley Orgánica 8/2021). 

• La obligación legal que exige al Estado y las Comu-
nidades y Ciudades Autónomas la elaboración de 
un Plan estratégico plurianual para la atención de la 
infancia no acompañada en contexto migratorio (art. 
2ter de la LO 4/2000). 

• El deber de promover la plena integración de las per-
sonas de nacionalidad extranjera a la sociedad espa-
ñola, incluyendo acuerdos dentro de la Conferencia 
Sectorial de Migración (art. 2ter, LO 4/2000). 

• La adopción de la Estrategia de la UE sobre los De-
rechos del Niño (Comunicación de la Comisión, de 
24 de marzo de 2021). 

• La Comunicación de la Comisión Europea sobre Pro-
tección de Menores Migrantes, de 2017. 

• Las directrices establecidas por la Oficina Europea 
de Apoyo al Asilo (EASO), en la Guía acerca de las 
condiciones de acogida para menores no acompa-
ñados: estándares operativos e indicadores, de di-
ciembre de 2018. 

• La omisión, desde 2017, de elaborar un Plan Estraté-
gico Nacional para la Infancia y Adolescencia. 

NIÑOS Y NIÑAS MIGRANTES NO 
ACOMPAÑADOS: HACIA UNA 
ESTRATEGIA NACIONAL Y UN MODELO 
DE GESTIÓN DE CONTINGENCIAS

I. Estrategia nacional para la protección e 
integración social de los niños y niñas migrantes 
no acompañados y jóvenes extutelados
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• Los compromisos internacionales asumidos por el 
Estado español -y por ende, todos los niveles de go-
bierno- en el marco de: 

- El Pacto Global de Naciones Unidas para una Mi-
gración Ordenada, Segura y Regular (2018). 
- El Pacto Global de Naciones Unidas sobre Refu-
giados (2018). 
- La Agenda 2030 de Naciones Unidas para el De-
sarrollo Sostenible (2015). 
 

• La Recomendación del Comité de los Derechos del 
Niño al Estado español, de 2018, para fortalecer y ase-
gurar los mecanismos de coordinación entre adminis-
tración central y autonómica en la aplicación de las 
políticas de promoción y protección de la infancia;  

• Las Recomendaciones del Defensor del Pueblo (2021) 
sobre la urgente necesidad de reformar el sistema vi-
gente para la recepción e integración de personas mi-
grantes, con el objetivo de asegurar un modelo de 
corresponsabilidad y coordinación entre el Estado y 
las Comunidades y Ciudades Autónomas. 

El proceso de construcción de esta Estrategia debe con-
tar con representantes de los distintos actores implica-
dos directa e indirectamente en la atención, protección e 
integración de los niños y niñas migrantes no acompaña-
dos y jóvenes extutelados en España, entre los que se 
encuentran: la Dirección General de los Derechos de la 
Infancia y Adolescencia (Ministerio de Derechos Sociales 
y Agenda 2030), las entidades públicas de tutela de todas 
las Comunidades y Ciudades Autónomas, el Ministerio 
de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, el Ministe-
rio del Interior, el Ministerio de Educación y Formación 
Profesional, el Ministerio de Trabajo y Economía Social, el 
Ministerio de Igualdad, el Ministerio de Sanidad, el Minis-
terio de Asuntos Exteriores, el Ministerio de Justicia, el 
Ministerio de Política Territorial, el Ministerio de Transpor-
tes, Movilidad y Agenda Urbana, la Fiscalía General del 
Estado, el Injuve, la Comisión de Juventud e Infancia de 
la Federación Española de Municipios y Provincias, y re-
presentantes de entidades de la sociedad civil y de orga-
nismos internacionales. Además, debe también tener en 
cuenta la voz de la infancia y juventud migrante. 

Esta Estrategia Nacional debe necesariamente61: 

1. Ser coordinada por un órgano estatal de alto nivel 

político, como la Presidencia del Gobierno o una de 
las Vicepresidencias, y en el aspecto operativo, articu-
lada por la Secretaría de Estado de Derechos Sociales 

(en el actual Gobierno, y organismos similares en futu-
ros gobiernos). 

2. Crear un sistema de información común inte-

grado sobre infancia migrante no acompañada. Una 
herramienta que permita un seguimiento individuali-
zado y preciso del itinerario del proceso de recepción, 
protección e integración de cada niño o niña, identifi-
cando avances, obstáculos y riesgos, en todo el territo-
rio nacional. Este sistema de información cuantitativa y 
cualitativa debe tener datos lo suficientemente desa-
gregados para detectar vulnerabilidades y necesidades 
específicas, con base en su género, nacionalidad, ori-
gen étnico, diversidad sexual, discapacidad, entre 
otros factores. Este sistema de información común es 
una herramienta operativa clave para el trabajo coordi-
nado entre las diferentes entidades de tutela, las enti-
dades sociales colaboradoras, y los órganos del Estado 
correspondientes. 
 
3. Establecer un sistema de indicadores y mecanis-

mos de evaluación (incluyendo la evaluación de los pro-
pios niños y niñas) que permita evaluar los progresos. 

4. Contar con un presupuesto previsible y sostenido. 

5. Basarse en los mismos estándares de calidad que 
se aplican para todo el sistema de protección, evitando 
en todo momento que se genere un sistema paralelo 
para niños y niñas migrantes no acompañados62. 

6. Incorporar un Modelo de Gestión de Contingen-

cia Migratoria Humanitaria a nivel estatal, que 
cuente, como componente imprescindible, con un Me-

canismo Nacional de Derivación, que garantice res-
ponsabilidades compartidas de manera equitativa 
entre las distintas Comunidades y Ciudades Autóno-
mas en materia de protección.  

7. Promover el acogimiento familiar y facilitar la re-
agrupación familiar dentro y fuera de España, a través 
de protocolos específicos. 

8. Dar respuestas adaptadas a necesidades específi-

cas (trata, derecho al asilo, salud mental, situación de 
calle, adicciones, etc.) 
Trata: mejorar el sistema de identificación de potencia-
les víctimas y contar con recursos específicos dentro 
del sistema de protección. 
Protección internacional de niños refugiados: ga-
rantizar la formación en materia de asilo de los profe-
sionales del sistema de protección para un acceso 

61. Una exposición más 
detallada de las distintas 
cuestiones que debe 
abordar esta estrategia 
puede encontrarse en las 
páginas 124-139 del 
Informe UNICEF España 
(2019): Los derechos de 
los niños y niñas 
migrantes no 
acompañados en la 
frontera sur española. 

62. 
https://observatoriodelainf
ancia.vpsocial.gob.es/esta
disticas/docsTecnicos/hom
e.htm
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correcto al procedimiento, así como una atención es-
pecífica sobre todo a nivel psicosocial. 
Salud mental: garantizar el acceso a la atención psico-
social; aumentar el número de dispositivos especializa-
dos en la atención a niños y niñas con necesidades 
específicas de salud mental; mejorar la coordinación 
entre el sistema de protección, la atención primaria y la 
red pública de salud mental, para asegurar diagnósti-
cos y derivaciones ágiles; garantizar, mediante la for-
mación, una atención a la salud mental culturalmente 
competente, que tenga en cuenta las características y 
necesidades particulares de los niños y niñas en el con-
texto de las migraciones internacionales.  
Niños que viven en la calle: Adoptar un modelo inte-
grativo de intervención para el cuidado y la protección 
de los niños y niñas migrantes no acompañados que 
viven en la calle, que se ocupe de: 
 

a) Proporcionar documentación y de las cues-

tiones penales que puedan surgir, garantizando 
sus derechos no solo como infractores, también 
como víctimas. 
b) Crear entornos seguros y protectores para 
ellos, atendiendo, en primer lugar, a necesidades 
básicas a través de programas de ayuda, y en un 
segundo momento, actuar a través de interven-
ciones a largo plazo bien diseñadas para crear 
oportunidades realistas de recuperación e inte-
gración. En estas intervenciones, los profesiona-
les (cualificados) son un factor clave. 
c) Garantizar que tengan personas adultas que 
sean referentes afectivos, a través de tutores, 
guardadores, educadores, mentores, mediadores 
culturales y familias de acogida. 
d) Construir nuevas narrativas sobre estos 
niños, niñas y jóvenes63.  

  
9. Fortalecer los mecanismos de supervisión sobre 
el sistema de protección y rendición de cuentas: 

- Mecanismos de queja y denuncia efectivos a 
los que puedan acceder los niños y niñas. 
- Mecanismos internos de la entidad pública de 
protección con la suficiente autonomía e indepen-
dencia para hacer inspecciones con suficiente pe-
riodicidad, incluyendo indicadores de progreso y 
resultado, desde un enfoque de derechos. 
- Recursos suficientes en las fiscalías de meno-

res para realizar visitas periódicas según lo pre-
visto en la LOPIVI, incluyendo la previsión de 
refuerzos necesarios para situaciones de contin-
gencia. 

- Evaluar la separación en dos fiscalías especiali-
zadas las funciones de protección y persecución 
penal de menores de edad en conflictos con la ley  
- Ampliar las Memorias de la Fiscalía General del 
Estado o generar una herramienta de rendición 

de cuentas alternativa que fortalezca la trans-
parencia sobre las condiciones que se brindan a 
los niños y niñas en el sistema de protección. 
 

10. Diseñar un plan para la plena integración edu-

cativa y socio-laboral de los niños y niñas migrantes 
no acompañados y jóvenes extutelados.  

a) Educación:  

• Garantizar la coordinación entre el sistema de pro-
tección de la infancia y el sistema educativo, de forma 
especial en situaciones de contingencia, de forma que 
pueda garantizarse el derecho a la educación en estos 
contextos.  

• Proveer en los centros educativos donde estén es-
colarizados niños y niñas migrantes, puentes de inte-

gración intercultural, refuerzo y adaptación 

curricular que garanticen el aprendizaje. Reforzar la 
colaboración con entidades especializadas de la socie-
dad civil para conseguir estos objetivos. 

• Flexibilizar los requisitos de acceso a la educa-
ción reglada y obtención de títulos para estos niños y 
jóvenes, en la medida en que desconocen la lengua, 
no han desarrollado su historia escolar en el sistema 
español, tienen niveles educativos bajos e incluso al-
gunos no saben leer ni escribir. En esta línea han 
dado pasos ya tanto la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de 
diciembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 
2/2006, de 3 de mayo, de Educación (LOMLOE), 
como el Anteproyecto de la Ley Orgánica de Ordena-
ción e Integración de la Formación Profesional, de 15 
de junio de 2021. 

• Promover itinerarios innovadores en los que se in-
cluyan la formación en habilidades transversales di-
rigidas al empleo. 

b) Jóvenes Extutelados: 

Urge implementar una serie de políticas, desde un 
abordaje intersectorial e intergubernamental, dirigidas 
a garantizar el derecho a un nivel de vida adecuado a 
los jóvenes que se emancipan automáticamente al 
cumplir los 18 años de edad: 

63. Para ampliar 
información sobre este 
Modelo de intervención 
con niños y niñas 
migrantes que viven en la 
calle, ver UNICEF España, 
UNICEF Francia (2020): 
Más allá de la 
supervivencia. Cómo 
mejorar la intervención en 
Europa con niños y niñas 
migrantes no 
acompañados y separados 
que quedan fuera del 
sistema de protección.
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• Promover y fortalecer políticas coordinadas entre 
áreas de infancia, juventud, empleo, vivienda, pro-
tección social, entre otras (a nivel estatal, autonó-
mico, provincial y municipal) dirigidas a asegurar la 
plena integración social de las y los jóvenes extute-
lados 

• Ampliar y fortalecer la red de recursos para extute-
lados, contando también con fondos de la Unión 
Europea. 

• Incluir expresamente a las y los jóvenes extutelados 
en las diferentes políticas de acceso a pisos prote-

gidos o vivienda social. 

• Contemplar a las y los jóvenes extutelados dentro de 
programas de protección social, como el Ingreso 
Mínimo Vital o programas autonómicos de trans-
ferencia de ingresos o rentas a personas en condi-
ciones de vulnerabilidad, como la Prestación de 
Inserción de Canarias (por ahora solo reconocida si 
se es solicitante de asilo o refugiado) o el futuro In-
greso por la Infancia y la Inclusión de Andalucía. 

• Fomentar una orientación sociolaboral especializada 
y de desarrollo integral, promoviendo alianzas pú-

blico privadas (sector público, sector privado, enti-
dades sociales y jóvenes) para el desarrollo de 
modelos de integración sociolaboral efectivos. Y 
promoviendo  la implicación del sector privado en la 
generación de oportunidades para los jóvenes extu-

telados, a través de políticas corporativas inclusivas 
(generación de empleo digno, estable y con proyec-
ción) programas de formación, capacitación y men-
torización personalizada.   

• Incluir plenamente a las y los jóvenes extutelados 
en los programas e iniciativas dirigidas a la juventud 
en el marco de la Agenda 2030. 

11. Plan contra el racismo y la xenofobia. 

La Administración General del Estado, las Comunida-
des y Ciudades Autónomas y las entidades locales 
deben desarrollar planes de acción, con metas de 
corto y largo plazo, para la prevención de la xenofobia, 
estigmatización y toda forma de criminalización social 
y comunicacional hacia niños y niñas migrantes, en 
particular los no acompañados, y jóvenes extutelados. 
Estos planes deben contar con la participación de los 
propios niños y niñas migrantes en la planificación, 
ejecución y evaluación de estos programas, así como 
la alianza con diferentes sectores de la sociedad civil 
que trabaja para la prevención de toda forma de discri-
minación, racismo y xenofobia. 

Fortalecer a los gobiernos municipales, incluyendo 
los recursos técnicos y humanos para la solicitud y 
obtención de fondos europeos especializados, para el 
desarrollo de iniciativas dirigidas a la promoción de la 
integración intercultural y la prevención de toda forma 
de xenofobia y racismo. 
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a) Objetivo general y alcance 

España necesita una herramienta que permita una 
protección integral de los derechos de la infancia en 
contexto de contingencia humanitaria migratoria. 

Las características cuantitativas y cualitativas de la 
contingencia de carácter migratorio y humanitario, 
para la aplicación de este modelo, deberán ser defini-
das por indicadores a acordar por todos los actores 
responsables, con base en una serie de criterios téc-
nicos y por el principio del interés superior del niño. 

b) Principios básicos 

Además de todos los principios jurídicos que deben 
guiar toda política relativa a los derechos del niño, 
este Modelo debe basarse en los principios de corres-
ponsabilidad, solidaridad, oportunidad, celeridad, efec-
tividad, integralidad y eficacia. 

c) Mecanismo Nacional de Derivación 

El diagnóstico, así como evidenció los múltiples pro-
blemas y consecuencias nocivas del modo de proce-
der actual ante las emergencias migratorias que 
afectan a la infancia migrante en la frontera sur, tam-
bién dio cuenta de la posibilidad, por parte del sis-
tema de protección de una Comunidad Autónoma, de 
trazar y transitar caminos y efectivos de acogida, pro-
tección e integración para una cantidad acotada de 
niñas y niños en condiciones de desamparo y vulnera-
bilidad. Por ambos motivos, una herramienta impres-
cindible de este modelo es la distribución de los niños 
y niñas no acompañados que llegan a España en el 
contexto de una contingencia humanitaria migratoria, 
dentro de los sistemas de protección de infancia de 
todas las Ciudades y Comunidades Autónomas y, 
dentro de ellas, de cada provincia.  

Esta distribución, que debe ser tan oportuna como 
equitativa, debe estar basado en primer lugar en eva-
luaciones del interés superior del niño pero, además, 
puede estar basado en criterios objetivos (mediante 
indicadores revisados periódicamente), como factores 
demográficos, estadísticas socio-económicas (po-

breza, paro, etc.), entre otros. Ello, sin perjuicio de 
asegurar, en la gestión de cada caso, que se trata de 
una decisión producto de un proceso individualizado 
guiado por el interés superior del niño.  

d) Coordinación, planes de contingencia y Unidad 

de Respuesta Rápida 

La gestión de una contingencia humanitaria migratoria 
requiere la intervención de diferentes entidades públi-
cas, como se describe en este informe. Un modelo 
integral dirigido a responder de manera oportuna y efi-
caz en estos contextos requiere de dos elementos 
imprescindibles: 

1. Una coordinación adecuada entre todos ellos, diri-
gida a cumplir de manera articulada, coherente y com-
plementaria las obligaciones jurídicas de acogida y 
protección de los derechos de los niños y las niñas. 

2. El desarrollo de planes de contingencia para cada 
uno de esos actores, a fin de asegurar que cuenta 
con todos los recursos necesarios (humanos, presu-
puestarios, procedimentales, etc.) para desempe-
ñarse de manera oportuna y eficaz ante una 
contingencia de estas características. 
En particular, cabe mencionar la necesidad de planes 
de contingencia por parte de las Fiscalías de Extranje-
ría (o de las entidades implicadas en un procedi-
miento holístico o de los juzgados competentes, 
según se concrete finalmente la anunciada reforma 
del procedimiento de determinación de la edad), las 
Fiscalías de Menores, la Policía Nacional, las entida-
des de medicina forense y aquellas que se ocupan de 
pruebas médicas, las áreas de extranjería de las Dele-
gaciones y Subdelegaciones de Gobierno, así como 
de las entidades de protección de infancia. 
Una posible fórmula para conseguir una coordinación 
reforzada y una eficaz y rápida gestión de casos en un 
contexto de emergencia – vital para que no se produz-
can fallos en cadena -, podría ser la creación de una 
Unidad de Respuesta Rápida a la Infancia en Emer-
gencias 
Esta unidad técnica debería coordinarse desde una Vi-
cepresidencia del Gobierno con funciones ejecutivas, y 
en ella debería tener representación la Dirección Gene-

II. Propuesta de Modelo de Gestión de 
Contingencias Humanitarias Migratorias para  
la infancia migrante no acompañada
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ral de Derechos de la Infancia y Adolescencia, el Minis-
terio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, el 
Ministerio del Interior, el Ministerio de Educación y For-
mación Profesional, el Ministerio de Sanidad, el Minis-
terio de Asuntos Exteriores, el Ministerio de Política 
Territorial, la Fiscalía General del Estado, las Entidades 
públicas de protección de Andalucía, Canarias, Ceuta y 
Melilla, organizaciones especializadas de la sociedad 
civil y organismos internacionales.   
Esta Unidad debe tener un mecanismo de diálogo 
permanente con las entidades de infancia de todas 
las Comunidades y Ciudades Autónomas, a fin de 
tener actualizados los criterios de distribución, coordi-
nar la implementación del modelo cada vez que las 
circunstancias lo exijan, y evaluar periódicamente su 
impacto. A su vez, según la jurisdicción donde se esté 
dando una determinada contingencia humanitaria mi-
gratoria, se incorporarán temporalmente representan-
tes de otras entidades públicas autonómicas, 
provinciales y municipales de áreas como sanidad, 
educación, juventud, servicios sociales, entre otras. 
El objetivo de esta Unidad es asegurar la plena aplica-
ción del Modelo en una situación de contingencia. 
Para ello, se deben asegurar los recursos presupues-
tarios necesarios mediante mecanismos que permi-
tan un uso oportuno de los mismos. 
 
e) Actuación en lugares de llegada 

La Unidad de Respuesta Rápida, en coordinación con 
la entidad de protección de infancia de la jurisdicción 
donde se desarrolla una determinada contingencia, 
debe tener una presencia estable -de manera directa 
y/o mediante entidades colaboradoras especializadas-, 
a pie de costa, puestos fronterizos u otros puntos de 
llegada de niñas y niños no acompañados. En esos 
contextos, debería coordinar el proceso de primera 
identificación de personas que podrían ser niñas y 
niños no acompañados, brindar información adecuada 
y coordinar su canalización a los centros de acogida 
inmediata del sistema de protección. 

f) Recursos estables de acogida inmediata  

en todo el territorio español 

A los fines de la implementación oportuna y efectiva de 
este Modelo, y en las condiciones de acogida exigidas 
por las normativas estatales, europeas e internaciona-
les, cada Comunidad/Ciudad Autónoma adoptará las 
medidas necesarias para disponer de recursos de aco-
gida inmediata suficientes, para el caso que una contin-
gencia humanitaria migratoria lo requiera. 

El Estado español debería adoptar todas las medidas 
posibles, a través de fondos propios y europeos, para 
asegurar que todas las Comunidades/Ciudades Autóno-
mas puedan tener los recursos de acogida que requeri-
ría la implementación del mecanismo de distribución de 
este Modelo en tiempos de una contingencia acaecida 
en cualquier punto de la frontera sur.   

Preferentemente, en tanto cada contingencia lo permita, 
se recomienda que cada Comunidad y Ciudad Autó-
noma cuente con recursos de acogida inmediata para:  

1. niños/as no acompañados cuya minoridad de edad 
no presente la menor duda;  
2. niños/as sobre los cuáles habría duda al respecto, 
mientras se desarrolla -mediante el principio de celeri-
dad- el procedimiento de determinación de la edad;  
3. niños/as en circunstancias específicas de alta vul-
nerabilidad (ello, sin perjuicio de la importancia de los 
criterios de especialización técnica que pueda indicar 
la derivación de un niño o niña a un recurso ubicado 
en un lugar determinado). 
 
Como complemento a esta actuación, podría estu-
diarse también la posibilidad de ampliar, sobre todo en 
los puntos de llegada, la red de centros destinados a 
actividades infanto-juveniles tales como albergues juve-
niles, granjas-escuelas o centros de educación ambien-
tal, en coordinación con las entidades locales. Con las 
debidas labores de pre-adaptación y mantenimiento, 
estas instalaciones podrían constituir una red de recur-
sos a las que acudir para emergencias con llegadas 
muy numerosas. Sin ser por lo general la opción más 
adecuada, si se adaptan correctamente, tienen la ven-
taja de que pueden movilizarse en cortos espacios de 
tiempo y son más sostenibles desde un punto de vista 
presupuestario, puesto que pueden dedicarse a otros 
usos cuando no hay situaciones de emergencia.  

g) Primer paso: Evaluación del Interés Superior 

En el marco de una contingencia humanitaria migrato-
ria, y bajo la coordinación de la Unidad de Respuesta 
Rápida, las entidades competentes deberán tener los 
suficientes equipos de trabajo especializados y multi-
disciplinarios para llevar adelante, a la mayor brevedad 
posible, una evaluación rápida de la identidad y filia-
ción del niño o niña, detección de riesgos, incluyendo 
una primera evaluación de su interés superior. 

Esta evaluación se debería realizar en el primer centro 
de acogida inmediata al que el niño o niña es llevado 
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tras su detección en costa u otro puesto fronterizo, 
en el cual no debería permanecer por un plazo mayor 
de siete días si no se duda sobre su minoría de edad, 
para luego aplicar el mecanismo nacional de deriva-
ción. En caso de que existiesen dudas razonables 
sobre su minoría de edad, se pondrá en marcha el 
procedimiento de evaluación, que siguiendo las reco-
mendaciones del Comité de los Derechos del Niño, 
debería estar basado en un método holístico y reali-
zarse en el marco de un procedimiento de evaluación 
del interés superior. 

La Unidad de Respuesta Rápida debe prever con an-
telación los mecanismos adecuados para ayudar a la 
entidad pública de tutela del territorio afectado por la 
contingencia a reforzar los equipos de trabajo especia-
lizados para hacer evaluaciones del interés superior 
del niño en cortos espacios de tiempo. 

h) Agilidad de los procedimientos  

El fortalecimiento institucional de todos los actores 
que participan en los procedimientos de carácter mi-
gratorio -en particular, reseña policial, identificación y 
registro, desamparo, tutela, determinación de la edad, 
permisos de residencia- debe asegurar que, en con-
texto de contingencia, cada uno de estos procesos se 

llevan adelante con base en los principios de celeridad 
y de primacía de los derechos de la infancia.  

En particular, la reseña y el registro debe hacerse, sin 
excepción alguna, en el primer momento de detec-
ción de un niño no acompañado, e inmediatamente 
después, la declaración de desamparo y la guarda pro-
visional. La determinación de la edad -cuando pro-
ceda- no puede prolongarse por un plazo mayor de 30 
días. La tutela, por parte de la entidad pública autonó-
mica a la cual el niño o niña fue derivado a través del 
Mecanismo Nacional, en el mismo momento de esa 
derivación o, si fuere el caso, al ser notificada la reso-
lución sobre su minoría de edad. Las autorizaciones 
de residencia deben otorgarse automáticamente, y 
debe recurrirse a la vía de las cédulas inscripción e 
impulsarse con antelación mecanismos consulares 
con los países de origen con el objetivo de agilizar la 
tramitación de la documentación de identidad de 
niñas y niños no acompañados. 

i) Refuerzo del derecho a la educación  

y a la salud en contingencias 

El aumento del número de llegadas puede ejercer una 
presión importante sobre el sistema educativo y sani-
tario, y derivado de ello, saturación y barreras de ac-
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ceso. En ausencia de una política de contingencia 
eficaz, el disfrute de estos derechos depende, en 
muchas ocasiones, de las soluciones que van encon-
trando las entidades que gestionan cada centro. Ello 
genera desigualdad en el disfrute de los derechos. El 
modelo de gestión de contingencias tiene que ofre-
cer un marco claro que permita a las Comunidades 
Autónomas implementar mejor la respuesta educa-
tiva y sanitaria a los niños y niñas migrantes que lle-
gan a su territorio en momentos de contingencia, así 
como adaptarse correctamente a sus necesidades 
específicas. 

Educación: El modelo de contingencias debe ofre-
cer una guía para la adopción de Convenios entre 
las Direcciones Generales de Infancia y las Conse-
jerías de Educación (o el Ministerio de Educación, 
en el caso de Ceuta y Melilla) que establezcan un 
marco de actuación para las contingencias. Los con-
venios, por ejemplo, deben establecer procedimien-
tos simplificados para la escolarización (eliminando 
posibles trabas burocráticas para la inscripción en 
las escuelas derivadas, por ejemplo, de ausencia de 
pasaportes, NIE o empadronamiento), prever la 
creación de aulas de alfabetización y refuerzo esco-
lar, el refuerzo de las plantillas, así como establecer 
vías de colaboración con entidades especializadas 
de la sociedad civil para la consecución de estos 
objetivos.  

Salud (Mental) y atención psicosocial: De modo 
similar, la política nacional de contingencia también 
debe dar orientaciones para que la entidad de pro-
tección refuerce la colaboración con las Consejerías 
de Sanidad (Canarias y Andalucía) o el Ministerio de 
Sanidad (Ceuta y Melilla), de manera que pueda ga-
rantizarse un acceso a la atención sanitaria sin ba-
rreras administrativas, y sobre todo asegurar un 
acceso rápido a la red de atención psicosocial y a la 
red de salud mental del sistema nacional de salud 
si fuera preciso. El impacto que tiene el proceso mi-
gratorio, incluyendo las condiciones de recepción y 
acogida, en la salud mental de los niños y niñas mi-
grantes ha sido ampliamente documentado. Este 
impacto crece en contextos de contingencia. 

j) Derivación y reunificación familiar  

en España y Europa 

El modelo de contingencia debe contar con proto-
colos adecuados para identificar a la mayor breve-
dad posible casos que podrían derivar, según lo 

indique la evaluación del interés superior, en medi-
das de reunificación familiar en otros lugares de Es-
paña o de Europa. 

Para una implementación oportuna y efectiva de pro-
cedimientos dirigidos a garantizar este derecho de 
todo niño o niña, se deben promover los acuerdos y 
protocolos necesarios dentro y entre las entidades 
de protección de cada Ciudad o Comunidad Autó-
noma. Se recomienda también que España pro-
mueva la elaboración de una herramienta dirigida a 
establecer una hoja de ruta homologada para que las 
entidades responsables de la protección de la infan-
cia en los países de la Unión Europea realicen de 
manera oportuna y efectiva procesos de reunifica-
ción familiar con base en la evaluación del interés su-
perior del niño, a fin de garantizar la colaboración 
efectiva entre países, y superar las trabas y caren-
cias en los procesos existentes. 

k) Fortalecimiento de los mecanismos  

de supervisión 

El modelo de atención para una contingencia re-
quiere también el fortalecimiento, a través por ejem-
plo de recursos adicionales para esas circunstancias, 
de los mecanismos permanentes de supervisión de 
las condiciones de acogimiento en los recursos de 
cada uno de los sistemas de protección. En particu-
lar, de aquellos mecanismos de la entidad pública de 
tutela, la Fiscalía de Menores, y la Defensoría del 
Pueblo estatal y la Defensoría autonómica corres-
pondiente.  

También resulta de vital importancia reforzar los dis-
positivos de supervisión para que ningún niño o niña 
migrante no acompañada sea objeto de una medida 
de devolución automática, o cualquier otra forma de 
retorno contraria a la normativa y principios de dere-
chos de la infancia. 

l) Fondo Permanente de Contingencia 

El Estado, con la cooperación europea, debería 
constituir un Fondo Permanente de Contingencia 
para la aplicación oportuna y efectiva de este mo-
delo de atención integral a la infancia no acompa-
ñada en tiempos de crisis humanitarias migratorias. 
Este Fondo debe contar con mecanismos ágiles 
para su uso inmediato, de ser necesario, así como 
con garantías que eviten su pérdida en períodos de 
no utilización. 
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Todavía siguen pendientes la mayoría de reformas norma-
tivas que señalamos en el informe anterior sobre infancia 
no acompañada en la frontera sur (UNICEF, 2019: 127-
129) y que afectan a la Ley de Protección Jurídica del 
Menor, la Ley de Extranjería y su Reglamento, el Código 
Civil, y la normativa de asilo. No obstante, incidimos aquí 
de una forma especial en la urgencia en concluir el pro-
ceso de reforma anunciado de la Ley de Extranjería (en 
materia de Determinación de la Edad) y del Reglamento 
de Extranjería, ya que afectan a cuestiones de vital impor-
tancia para garantizar la plena y efectiva protección e inte-
gración social de los niños y niñas migrantes no 
acompañados y los jóvenes extutelados. En concreto, la 
reforma del Reglamento de Extranjería debe establecer, 
entre otras cuestiones: 

a) Que estos niños y niñas sean considerados regulares 
a todos los efectos, aún sin disponer de tarjeta de residen-
cia, cuya obtención será considerada una mera formaliza-
ción de la misma, conforme al art. 37.5. de la L.O. 1/2000. 

b) Que se les conceda automáticamente autorización 

de residencia y trabajo a partir de los 16 años. 

c) Que obtengan autorización de residencia y trabajo 

hasta que alcancen 18 años, eliminando la vigencia inicial 
de 1 año. En caso de que hayan accedido a ese derecho 
habiendo alcanzando los 17 años, su residencia inicial de-
berá tener vigencia de mínimo 1 año.  

d) Únicamente sean considerados indocumentados aque-
llos menores de edad que no dispongan de pasaporte o 
documento que acredite su edad e identidad. Y, en caso de 
no poder ser documentados a través de sus países de ori-
gen, serán documentados con cédula de inscripción tra-
mitada de oficio. 

e) Renueven su autorización de residencia y trabajo si 
cumplen con uno de los siguientes requisitos: acredita-
ción de su incorporación real o potencial al mercado de 
trabajo; informe positivo de la entidad de tutela o informe 
de esfuerzo de integración. Se eliminan los requisitos 

de cotización y medios económicos, y esta autoriza-
ción tendrá vigencia de 2 años, como todas las residen-
cias renovadas. 

f) Que accedan a la autorización de residencia de larga 

duración tras haber estado dos años bajo la tutela y/o 
guarda continuada de las entidades públicas, en coherencia 
con el Código Civil y lo relativo al acceso a la nacionalidad.  

g) Que puedan solicitar, en caso de que no hubiesen sido 
documentados antes de alcanzar la mayoría de edad con 
la correspondiente tarjeta de residencia, en el plazo de 1 
año desde su salida, la emisión de una tarjeta de residen-
cia y trabajo que reconozca su antigüedad de residen-

cia legal, retrotrayendo los efectos a la fecha de ingreso 
del menor de edad en el sistema de protección y que 
tendrá vigencia de 2 años, en caso de cumplir los requisi-
tos previstos en el art. 197.  

h) Asimismo, se propone que estas disposiciones se apli-
quen a los jóvenes que, si bien fueron menores de edad 
en algún momento desde el 1 de enero de 2018, no ac-
cedieron a la autorización de residencia que les hubiera 
correspondido, y aún hoy se encuentran en situación ad-
ministrativa irregular, con el objetivo de poner fin a su si-
tuación de exclusión social.  

La reforma del procedimiento de determinación de la 

edad ha sido recomendada incesantemente a España 
por el Comité de los Derechos del Niño, por el Defensor 
del Pueblo y por numerosas entidades de la sociedad 
civil, en la medida en que urge la introducción de las si-
guientes garantías jurídicas en este procedimiento:  

• No uso de forma indiscriminada. Solo debe recurrirse a 
este procedimiento cuando haya una duda fundada 
sobre la minoría de edad. 

• Realizarlo en el marco de una evaluación del interés 
superior del niño, por lo tanto, recurrir a apreciaciones 
de carácter multidisciplinar que sirvan para evaluar la 
madurez física y psicológica (incluidas pruebas 
documentales de distinto tipo y entrevistas), 
absteniéndose de recurrir a pruebas médicas que 
pueden resultar invasivas y tienen un alto margen de 
error. 

• Respetar siempre la presunción de minoría de edad 
en caso de duda. 

• Considerar como auténtica toda documentación de 

identidad, a menos que se demuestre, objetivamente 
y por los medios adecuados, lo contrario. 

• Llevar a cabo el procedimiento siempre en presencia de 
representante legal y abogado. 

• Informar a los niños con información adaptada a su 
edad y salvaguardar siempre el derecho a ser oído. 

• Tener en cuenta consideraciones de género y  

culturales. 

• Actuar en virtud del principio de celeridad. 

• Posibilidad de recurso judicial directo contra las  
decisiones. 

III. Reformas Normativas
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Diseñar un Plan de Contingencia con el objetivo de 
asegurar una respuesta planificada, oportuna y efec-
tiva para brindar una atención y acogida adecuada a 
las personas y familias con niños que llegan a terri-
torio español en el marco de una crisis humanitaria 
migratoria. Ello debería incluir, entre otras cosas, lo 
siguiente: 

• Habilitación y adecuación de recursos permanen-

tes de acogida inmediata en los diferentes pun-
tos de llegada de la frontera sur, que cumplan 
todos los estándares internacionales, europeos y 
nacionales -incluyendo lo establecido en las leyes 
de Protección Jurídica del Menor y de Protección 
Integral a la Infancia y Adolescencia frente a la 
Violencia. 

 
• Identificación previa de otros recursos adiciona-

les de acogida, en coordinación con las autorida-
des autonómicas y locales y según los mismos 
estándares, que pudieran movilizarse en cortos 
espacios de tiempo para hacer frente a grandes 
volúmenes de llegadas.   

 
• Fortalecer la coordinación entre todos los minis-

terios que intervienen en una contingencia migra-
toria (incluidos el Ministerio del Interior, el 
Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migra-

ciones, el Ministerio de Transporte, Movilidad y 
Agenda Urbana, el Ministerio de Política Territorial 
y el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Euro-
pea y Cooperación), a fin de asegurar una res-
puesta oportuna, coherente, y complementaria, y 
prevenir cualquier clase de contradicción o des-
coordinación que afecte a las condiciones de aco-
gida. 

 
• Fortalecer la coordinación entre las autoridades  

estatales y autonómicas, provinciales y  
municipales, así como con entidades sociales  
colaboradoras. 

 
• Asegurar un enfoque de derechos de la infancia 

en el marco del plan de contingencia, incluyendo 
la participación de la Dirección General de Infancia 
de la Comunidad o Ciudad Autónoma respectiva 
en los procesos de recepción e identificación en 
costas y, en caso de crearse, de la Unidad de Res-
puesta Rápida a la Infancia en Emergencias de la 
futura Estrategia Nacional para la protección e in-
tegración social de Niños y Niñas Migrantes no 
Acompañados. 

 
• El Plan de contingencia debe incluir un Protocolo 

para garantizar una atención humanitaria en los 
puntos de entrada con enfoque de infancia. 

NIÑOS Y NIÑAS MIGRANTES QUE 
LLEGAN CON SUS FAMILIAS:  
GESTIÓN DE CRISIS MIGRATORIAS  
CON ENFOQUE DE INFANCIA

I. Plan de Contingencia para crisis humanitarias migratorias

Dos de los principales retos identificados en la recep-
ción y acogida de personas adultas y familias migran-
tes y solicitantes de asilo llegadas a Canarias desde 
2019 en adelante, a cargo del Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones, han sido, por un lado, 

la falta de planificación previa de una contingencia mi-
gratoria; y por el otro, la identificación de un enfoque 
bastante limitado de derechos de las niñas y los niños 
en esa respuesta. Por lo tanto, las recomendaciones 
están basadas principalmente en esos desafíos.
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Este protocolo debe garantizar que la atención humanita-
ria incorpora la perspectiva de derechos de la infancia con 
independencia del dispositivo o de la entidad que la re-
alice o, mientras no se desarrolla dicho protocolo, garanti-
zar que este enfoque se incorpora en los manuales de 
gestión o pliegos de condiciones de las subvenciones y 
contratos de las entidades sociales que realizan esta 
atención. En concreto, se debe: 

• Continuar con el enfoque de creación de dispositi-

vos de atención humanitaria en las contingencias 
(emergencia y atención integral) específicos para fa-
milias con niños, así como el traslado prioritario de 
familias a dispositivos más estables en otros territo-
rios del país donde se garanticen los derechos de la 
infancia y ofrezcan más posibilidades de integración 
educativa y social. 
 

• Desarrollar estándares mínimos que garanticen en 
todos los recursos, una atención uniforme y una pro-
tección efectiva de los derechos de los niños y niñas 
acogidos en cada uno de estos centros. 
 

• Impulsar programas de formación y sensibilización 
en derechos de la infancia de los profesionales de las 
entidades colaboradoras que intervienen en los pro-
cedimientos de recepción e identificación en costas, 
así como en los CETI y centros de atención humani-
taria. Estos programas deben incluir formación sobre 
cómo llevar a cabo evaluaciones del interés superior 
de niños y niñas migrantes y solicitantes de asilo. 
Sería conveniente que estos programas se hicieran 
en colaboración con la Dirección General de Infancia 
del territorio donde tenga lugar la contingencia, a tra-
vés, por ejemplo, de Convenios específicos firmados 
con el Ministerio para este fin. 

 
• Adoptar un mecanismo estandarizado para la iden-

tificación de posibles niños y niñas no acompaña-

dos que, por error en la identificación en costas, u 
otros motivos, acaben en centros de atención huma-
nitaria o CETI.  

 
• Garantizar coordinación y celeridad en la realización 

de las pruebas de ADN, que deben realizarse solo 
cuando se den dos circunstancias: que haya dudas fun-
dadas de la inexistencia de un vínculo afectivo y haya 
un riesgo claro de desprotección o trata 

• Prever la creación de dispositivos que permitan una 
adecuada supervisión sobre aquellos casos en los 
que se esté a la espera de los resultados de las prue-
bas de ADN y existan dudas sobre la existencia real de 
un vínculo materno/paterno-filial biológico o no. 
 

• El protocolo debe prever un marco de actuación en ma-
teria de educación y salud que abarque el periodo en 
el que los niños y niñas están en los dispositivos de 
atención humanitaria o CETI en los puntos de entrada, 
antes de ser trasladados a la península. 

 
Educación: Sería deseable que se firmasen convenios 
entre el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migra-
ciones por un lado, y las Consejerías de Educación (o el 
Ministerio de Educación, en el caso de Ceuta y Melilla) 
para establecer un marco claro y evitar la actual hetero-
geneidad de prácticas existentes en los distintos disposi-
tivo del Plan Canarias. En concreto, estos convenios 
podrían contener: 

- procedimientos simplificados para la escolariza-

ción (eliminando posibles trabas burocráticas para la 
inscripción en las escuelas derivadas, por ejemplo, de 
ausencia de pasaportes, NIE o empadronamiento); 
- establecer programas homologados de educa-

ción en emergencias en articulación con el sistema 
educativo y en colaboración con entidades especiali-
zadas de la sociedad civil; 
- implementación estandarizada de propuestas pe-

dagógicas en los centros de acogida inmediata. 

 
Salud mental y atención psicosocial: Del mismo 
modo que se plantea para los niños y niñas no acom-
pañados, el protocolo de atención humanitaria con en-
foque de infancia en crisis dirigido a niños con familias,  
debería contemplar también el refuerzo de la coordina-
ción entre el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social 
y Migraciones y  las Consejerías de Sanidad (Canarias 
y Andalucía) o el Ministerio de Sanidad (en el caso de 
Ceuta y Melilla), de manera que pueda garantizarse un 
acceso a la atención sanitaria sin barreras administrati-
vas, y sobre todo asegurar un acceso rápido a la red 
de atención psicosocial y a la red de salud mental del 
sistema nacional de salud, garantizando una atención 

culturalmente competente, como hemos tenido la 
ocasión de señalar en relación con los niños y niñas no 
acompañados.  

II. Protocolo para garantizar una atención humanitaria  
en los puntos de entrada con enfoque de infancia
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MUERTES Y DESAPARICIONES EN LAS 
RUTAS MIGRATORIAS: MECANISMO 
PARA LA IDENTIFICACIÓN DE VÍCTIMAS

• Adoptar un mecanismo nacional de identificación 

(ADN y otros) de personas fallecidas en las rutas mi-
gratorias hacia España. 

• Crear un procedimiento de localización y comu-

nicación con familias en países de origen de perso-
nas fallecidas en las rutas migratorias hacia España. 

• Mejorar la formación de equipos de trabajo del sis-
tema de protección de la infancia, del sistema de 
atención humanitaria y de acogida a refugiados y en 
los CETI,  para brindar apoyo psicoemocional espe-

cializado a niñas y niños que experimenten traumas 
vinculados a la pérdida de seres queridos en las rutas 
migratorias. 
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1.3. Ayuntamientos y gobiernos insulares 
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1.3.3. Cabildo de Fuerteventura 
1.3.4. Cabildo de Gran Canaria 
1.3.5. Cabildo de Tenerife  

 
1.4. Comunidad Autónoma de Andalucía 

1.4.1. Dirección General de Infancia, Consejería de Igualdad, 
Políticas sociales y Conciliación 
1.4.2.  Defensor del Menor de Andalucía 

 
1.5. Ciudad Autónoma de Ceuta 
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3.1.3    Asociación Somos Red en Gran Canaria     
3.1.4   Asociación Coliseo 
3.1.5 Cruz Blanca (equipo de trabajo en centro El Sebadal) 
3.1.6 Cruz Roja Española (Sede Central, y equipos en los recursos 
visitados) 
3.1.7 Fundación Don Bosco en Tenerife 
3.1.8 Fundación MAIM en Gran Canaria 
3.1.9 Asociación Quórum Social 77 
3.1.10 Radio ECCA                     
3.1.11 Save the Children (Gran Canaria, y Sede Central) 
3.1.12 Federación de Asociaciones Africanas en Gran Canaria 
3.1.13 Asociación de Senegaleses en Tenerife 
3.1.14 Asociación de Malienses en Tenerife 
 

3.2.  SOCIEDAD CIVIL (ANDALUCÍA) 
3.2.1. Federación Andalucía Acoge 
3.2.2. CEAR Andalucía 
3.2.3. Save the Children Andalucía 
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DIRECTIVOS, PROFESIONALES, Y DIÁLOGO  
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4.1.   Fuerteventura 

4.1.1.  Centro Ancor- Mundo Nuevo 
4.1.2   Centro Tebeto & equipo Jable- Cabildo de 
Fuerteventura- Mundo Nuevo 
4.1.3.  Centro El Matorral- Cruz Roja 
4.1.4   Centro para familias de Cruz Roja 

  
4.2.   Gran Canaria 

4.2.1. Apartamentos Carlota- Quorum Social 77 
4.2.2. Apartamentos Puerto Bello- Siglo XXI 
4.2.3. Centro Moya- Quorum Social 77 
4.2.4. Centro Bandama- Quorum Social 77 
4.2.5. Centro Casablanca- Cabildo Gran Canaria- Nuevo Futuro 
4.2.6. Centro Bentayga- Cabildo Gran Canaria- Quorum Social 
77 
4.2.7. Centro Fátima Mernissi -Quorum Social 77 
4.2.8. Centro San Luis- Quorum Social 77 
4.2.9. Centro Tirajana 1- Quorum Social 77 
4.2.10 Centro Tirajana 2- Quorum Social 77 
4.2.11 Centro San Juan 1 (El Hospitalito)- Quorum Social 77 

 
4.3.   Tenerife 

4.3.1. Hotel Adonis- Coliseo 
4.3.2. Centro La Villa- Coliseo 
4.3.3. Centro La Cañada- Coliseo 
4.3.4. Centro El Arenal-Cabildo Tenerife- Mundo Nuevo 
4.3.5. Centro El Ortigal- Coliseo 
 

  
5. REUNIONES CON EQUIPOS DIRECTIVOS Y VISITA 
A LOS SIGUIENTES CENTROS PARA PERSONAS 
ADULTAS Y GRUPOS FAMILIARES 
 
5.1. Fuerteventura 

5.1.1. El Matorral (Cruz Roja, Plan Canarias) 
5.1.2. Centro de Cruz Roja para Familias  

 
5.2. Gran Canaria 

5.2.1. Canarias 50 (Cruz Roja, Plan Canarias) 
5.2.2. CATE Barranco Seco (Ministerio del Interior) 
5.2.3. FCB (Cruz Roja) 
5.2.4. Sebadal (Cruz Blanca, Plan Canarias) 

 
5.3. Tenerife 

5.3.1. Casa de las Madres -Tenerife II- (Cruz Roja) 
5.3.2. Las Canteras (OIM, Plan Canarias) 
5.3.3. Las Raíces (ACCEM, Plan Canarias) 

ANEXO 
AGENDA DE LA INVESTIGACIÓN. LISTADO DE ENTREVISTAS Y CENTROS VISITADOS 
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para cada infancia


